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EDITORIAL 

EL PLURALISMO IDEOLOGICO, 

FUNDAMENTO DE LAS ORGANIZACIONES ESTUDIANTILES 

Es indudable que RUPTURA, Revista de Asociación Escuela de Derecho, re­
coge diversas opiniones de la Facultad y del país. Se expresan en ella concepcio­
nes, compresiones y prácticas del mundo contemporáneo que pretenden desarro­
llar un análisis del Derecho que alcance a la Justicia. 

Consideramos fundamental para el diálogo, la existencia del PLURALISMO 
IDEOLOGICO por medio del cual se expresen todas las corrientes filosóficas, eco­
nómicas y políticas, que el coloquio de la existencia, propone al caminar por los 
senderos del mundo. 

Hemos deseado plantear estos parámetros para analizar, con las limitaciones 
del caso, la hi.'ltoria de la organización estudiantil en la Facultad de Jurisprudencia. 
Recordemos por lo tanto las causas más importantes por las cuales se creó la Uni­
versidad Católica del Ecuador: la necesidad imperiosa del Estado para formar cua­
dros conforme sus principios y dogmas y la necesidad de formar profesionales a 
fin de perpetuar e implementar una organización social y económica que por esos 
años era necesaria no sólo en el Ecuador sino en los demás Estados de América La­
tina, debido fundamentalmente al cambio de estructuras sociales y económicas 
que comenzaban a dejar atrás lcu concepciones conservadoras-terratenientes para 
dar paso a las liberales-industriales. 

En este nuevo campo de acontecimientos se dan las embrionarias formru de 
organización estudiantil de la Católica -hablamos de 37 años atrás- que como es 
lógico suponer respond{an a las concepciones ideológicas que la convocaron. Sus 
actividades se desarrollaron en el análisis del "derecho puro", su límite fué la amis­
tad que no trascendió de la calle Bolívar de Quito, lugar en donde funcionó en pri­
mera instancia la Universidad Católica. 

Es en la década de los 60 y comienzos de la década de los 70 cuando el mun­
do y en especial América Latina se ve avocada por una serie de transformaciones 
profundas en sus estructuras económicos-sociales; estos JlUevos vientos penetran 
en todas las instancias del Estado Ecuatoriano y la Universidad Católica como una 
de ellas asimila el proceso. Se trata de abrir la universidad a la problemática social 
o enclaustrarla en el "conocimiento puro".

En la Católica aparecen corrientes de pensamiento Democrático y Progresista,
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qu.e plantean la construcción de la historia teniendo por cimiento la ,olidaridad 
humana, la igualdad, el humanismo en su má:rima e:rpreaión, la reforma de conte­
nidos académicos y sobre todo el cueationamiento a docentes y estudiante, con el 
ánimo de generar la crítica y la autocrítica personal y colectiva, dentro y fuera de 
la Universidad; no con el fin de deaconocer la Autoridad de la lgleaia propia de la 
Pontificia Universidad Católica del Ecuador, como en muchas ocaaione, re ha pre­
tendido enfocar el problema por parte de corrientes conservadora,. 

Como producto de esta serie de acontecimientos que 1e dan en la organiza­
ción social y estudiantil nace en 1977 el FRENTE AMPLIO DEMOCRATICO 
ESTUDIANTIL, movimiento político univenitario que asume para sí principios 
de pluralismo, democracia y progresismo; a reglón seguido aparece Renovación 
Universitaria, movimiento que se identifica con posiciones de caduca, e,tru.cturaa 
sociales y cuida celosamente la función que debe mantener el univeraitario en la 
sociedad. Desaparece al poco tiempo, sus militantes forman los movimiento, polí­
ticos: Fuerza Estudiantil y Alianza Estudiantil Democrática, lo, primero& con 
fuertes inclinaciones conservadora.• y los segundos con penpectiva, liberale1. 

Tanto los unos como loa otro, formaron la llamada U.D.U. (1983) que de,a­
pareció tras la elección a dignatarios de la Asociación Ecuela de Derecho que la 
convocó. Actualmente e:risten como movimiento, político, el Frente Amplio De­
mocrático Estudiantil, Alianza Estudiantil Democrática y Movimiento Academi­
co, esto último fruto de la división de fuerza estudiantil. 

Consideramos que la historia de los movimientos político, univer1itario1 de la
Facultad de Jurisprudencia de la Universidad Católica ea en ,{ múma la reproduc­
ción de la historia política ecuatoriana en los últimos tiempos, con la, dútancia, 
que les son propias a cada medio, pues en 1u interior ,e e:rpreaan la, contradiccio­
nes de clase y, por lo tanto, las reivindicacione, estudiantile, deben e:rpresar y 
contener un interés colectivo no l.desariculado de la sociedad en ,u conjunto. 

Que la, diferencias de concepción, válida, desde todo punto de vúta, 1ean 
fuente, para elevar el nivel de discusión ideológico y para comprender la vigencia 
de la liberación nacionaL 

Doubosky Márquez Mantilla 

Luú Tróccoli Mackliff 
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DISCURSO PRONUNCIADO POR EL DOCTOR 

GONZALO ZAMBRANO PALACIOS 

DECANO DE LA FACULTAD DE JURISPRUDENCIA 

EN LA INHUMACION DE LOS RESTOS DEL DOCTOR 

JOSE IGNACIO DONOSO VELASCO 

SEÑORAS Y SEÑORES: 

Gozosa e imperceptiblemente, como gustó vivir y ser, José Ignacio Donoso 
Velasco nos ha dicho adiós. La levedad de su despedida y la tersa e impoluta con­
sistencia de su espíritu desafió a la muerte que no pudo asestarle la atroz angustia 
de su paroxismo sino que se mudó en tránsito de placidez exenta de dolor. Como 
decía Juan Carlos Bustamante, la muerte tuvo para él deliciosa serenidad. Unimis­
mó el cerco encendido de amor de nuestros brazos con su anhelo íntimo de vivir 
y morir por la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, en una cita colmada 
de dignidad y de fraterna entrega en la cual, su voz y su presencia era un latido de 
su ser y un homenaje a los altos y encarecidos anhelos de estn Institución que coo­
peró a gestar, a nutrir y engrandecer con el sabio aporte de su lealtad y de su iden­
tificación plena y singular. 

Este es un día de luto para la Patria que se apresta a guardar con veneración y 
gratitud en las entrañas cálidas de su suelo, la envoltura perecedera y mortal, el 
continente corpóreo de un gran espíritu señalado por la inmortalidad de su gran­
deza _y de su indescriptible sencillez. 

losé Ignacio Donoso Vrlasco fue rama y fruto de una estirpe, de un tronco 
ancestral, de aquellos que magnifican un Pueblo, que enaltecen un país, que dan 
nombrad{a y honor, con títulos de excelencia cimera a una comunidad. Su inal­
canzable estatura dio cobijo noble a los grandes anhelos de superación de nuestra 
Patria y de nuestra Universidad Pontificia, será un reto para las generaciones que 
vieron en él no sólo al maestro forjado en las disciplinas severas de la investigación, 
sino al hombre arquetipo de la especie, en proyección de grandeza. 

Las naves de este templo de la sabiduría, recogieron diariamente sus pasos, sa­
ludando al profesor erudito y sencillo que en sus palabras, pero sobre todo en su 
genial y lúcido testimonio, nos decía cómo el hombre debe acomodarse a las exi­
gencias del ideal, de la responsabilidad, de la respuesta de quienes estamos encarga­
dos, por nuestras potencias mentales íntimas, de forjar seguidores, de entregar a 
un Paú un núcleo humano compenetrado de las más encarecidas esencias de la Pa­
tría, de cumplir un papel que, trascendiendo de lo personal e individual, fije los 
rumbos de la juventud que aspira, a través de la eficiencia académica, a encasillar­
se en los eternos destinos de un pueblo. Pero, además, José Ignacio Donoso Velas­
co ha sido vértebra de esta columna potente y luminosa que es en el Ecuador, la 
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Pontificia Universidad Católica. Los pueblos tienen en la imponderable interrogan­
te de su destino y en la parábola de Dios, hombres e instituciones, rectores de sus 
propósitos, metas y objetivos. La Institución es nuestra Universidad, los hombres 
son aquellos que como el que hoy yacen en la plenitud de nuestro corazón, aureo­
lados por el esplendor de su paso, se erigen en luminmúu inextinguibles por el fer­
vor y la pasión de su ejemplo, en hitos de luz en la penumbra de la mediocridad, 
en títulos, rebosantes de honor en el entorno de pequeñez que apaga las concien­
cias. 

La ciudad está de duelo, uno de sus patricios más conspicuos ha dejado de 
ser y de vivir, después de haber concitado la admiración silenciosa de sus conciu­
dadanos, de haber absorbido la lección enriquecida de su tarea enmarcada en los 
cauces del culto a la dignidad, de la devoción al honor. 

La Pontificia Universidad Católica llora condolida la auaencia de uno de ,us 
individuos más ilustres, no sólo por su proyección mental, firme, sólida, recia, ,ino 
por su leal y auténtico servicio a su eaencia y sustancia. Reaulta ser José Ignacio 
Donoso Velasco una de las piedras angulare, bíblicas sobre las que se edifica e,ta 
elaboración del pensamiento _Y del sentimiento cristiano de un Pueblo concentra­
do en au expresión excelsa esta Uniuersidad Pontificia a la que él amó con velie­
mencia y sirvió con indefinible dedicación. 

Frente al dolor de su partida, en mi calidad de Decano de la Facultad de Juri,­
prudencia de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, como su compatriota 
por la Patria, como catedrático de la Universidad, por ésta, como beneficiario de 
los dones y ventura de su personalidad, ennoblecida por loa más altos carismas del 
hombre, mis gracias a este grande y a la vez humilde compañero de fatigas en el in­
descriptible agobio que conlleva el ejercicio docente. Por ello que la intensidad do­
lorosa de su adiós ha encendido en el espíritu la cadencia de un salmo, la incitante 
veneración a su memoria, una gozosa envidia de su ascensión hacia el paraúo de la 
aerenidad; 

Por tu vida, por tu muerte, entrañable amigo, maestro en trance de esplendi­
dez y de luz, esposo fideliaimo, cristiano de apacible dulcedumbre, padre sin se­
gundo, hermano nuestro. 

Para t{ n1•.estro amor, nuestro recuerdo empapado en lágrimas de ausencia. 

Para cuando se qui.era perfilar la estatura de un hombre nos queda la lumino­
aa arcilla, el regio material de tu nombre y tu figura: ]OSE IGNACIO DONOSO 
VELASCO. 



DISCURSO D,EL SE�OR RAMON TORRES GALARZA 
PRESIDENTE DE LA ASOCIACION ESCUELA DE DERECHO 

ACTO DE POSESION 

COMPAÑEROS: 

Hoy, vengo a hablarle, de la e1peranza, como diría Cé,ar Vallejo. Nue1tra e1-
peranza tiene ,u origen en el ideal compartido, en la mano franca que entre cruza­
da plalma una idea, y en la po,ibilidad real de que junto, vayamo, generando un 
hombre y una 1ociedad nueva. 

Y hablar de una e1peranza e, no tener de1e1peranza; e, afianzar corazón y ce­
rebro en una realidad palpitante que no, dice cada d{a de nue,tro compromuo; e, 
har.er ahora y a tiempo, para no 1er indiferente ni 1umilo1 mallana. 

Y en e,te adoptar de actitude,, deviene nece1ariamente, reflexionar ,obre la 
democracia, que ma, que un 1iltema de gobierno o de di,tribución de poder, e, 
una actitud que no admite doblece,: que enfrenta la verdad y de,miente al hipó­
crita, a aquel que utiliza la democracia como caballo de batalla, cuando para 1í no 
e, má, que un rocinante de pacotilla y 1acrificable cuando lo exigen 1us intere1e1. 

La democracia debe penetrar todo el aparato 1ocial, entumecer lo, hue101 re-

1eco1 de la, eltructunu 1ociale1 caduca,, barrer con la humedad vivificante, la, ata­
dura, que ,ometen a la, mayor{a,. Democracia, en el ,entido hiltórico del térmi­
no, e, la afirmación cada vez má, <:ompleta de la, mayor{a,, e, el a1cen10 de la ver­
dad en la hiltoria, e, la lucha para conaeguir la fruticia, la plena igualdad y una fra• 
temidad 1incera, no aquella predicada por lo, apologi,ta., de entregar apena, men­
drugo, al mendigo, aquella fraternidad que elimine la explotación del hombre por 
el hombre, al hermano por el hermano. Solamente de elte modo, habrán nuevo, 
amanecere,, ,olamente de e,ta manera, pequefla, luce, de esperanza, titilan y ace­
chan el momento de incendiar la ob,curidad. 

Compallero,: Ud,. han depo,itado mayoritaria e hi,tóricamente en el nuevo Di­

rectorio de la A,ociación E,cuela de Derecho, la comprometida tarea de repre1en­
tarlo1, y encaminarlo, hacia la conqui,ta de reivindicacione, netamente e1tudianti­
le1 y a la brúqueda ince,ante de la formación de un profe1ional {ntegro, compro­
metido y proyectado hacia una 1ociedad que por lacerante y evidentemente injus­
ta, e, nece,idad y deber nue,tro can;ibiarla. 

La Univerridad Ecuatoriana en general y la Univerridad Católica, en particu­
lar, enmarcada, en lo que 1ignifica la realidad latinoamericuna, con factore1 de de­
pendencia cultural, tecnológica, económica y poUtica, ,e conatituye en in,tancia 
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del Estado en donde éste desarrolla una función ideológica y de producción de 
cuadros, proyectadós a las demandas de la organización social y económica que el 
E&tado pretenda. 

La Universidad sometida a las pretensiones opuestas de los que quieren indu­
cirla a la actualización histórica y de los que quieren elevarla a !a aceleración evo­
lutiva, e·stá en crisis. Nuestra obligación es rescatarla. 

Por tanto, es deber nuestro, asumiendo un grado mínimo de madurez científi­
ca, generar desde nuestra Universidad un desarrollo auténtico de la cult-.Jra nacio­
nal. El cambio, por esto, no puede .,er reflejo ni eco, como el que resultar{a de 
proyectos ajenos; busquemos la proyección que posibilite con urgencia exutencial, 
la identidad del pueblo con la cultura latinoamericana. En un Estado burgues la es­
tatización de una Universidad particular, o plantear su proletarización, es cómo si 
pretendiéramos sembrar bananos en el polo norte . . .  jamás cosecharíamos. 

Porque no queremos renunciar a pesar; porque no queremo, que la Univerii­
dad nos - congele el alma; porque no pretendemos ,er bueno& solo para nosotros 
mismos, les digo: 

La tra&cendencia de los hombres en su pa&o por la vida, se la juzga en función 
No de lo que llevan s{, sino de lo que dejan de 8'. 

QUEREMOS UNA UNIVERSIDAD AUTENTICA, A LA ALTURA DE LAS 
MEJORES DEL MUNDO Y TAN EFICAZ COMO AQUELLAS 

QUEREMOS UNA INSTITUCION UNIVERSITARIA QUE CUMPLA SU 
PÁPEL DE AGENTE MOTIVADOR Y DE IMPULSO PARA LA TRASFORMA­
CION DE LA SOCIEDAD. 

PROPUGNAMOS LA ACTUALIZACION HISTORICA DE NUESTRA UNI­
VERSIDAD PARA QUE SIRVA A LA TRASFORMACION ESTRUCTURAL DE 
FACTORES SOCIALES QUE SUMEN AL PUEBLO EN EL SUBDESARROLLO. 

- NOS OPONEMOS A ACTITUDES FALACES DE CIERTOS DOCENTES
UNIVERSITARIOS QUE APARENTEMENTE EN NADA SE OPONEN AL PRO­
GRESO Y REFORMAS UNIVERSITARIAS: CUANDO SIEMPRE VIVIERON Y 
ACTUARON COMO PERSONAJES MUY ORGULLOSOS DE SUS MINUSCU­
LAS HAZAÑAS, MIRANDOSE EN SU MIOPIA VANIDOSA COMO INTELI­
G__ENCIAS EXCEPCIONALES, SOLO POR DESTACARSE ALLI. EN EL AMBIEN­
TE RETROGRADO EN QUE VIVEN, COMO VANAGLORIAS DE PAVO llliAL 
POR LAS INSTITUCIONES QUE CREABAN. 
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NO ACEPTAMOS UNA OPOSICION CARENTE DE IDEAS, EL F.A.D.E., 
DIJE ALGUNA VEZ, ES LA VOZ LOS DEMAS EL ECO. CUANDO LA OPOSI­
CION PIENSE, NOS HARA PENSAR MAS Y MEJOR. 

CUANDO LA OPOSlCION TRABAJE, TRABAJAREMOS MAS Y MEJOR, 
PERO SIEMPRE EN FUNCTON DE TODOS. 



RUSCAMOS, POR FIN LA CONCIENCIA NUEVA DEL ESTUDIANTE UNI­
VERSITARIO, EXIGENTES CON NOSOTROS MISMOS Y CON LA HORA HIS­
TORICA QUE EXIGE TRASFORMACIONES: GENTE CON CONCIENCIA CRI­
TICA OVE ESCOJA LO MEJOR, ALEJANDOSE DE OPCIONES ERRONEAS 
QUE UNTCAMENTE A TIENDEN LOS SIEMPRE INTOCABLES INTERESES 
MINORITARIOS DE LOS TODOPODEROSOS DOMINANTES, EN PER!UICIO 
DE LA PORLACION TOTAL PAUPERIZADA. 

A ESTE CREDO DE ACCION RENOVADORA OS CONVOCO NO ME IM­
PORTA AHORA NI ME IMPORTARA MAÑANA LAS ADJETIVACIONES QUE 
A MI PERSONA LANCEN LOS ADVERSARIOS: MI FE Y ESPERANZA SE 
FUNDAMENTAN- SOLIDAMENTE EN MI CREENCIA EN EL HOMBRE Y SUS 
LEC/TIMOS DERECHOS NADA NI NADIE ME PODRA IMPEDIR QUE SIGA 
ESTE CAMINO: LO HE ESCOGIDO CON LA AUTENTICA CONVICCION DE 
MIS ANHELOS DE OPONERME A LOS OBJETIVOS AL SER VICIO A LA PER­
PETUACION DE LOS INTERESES DE LAS VIEJAS Y PROSTITUIDAS CLIEN­
TELAS DE LOS ENAAfORADOS DEL PASADO. 
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INTERVENCION DEL SR. LUIS TROCCOLI 

PRESIDENTE DE LA A.E.O. 

EN EL ENCUENTRO REALIZADO 

EN LA DEMOCRACIA POPULAR 

CON EL TEMA: 

REFORMAS AL CODIGO PENAL 

Y LA CADENA PERPETUA 

Al comenzar mi exposición quiero hacer referencia a un punto con el cual tie­
ne íntima relación el sútema penal vigente y es: El Delito en el Derecho Natural: 
Los que todavía sostienen esta teoría parten de un criterio sobre las relaciones so­
ciales las cuales no pueden ser justas, morales o racionales, sino en la forma cómo 
las representan. Lo que su mente o conciencia les presentan como justo y lo mora� 
lo que responde a lo inmutable y eterno de la razón, independientemente de lugar 
y persona. (Será su justicia). 

Serán delitos: aquellos actos que no se acomoden con "su" orden moral, los 
cuales serán sancionados. ]unto a eftos delitos estarán los de derecho positivo: he­
chos indiferentes que por su propia naturaleza (no afectados de inmoralidad sus­
tancial) los cuales se castiga:-an por razones de oportunidad política. 

El concepto de delito impuesto, su premúa fundamental es que el Código pe­
nal se halla bajo una posición de fuerza. De este instante se considerará como ú­
nico intérprete válido del Derecho Natural y hará que los demás respeten de grado 
o por la fuerza el Código Penal. (Un signo que jamás debió dánelo y que prevalece
hasta hoy.)

Según DORADO MONTERO el delito será: "Todo acto que la ley de un Esta­
do o el árbitro de un poderoso prohibe o castiga" lo manifiesta desde una vi.sión 
de critica. 

Desde esta posición el delito será la defensa de los intereses de clase; dándose 
una gran preocupación de la clase dominante cuando ejercen el poder para asegu­
rar su dominación y privilegios. Por consiguiente serán delincuentes lo, que orien­
ten una acción para cambiar esta dominación. Ya dice Vaccaro: El derecho Penal 
no consiste en el conjunto de medios que una sociedad utiliza para defenderse de
sus enemigos interiores: LOS DELINCUENTES, sino en el sútema de medios que 
las clase, dominantes y poderosas emplean para mantener a las dominada, bajo su 
férula y consolidar su poaición parasitaria y pre poten te". 

Quisiera dar varias conclusiones a lo expuesto: 
- Como se aplica la ley al rico y al pobre . . •



- Exilte una tolerancia a las formas de delincuencia propias de la clase privile­
giada (guante blanco -especulaciones jugadas de bolsa) las cuales ni se estiman 
perseguibles con actos equivalentes a: hurto campestre por ejemplo. 

Quiero entrar a referirme al Sistema Penal r:orriente y su Fracaao. Al discernir 
a este punto manifiesto que su imperio sigue siendo grandísimo, pero se han ido 
adosando ciertas instituciones e ingeriendo elementos que contradicen su esencia. 
Sus partidarios admiten; que todos los ordenes tratados del derecho natural son 
aplicados por el legislador, quien los traduce y los acompaña de una sanción. 

Los juece., no tienen otra misión, sino la de aplicarlo, sin poder apartarse nun­
ca de sus preceptos (Todo arbitrio judicial es peligroso). 

En la voluntad humana radica siempre la responsabilidad de todo acto puni­
ble. Siendo así que los delitos debert ser castigados, ya que así lo pide la justicia y 
los actos malos deben recibir un caatigo (pero pueden existir misericordias: indul­
to). 

La responsabilidad penal produce dos responsabilidades: 
- Interna y Externa.
Interna (Culpabilidad moral)
Ex tema (Cuantía del daño producido)

Al delincuente se le relega a un segundo término (a quien se le castiga es al 
hombre en abstracto). Y en los tribunales no se trataba de otra cosa sino de poner 
en ctaro en delito, la manera como se realizó, pero nunca tratan de informarse de 
quien es, ni que es cada persona. 

Por lo tanto sus fines son que la pena castiga, se pretenrlP ln cnn.,Pniación de 
un orden que se lo "consigue" con la intimidación. Quisiera hacer una pregunta: 
¿Siroe de algo este punto de vista en la conservación del orden social y de la dismi­
nución de la delincuencia? 

La forma de castigar es la pena por el mal causado. Los observadores conside­
ran que en laa sociedades la pena no ha seroido jamás para aminorar la delincuen­
cia. Lo frecuente es que si se aplica una pena grave surte efectos de te"or y muy 
luego se agrava la situación anterior. Y como conclusión se tiene que la dureza trae 
consigo dureza. 

Raro es que los individuos viviendo en un medio brutal (cárceles) donde rei­
na la violencia y opresión no se hagan también violentos. Existen otros medios vio­
lentos como la pena de muerte que es ineficaz, datos recogidos demuestran que 
desde su abolición siglo XIX en los países ha bajado el auge delincuencial. 
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En la actualidad se ha tomado en cuenta un principio fiuulamental de Becca­
ria: "LA JUSTICIA DEBE IR ACOMPAÑADA DE HUMANIDAD". Y el reo debe 
ser respetado como cualquier ciudadano. 

En nuestros tiempos las penas más comunes son uu pecunarúu y la de cárcel. 
Tendiendo a bajar las penas. (En todas las penas). Se puede decir que ha fracasado 
el Si.stema Penal corriente, ya que las estadi.sticas marcan que año tras año el auge 
delictivo aumenta. Por lo tanto la justicia penal es fuente de delitos cuando debie­
ra ser todo lo contrario. Y jamás la pena tiene el carácter de correccional o de re­

habilitación. 

Como anécdota un magistrado decia: "En su carrera judicial ha intervenido 
en su condena de muchos delincuentes y que se atreve a decir que a ninguno le 
mejoró la pena". 

Qui.siera también d'ar ciertas pautas sobre un nuevo Sistema Penal. Partiendo 
que el delincuente es un tipo débil de cuerpo y espíritu y necesita fortalecimiento 
y ayuda. 

Planteamos dos soluciones: 
- Destruirlos (antiguo régimen penal)
- Reformarlos: ya que todo hombre es útil a la sociedad.

Cuando se pretende reformar se tiene que crear los médicos sociales. y enten­
diéndose la función de justicia como higiene terapéutica. Terminando con el juez 
severo y temible dándole el puesto a un médico que se dedique y profundice con

el reo y conozca las causas y su vida anterior. 

Además deberla existir una individualización del tratamiento penal. (NO SON 
ENFERMEDADES LO QUE HA Yl/)UE CURAR SINO ENFERMOS). Tratándose 
de ver su situación específica y condiciones particulares del mismo. Su procedi­
miento: El nuevo Sistema Penal serla: 

1.- Cambio de funcionarios por médicos sociales. 
2.- Abolición procedimiento contradictorio, ya que el proceso es un combate de 

las partes. 

Además se dan como exigencias: 

- Individualización de la pena.
- Tnrlivid11.alización del delito (Móviles: Sociales, políticos, económicos).

A continuación quiero hacer una critica al proyecto enviado por el Presidente 
de la República al Congreso, sobre Reformas al Código Penal de Procedimiento _Y



al de Ejecución de penru y Rehabilitación Penitenciaria. 

En el proyecto presentado se confunden dos términos: reclusión y Rehabilita­
ción, en un medio en el cual la reclruión prua a ser un castigo para reparar un mal. 
Y la Rehabilitación es un aditamento de nuestra constitución de papel. Los fines 
del proyecto son: un embate al auge delictivo, severidad de las penas para contra­
restar, penru benignas son un estimulo para el delincuente, sociedad reclama, etc. 
En los fines de tal proyecto jamás se toman en cuenta el verdadero estado de la 
política de "rehabilitación penitenciaria" ni se toma en cuenta la situación que 
atraviesa el país, dejando de un lado el hambre, la violencia institucionalizada, y el 
deterioro de la moral. Por los criterios expuestos y comprobados vemos que existe 
una razón para dejar de actuar en función de intereses y actuar en función científi­
ca. 

El aumento de penas como lo dispone el Art. 51 del proyectos en el cual se 
dice: "Penas peculiares del delito: 

- Prisión perpetua;
- Prisión de ocho d{as a treinta y dos años, " . . .  "

Contraviniendo la Constitución de la República en sus artículos: 2(Función
Primordial del Estado, asegurar la vigencia de los derechos fundamentales del hom­
bre. Y establezco una pregunta: La libertad no es derecho fundamental del hom­
bre? 

Además contraviene lo dispuesto en la constitución en el artículo 19, numeral 
l y 17 (literal a y c). Cuando se manifiesta en los artículos anteriores: (quedan
prohibidas las torturas y todo procedimiento inhumano). Prohíbase la esclavitud
en todas sus formas; El régimen penal tendrá por objeto la reeducación, rehabilita­
ción y REINCORPORACION SOCIAL DE LOS PENADOS). Volverle hacer otra
pregunta ¿la pena de prisión perpetua tendr{a como objeto la Reincorporación so­
cial de los penados . . .  ?

Aparte de la Constitución también contraviene el proyecto lo dispuesto en la 
declaración Universal de los Derechos, del hombre en sus arts. 3, 4, 5 y 6.

Queriendo justificar el Ejecutivo en la exposición de motivos de reformas al 
Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación de Penas y Rehabilitación Social 
manifestando: "Con el fin que se cumpla con lo previsto en el inciso tercero del 
literal c) del numeral 17 del art. 19 de la Constitución tiene por objeto . . .  Por ello 
el proyecto prevé la prelibertad y la libertad controlada incluso para quienes hu­
bieren sido condenados a prisión perpetua. . .

Y en las reformas dice: 
Art. 1 al art. 3 añádase un inciso que dirá: 
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¿El art. 1 y 2 del proyecto se les tomará en cuenta con el único objetivo que 
distraiga la atención del legislador y lo mire como un proyecto Constitucional? 
¿O todav{a creemos que en el Ecuador el Sistema Penal clásico puede resultar, 
cuando ha fracasado reiteradamente? ¿Se confunde reclusión y rehábilitación en 
nuestro sistema? 

Para finalizar mi intervención, quiero recordar una frase que decía una madre 
al ser ejecutado su hijo en los Estados Unidos: "La venganza no puede estar 
encubierta tras un espectro jurídico que la legalice" 

Luis Tróccoli 

PRESIDENTE DE LA AED 



DISCURSO DEL SR. RAMON TORRES GALARZA 

EN LA POSESION DE LA FEUCE 85-86 

COMPAÑEROS: 

La Universidad Católica se organizo desde la conjunción de diversos y con­
tradicctorios intereses que conforman la vida de la nación ecuatoriana; brotó de 
la necesidad de conocimiento de nuestro pueblo; surgió de la exigencia de supe­
rar los límites de la educación estatal; nació en pos de conservar una fe cuyo dra­
mático papel es parte de nuestra historia; nació también de las capas altas de la 
sociedad en procura de reproducir relaciones sociales que garanticen la continui­
dad en las proximidades del vértice alto de la pirámide social. Aparece en el 
momento de uno. disputa fecunda' en la historia ecuatoriana sobre el papel de la 
educación estatal y privada. Se creó en el escenario de una controversia san­
grienta entre el pensamiento liberal y el conservador, no exiJtió entonces forma 
de adecuar los in te reses en disputa, pero la Universidad fue uno de los frutos que 
quedó . . .  , su fuerza motriz ya no es má.s la lucha ideológica, económica y políti­
ca entre liberales y conservadores, puesto que, en esa lucha triunfaron ambos y la 
victoria les fundió en uno solo; dejando al descubierto razones má.s profundas en 
la marcha de la lfütoria, donde se enfrentan las clases con una pasión que no se 
empantana en la subjetividad y que recurre a la naturaleza propia de la historia 
humana, a sus propias leyes, a fin de explicar sus deter""'linaciones, para suprimir 
las fantasías, para recobrar el gocr, infinito de la conciencia, que es la realidad. 

Y es allí donde nos encontramos en esta Universidad: las apan'encias escon­
den una realidad, la disfrazan y no permiten que se develen las circunstancias de 
un enfrentamiento de clases que se expresa en la concepción de los planes y 
programas de estudio, en sus contenidos, en cada organización que se crea o se 
destruye; en cada ilusión que nace o desaparece y en cada conciencia que tími­
damente se organiza. 

En la sociedad ecuatoriana se han abierto inmensas brechas culturales, politi­
cas, económicas, sociales y educacionales; se polariza el pan y las palabras, la mi­
seria y el silencio; cada vez es má.s difícil tender puentes entre las riberas que se 
distancian . . .  ; es necesario tomar partido en nuestra historia presente, y es aquí 
que nuestra condición de estudiantes demanda la concepción y práctica de un ser 
social que se articule en las inmensas tareas de una transformación imprescindi­
ble. 
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No estamos para producir y encuadrar deseos, menos aún para aumentar las 
ilusiones que han mantenido en el poder la avaricia de una aecta acunada en la 
riqueza. 

En estas condiciones, el Movimiento Estudiantil de nuestra Universidad, e1-
t,á determinado por una razón social que conatituye el fundamento de existen­
cia, de los principios por los que estuvieron presentes los estudiante, de la Uni­
versidad Católica. 

El triunfo de esos principios liberados por Unidad Democrática se constituye 
en el triunfo de todos los estudiantes, por una Universidad que organice su po­
tencial y sus fuerzas, jerarquizando intereses y básicamente, desde la enseñanza 
por la defensa de la Nación Ecuatoriana, contra la opresión neocolonial de nues­
tro suelo que se expresa en la economía, en la explotación internacional de 
nuestra riqueza, en ese nombre temible que se llama: "Deuda externa", que es el 
nombre actual que denuncia el neo-colonialismo. 

Desde esta comprensión es de donde debemos partir a la democratización de 
la enseñanza, espacio necesario para el juego de las contradjcciones que se mani­
fiestan en el movimiento vital del conocimiento, y sobre todo porque solo desde 
este combate y esta lucha en el plano de la ideolog{a, es posible conocer la reali­
dad y generar una ciencia que permita redescubrir la unidad de la historia huma­
na c9n nuestra historia; ciencia que debe ser el objetivo de todo plan de estudios 
y programas; ciencia que polemice en la reflexión de la experiencia humana y 
que no se convierta en metafúica. Ciencia que debe guiar el desarrollo académico 

de la Univenidad, que debe centrarse en la profundización del saber en cada una 
de las áreas de especialización que se han establecido, y cuyo incremento o enri­
quecimiento deben recoger las exigencias de la división social del trabajo; ciencia 
que debe redescubrir a cada instahte su unidad a nivel mundial; la ciencia es Una 
y la necesitamos en la comprensión del Todo, de todas las necesidades en que se 
manifiesta el movimiento de la naturaleza. 

Ratificamos hoy lo que alguna vez expresamos en el FADE: "Lo que quere­
mos es una educación que sea camino y no labErinto, una educación que nos 
acompañe, no que nos extravíe; una educación para un ser real y no para un 
fantasma intelectual". Por todo esto, desde la Universidad Católica, el Mo­
vimiento Estudiantil proclama la necesidad de organizar una Universidad cien­
tífica, nacional y democrática. 

En nombre de Unidad Democrática, quiero proclamar que la Federación 



de E,tudiante, pertenece a todas ku organizacione, e1tudiantile1 exirtente, en 
la Univeraidad, a todo, lo, e1tudiante1 y los repre,enta ,in dirtingo,. Esta Fe­
deración tendrá por tarea llevar adelante lo, principios que hemos expuesto 
porque pertenecen también y sobre todo, al pueblo ecuatoriano. 

Sr Rector, la FEUCE, agradece su presencia y la entiende como un actó 
de voluntad en pos de organizar la fuerza espiritual que demanda nuestro pue­
blo y que en nue,tra Universidad se expresa también en el Movimiento Estudian­
til y por lo tanto, en su Federación de Estudiantes. Tenemos el firme propósito 
de confluir en e1fuerzo1 e iniciativas que busquen la con,tante elevación del nivel 
académico, la permanente actualización docente, y la participación activa y 
permanente del estudiante en la vida universitaria, como actor principal dcnt;-r, 
del proceso de su formación integraL 

Nosotros, re,petamos y recogemos de la experiencia espiritual de la Univer­
sidad e1os momentos de paradigmática grandeza del Cri.rtianümo primitivo que 
abrió 1enderos bajo tierra, para echar raíces bajo tierra, en los laberintos de ku 
catacumbas. Nosotros, no renunciaremos jamás a las enseñanzas de la experiencia 
humana que no, han señalado un norte, cuando redordamos que exirte un Tercer 
Mundo subyacente en catacumbas de dolor y de muería, que se debate entre la 
angustia y la esperanza; crucificado por el interés voraz de poderes imperiales 
sangrientos; inmolado en El Salvador y en Granada, mediante ideolog{a que 
dücrimina social, racial y culturalmente a los pueblos. Hay un poder imperialüta 
que monta un colüeo romano en cada pueblo que lucha por su liberación y su 
práctica es echar crútiano, a los leones con el odio inhumano de los poderes que 
defienden sus intereses y sus riquezas. 

Cuánto amor es necesario en nuestro mundo . . . . !

Proclamamos el interés de conciencia y organización; convocamos a este 
Credo de acción renovadora _val comprorni.,o cotidiano de militancia por la vida. 
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PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 

DEL PROCESO PENAL 

Dr. Ricardo Vaca Andrade 
Secretario de JUR. 

El derecho que tiene la sociedad politicamente organizada a reprimir los actos 
delictivos que se cometen dañando o poniendo en peligro bienes jurídicos indivi­
duales o colectivos; no es de ninguna manera un derecho ilimitado o que se lo pue­
de ejercer según la libre voluntad o entendimiento de los organismos y funciona­
rios que tienen que ver con la represión y sanción de las infracciones. La imposi­
ción de penas, sanciones o castigos solo se da previo el juicio penal al que se ha so­
metido al acusado y en el cual se le ha rodeado del máximo de garantías. 

Así pues, la función represiva y punitiva del Estado debe necesariamente estar 
basada en ciertos presupuestos de trascendental impurtancia para la vida jurídica 
del paú. Vamos ahora a estudiar estos principios básicos que ya han sido mencio­
nados en la Constitución PoUtica de la República, pues constituyen, a la vez, dere­
chos fundamentales de todo ci1tdadano, incluídos naturalmente los delincuentes, 
quienes por el hecho de cometer una infracción no han perdido la calidad de per­
sonas, con dignidad y derechos, como vamos a canalizar a continuación. 

l. "NO HAY PENA SIN LEY ANTERIOR"

Este principio es una de las conaecuencia.s del principio general de la legalidad 
de los delitos y de las penas, el tan conocido y comentado "nullum crimen nulla 
poena sine lege ", ba.se fundamental del Derecho Penal moderno y que ha sido re­
cogido por las constituciones poUticas del mundo incluída la nuestra, que en el 
Art. 19 numeral 17, letra c) dice: "nadie será reprimido por acto u omisión que en 
él momento de cometerse no estuviere tipificado ni reprimido como infracción pe­
nal, ni podrá aplicársele una pena no prevista en la ley". 

Por su parte el Art. 2 del Código Penal dice: "Nadie puede ser reprimido por 
un acto que no se halle expresamente declarado infracción por la ley penal, ni su­
frir una pena que no esté en ella establecida. La infracción ha de ser declarada, 
y la pena establecida con anterioridad al acto". Es conveniente poner de relieve 
que el Art. 158 del Código de Procedimiento Penal reproduce íntegra y fielmente 
el texto del Art. 2 del Código Penal. 

La cita de las normas legales vigentes podría relevamos de todo comentario, 
pues, como se ve, tal es la importancia que, la Conatitución Política, el Código 
Penal y el Código de Procedimiento Penal recogen el mismo principio con las mis-
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mas palabras y con un sentido muy claro y terminante. 

Lo que en definitiva exige el precepto es que la ley penal preexi.sta a toda san­
ción pues es indüpensable que en un sütema democrático y absolutamente respe­
tuoso de los derechos humanos las personas, a quienes está destinada la ley penal, 
pueden conocer con anticipación cuales son los hechos que a juicio del legislador 
merecen ser considerados como delitos y sujetos a sanción. Como ,e ,abe, el delito 
debe estar definido o descrito con la mayor claridad en una ley penal expedida 
con anterioridad al cometimiento de la infracción, del mi.lmo modo que la pena 
que debe estar claramente determinada para cada tipo de delito. Solo cuando hay 
coincidencia entre el hecho hipotético descrito por el legislador, y el hecho real 
ejecutado por las personas puede pensarse que hay delito y que e, posible sancio­
nar a una persona previo al análisü que se hace en el proceso penal. 

2. "NO HAY PENA SIN JUICIO"

También es te principio se lo ha expresado en latín "nulla poena sine iudito ", 

y es una consecuencia de lo dicho respecto al principio de reaerva. El Art. 19, nú­
mero 17, letra e) de la Constitución dice: "Nadie podrá ser penado ain juicio pre­
vio", y el Art. 159 del Código de Procedimiento Penal en el Capítulo que ,e refie­
re a los Principios Fundamentales del Proceso Penal, dice: "Ninguna persona pue­
de ser penada por un delito sin que preceda el correspondiente procesamiento 
conforme a las düposiciones de este Código". 

Los textos son suficientemente claros y el precepto de suprema importancia 
para la seguridad de los ciudadanos. Implica los siguientes aspectos: 

32 

a) A ninguna persona se le puede responsabilizar por un delito ni imponer pena
alguna si no se ha dado un proceso penal previo, proceso que debe sujetarse a

las normas del Código de Procedimiento Penal; en este sentido, mal hacen lo, in­
vestigadores de la policía que en forma apresurada e ilegal, en su, parte, o infor­
mes, se atribuyen una facultad que tan solo corresponde a los jueces o tribunales 
penales para declarar en sentencia si un individuo es o no culpable y merece san­
ción. Solamente en base a una proceso penal y luego de que se ha verificado si ha 
habido o no violación de la ley penal, el juez o tribunal competente podría estar 
en capacidad de sancionar a quien hubiere cometido un delito. Aún en el caso de 
los delitos flagrantes, aquellos que se cometen en presencia de varias personas, en 
los que la autorfa es indücutible, no se puede determinar responsabilidades o im­
poner sanciones si no es previo el trámite señalado en la ley penal adjetiva para el 
desarrollo del proceso. 

b) Existe una intima relación entre el proceso y la pena. En efecto, no se conci­
be pena sin proceso, pues la potestad punitiva del Estado solo puede materia­

lizarse a través de un proceso debidamente llevado. En este sentido hay que recor-



dar que también el Estado es destinatario de las normas penales pues órganos y 
funcionarios deben sujeción y sometimiento a las normas procesales. 

e) El proceso previo exigido constitucionalmente es también "una garantía de 
justicia no solo para el individuo sino también para la sociedad, pues posibili­

ta con mayor certeza la condena de los responsables del delito y la absolución de 
los inocentes". También en este aspecto conviene hacer un ligero comentario de lo 
que lamentablemente,y de tiempo en tiempo,sucede en nuestra sociedad manipu­
lada por medios de comunicación que no informan objetiva e imparcialmente y 
que por s( solos, sin ayuda de jueces y sin obseroar las normas del derecho proce­
sal, condenan a quien aparP,ce como sospechoso o presunto responsable, siendo así 
que tan solo años después y luego de que se ha sometido al ciudadano a sufrimien­
to, injustos se reconoce que nada tuvo que ver en un caso concreto bien sea por­
que existen a su favor causas de inculpabilidad o de justificación, o simplemente 
porque ni siquiera participó en el delito. Por ello es que una acusación falsa o una 
medida cautelar apresurada, y aún un auto cabeza de proceso dictado sin el sufi­
ciente fundamento pueden acabar para siempre con la vida, el honor y el respeto 
que se merecen todos los ciudadanos. Todos conocemos que los medios de comu­
nicación no prestan la misma atención a una sentencia absolutoria, pero sí se preo­
cupan mali=iosamente de difundir la noticia de que un ciudadano ha sido enjuicia­
do, siendo este el inicio de una inobseroancia generalizada del principio de presun­
ción de inocencia. 

3. LA PRESUNCION DE INOCENCIA

El Art. 19, numeral 17, letra g) de la Constitución Política en vigencia, dice: 
"se presume inocente a toda persona mientras no se haya declarado su culpabi­
lidad mediante sentencia ejecutoriada". 

Aunque el texto es suficientemente doro sobre este tema podría escribirse 
un libro o varios, y no precisamente acerca de las consideraciones constituciona­
les o de procedimiento penal que en abundancia surgirían de una mente entrena­
da para el estudio y la investigación, sino más bien con relación a la exagerada can­
tidad de casos que en muy distintos órdenes y niveles constituyen la más flagrante 
y escandalosa violación del precepto. La conclusión sería inequfvoca: la presun­
ción de inocencoa es tan solo un mero enunciado teórico que poco a poco ha sido 
tergiversado radicalmente hasta llegar a constituir precisamente lo contrario de lo 
que se quiere, pues, en efecto, los hechos y procedimientos demuestran lo contra­
rio: se presume culpable a un individuo hasta que demuestre él mismo su inocen­
cia. 

Hútóricamente hablando tenemos algunas referencias de importancia. El 27 
de Junio de 1776 en la Declaración de Derechos de Virginia ya se expresó que to­
do hombre "no puede ser declarado culpable" sin el consentimiento unánime del 
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jurado. La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, aprobada 
por la Asamblea Nacional, en Francia, el 26 de Agosto de 1789 preceptuó que 
"todo hombre, se presume inocente hasta que ha sido declarado culpable, y si se 
juzga indüpensable arrestarlo, todo rigor que no sea necesario para asegurar su per­
sona debe ser severamente reprimido por la Ley". 

Y finalmente, el Art. XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes, de 2 de Mayo de 1948 dispone que "Se presume que todo acusado es 
inocente hasta que se pruebe que es culpable". 

Como en las citas se repite en dos oportunidades el t.érmino "presume", lo 
primero que se critica es lo poco feliz y contradictorio del verbo. En la práctica la 
presunción da lugar a aquello que ya dijo Manzini señalándolo como "burdamente 
paradójico e irracional", puesto que desde el momento en que se adoptan medidas 
cautelares como la detención, o se dicta un auto cabeza de proceso es porque exü­
ten fundadas presunciones no de inocencia sino justamente de lo contrario, es de­
cir de responsabilidad de una persona en un caso concreto. Es así que, en estricto 
sentido lógico, si es que se presumiera la inocencia no se iniciaría un proceso en 
contra del sospechoso. 

La aparente contradicción ha sido analizada y explicada por el tratadüta ar­
gentino Rubianes, con apoyo de otro importante autor, Velez Mariconde. No hay 
que olvidar que preci.samente "ese estado de inocencia es presupuesto básico de la 
represión penal", si es que lo que se desea honestamente es partir de cero para lle­
gar a la sentencia condenatoria al final de un juicio muy severo. Hay que aceptar 
que el término presunción es equívoco puesto que "las presunciones son conjetu­
ras o deducciones que se basan en la experiencia común y nos suminütran cierto 
convencimiento", pero el principio no consagra "una presunción sino un estado 
jurídico del imputado, el cual es inocente hasta que no sea declarado culpable por 
una sentencia firme", pero esto no obsta para que durante el proceso, o antes, 
aparezca una presunción de culpabilidad que justifique la adopción de medidas 
coercitivas de seguridad como son la detención o la prisión preventiva. 

Obviamente, "el imputado es, pues, inocente durante toda la sustanciación 
del proceso, y tal estado cambia por la sentencia final que lo declare culpable". 

Este razonamiento no es de fácil comprensión para ciertos -no pocos, lamen­
tablemente-miembros de los di.stintos cuerpos de investigación con que cuenta nues­
tra policía, e inclusive para algunos jueces de instrucción o jueces de lo penal, que 
al investigar el hecho denunciado, antes, o en la tramitación del sumario, llegan a 
exi.stir al sindicado o a su abogado defensor que presente pruebas para demostrar 
su inocencia. Para estas personas, desde el momento en que se dicta auto cabeza 
d� proceso se cambia la presunción de inocencia en presunción de culpabilidad; y
se le exige que por todos los medios posibles, legales o ilegales, morales o inmora-



les, privado de la libertad o no, presente pruebas de descargo para demostrar que 
es inocente. Pero, y como fácilmente se puede deducir, el problema no concluye 
ahí, ya que está vinculado intimanente con el impulso procesal y la carga de la 
prueba, en definitiva, quien tiene la obligación de llevar adelante el proce.,o penal, 
y quien tiene la obligación de introducir elementos probatorios que puedan servir 
de base para el juez o Tribunal opte una resolución justa. En nuestra legislación 
positiva existe una norma que define la cuestión planteada dado que el Art. 169 
del Código de Procedimiento Penal. dice: "El trámite del proceso penal será im­
pulsado por el Juez, sin perjuicio de gestión de parte". Por consiguiente la obliga­
ción recae sobre el Juez y sobre los organismos del Estado, como la policía y el 
Ministerio Público, sin perjuicio de que el sindicado asuma directamente la tarea 
siempre dificil de destruir las presunciones de culpabilidad para demostrar su ino­
cencia, entendiéndose ésta como un estado juridico-procesal a que tiene derecho 
todo ciudadano. 

Es por ello que con toda razón se afirma que "El imputado no tiene el deber 
ni la carga de probar su inocencia, aunque se lo faculte a ello, pues goza de una si­
tuación juridica que no requiere ser construida". 

Lamentablemente, la norma es una y la realidad es otra. Al sujeto cuya con­
ducta o comportamiento ha despertado sospechas se le somete a torturas físicas y 
mentales; y luego se le somete a juicio penal obligándolo a que presente pruebas 
para demostrar que no es culpable, pues, si no lo hace, se pone en grave peligro de 
ser condenado a una pena o sanción por un acto en el que se ha proclamado ino-

1 

cente porque lo es. 

4.- EL PRINCIPIO DEL JUEZ NATURAL 

"Ninguna persona ·puede ser distraída del juez competente ni juzgada por tri­
bunales de excepción o por comisiones especiales creadas al efecto su denomina­
ción"; dice la letra d) del número 17 del Art. 19 de la Constitución Política de la 
República. 

En la norma transcrita se recoge el principio del Juez natural del cual ninguna 
persona puede ser distraído bajo ningún pretexto. Es evidente que el Juez o tribu­
nal que juzgue al individuo acusado de haber cometido una infracción debe ser el 
competente, de conformidad con las normas establecidas en el Código de Procedi­
miento Penal, tanto más que el Art. 1 de este Código señala con toda claridad que 
"La competencia, en materia penal, nace de la Le_y "; y, el Art. 4 del mismo Códi­
go, expresa quienes tienen competencia en materia penal, "en los casos, formas y 
modos que las leyes determinan". En su momento volveremos sobre este tema. 
Baste por ahora señalar que juez natural es el juez competente de acuerdo con la 
ley, o como dice un autor, "Juez natural, es el que reconoce su base en la Consti­
tución, y en la ley, con anterioridad al hecho que se juzga. 
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Más que el sentido positivo de la norma que es suficientemente claro interesa 
aclarar qué se entiende por "jueces o tribunales de excepción o por comi.siones 
creadas al efecto"; y esto porque los jueces o tribunales de excepción o comi.siones 
especiales no son jueces naturales; son, en efecto, tribunales o comisiones creadas 
después del hecho para juzgar un caso y respecto de una o más personas determi­
nadas. 

Este tipo de tribunales, juzgados o comi.siones hieren el más puro sentimiento 
de la justicia proque son órganos creados -muchas veces al margen de la función 
jurisdiccional- con la consigna de "Juzgar" en una forma predeterminada a una o
varias personas, mezclando supuestas infracciones penales con actitudes políticas 
que han causado disgusto al régimen autoritario, dictatorial o despótico. Son, en 
definitiva, formas de persecución política y de bochorno para la justicia que se ve 
sometida al capricho del déspota. 

Muchas ocasiones, y, en ello radica gran parte de este mal, los tribunales de 
excepción o comi.siones especiales se crean por fuera de los órganos establecidos 
en la Constitución, y con posterioridad al hecho cometido que va a ser objeto de 
juzgamiento y posiblemente sanción. Con ello tan solo se hace evidente el delibe-

rado propósito de imponer una sanción a toda costa sacrificando normas vigentes 
y criterios jurídicos muy respetables. 

De ingrata recordación para nuestro país son los Tribunales Especiales creados 
mediante Decreto No. 618 de 11 de Julio de 1972 por la dictadura militar de ese 
entonces. Se integran con dos oficiales generales o superiores de las Fuerzas Arma­
das y un abogado designado por la Corte Suprema de Justicia, pues "para el go­
bierno militar eran más honrados que los civiles, más inteligentes que los civiles, 
más versados en materia jurídica que los civiles"; lo cual, a criterio del doctor Ed­
mundo Durán Díaz, "constituye una ofensa a la civilización". 

Este principio que es de gran importancia en el orden práctico también se su.a­
ten ta y apoya en la separación y respeto entre los poderes del Estado y la prohibi­
ción que al Presidente de la República se le hace de ejercer o intervenir en funcio­
nes netamente jurisdiccionales, prohibición que, en el caso del Art. 95 de la Cons­
titución Argentina es explícita, o como la que se contiene en el Art. 96 de nuestra 
Carta Magna, cuando se dice: "Los órganos de la Función Jurisdiccional son inde­
pendientes en el ejercicio de sus funciones. Ninguna autoridad puede interferir en 
los asuntos propios de aquella". 

Pero, no solo se refiere a la necesidad de que los ciudadanos sean juzgados por 
los jueces competentes, y a la prohibición para ser enjuiciados antes jueces o tribu­
nales de excepción, pues, el precepto constitucional también se refiere a que se de­
be respetar los grados y jerarquías establecidas en las leyes por razón del fuero, de 
manera particular, en los Arts. 13 y 23 de la Ley Orgánica de la Función Judicial. 



Igualmente, el principio se extiende no solo al acto de juzgar, es decir, a la expedi­
ción de la sentencia, sino también a todas las medidas cautelares que se pueden to­
mar antes de la iniciación del proceso como es la detención, que tampoco puede 
ser dictada sino por los jueces naturales o jueces competentes. Muy mal hacen, en 
este caso, los jueces de instrucción como los comisarios o Intendentes de Policía, 
o los jueces de lo Penal que ordenan la detención, o die tan auto cabeza de proceso
disponiendo la prisión preventiva de un ciudadano a sabiendas de que goza de fue­
ro de Corte Superior o de Corte Suprema, para luego de cometida la violación de
le_y, declararse incompetentes .Y remitir el proceso al juez que sí es competente de
acuerdo con la ley. En mi modesto modo de entender, en esta clase de actuacio­
nes, habiendo de por medio los otros elementos del tipo podría darse un delito de
prevaricato, según lo que dispone el Art. 227 del Código Penal.

5.- PUBLICIDAD DE LOS JUICIOS 

"Sean públicos los juicios y públicas las pruebas del delito para que la opi­
' nión, que es acaso el único elemento cohesito de la sociedad, ponga freno a la 

fuerza y a las pasiones, para que el pueblo diga que no somos esclavos y que esta­
mos defendidos: senti_miento que inspira coraje .Y que equivale a un tributo para el 
soberano que comprenda sus tierdaderos intereses". Esto escribía el gran Beccaria 
en el capítulo XIV, Indicios y Formas de Juicio, en su obra "De los delitos y de 
las penas", publicada por primera vez en el año 1764. Posteriormente en el Cap. 
XV vuelve sobre el tema y critica con mucha firmeza las acusaciones secretas tan 
frecuentes en aquella época anterior a la Revolución Francesa. 

El Art. 95 de la Constitución Poli rica en vigencia dice: "Los juicios son públi­
cos, salvo los casos que la ley señale". 

Y, el Art. 291 del Código de Procedimiento Penal dice: "La audiencia del Tri­
bunal Penal será pública, pero será reseroada cuando el proceso tenga por objeto 
el juzgamiento de los delitos comprendidos en los títulos I y VIII del Libro de Se­
gundo del Código Penal . .. ", es decir, de los delitos contra la seguridad del Esta­
do, y los delitos sexuales. 

Tres son los objetivos específicos que persigue este principio: 

a) Que todas y cada una de las partes que interoienen en el proceso, pero de ma-
nera especial.el sindicado .Y su defensor, tengan oportuno conocimiento tanto

de la acusación que se ha formulado en contra del ciudadano, como de la marcha 
del proceso con los pasos que se van dando, y las prnebas que de oficio o a peti­
ción de parte se van introduciendo en el proceso. Por ello es que todas las provi­
dencias, empezando por la más importante de todas, con las que se inicia el proce­
so penal, el autocabeza de proceso, tienen que notificarse, vale decir, hacerse saber 
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o comunicarse a todbs los sujetos que tienen interoención en el trámite del mismo.
Imaginemos por un momento qué sucedería si es que se llega a tramitar una
denuncia secreta, acusándole a un individuo de algo que no se le hace saber, sin
dársele tampoco oportunidad de que pueda ejercer actos, presentar peticiones, etc.
en de fe ns.a de sus intereses, llevando adelante un juicio secreto que term,ina en sen­
tencia condenatoria. Sería, por decir lo menos, un absurdo. No olvidemos que pre­
cisamente la falta de citación del auto cabeza de proceso, o de la acusación par­
ticular, al sindicado o al defensor de oficio, constituyen causal que torna proce­
dente el recurso de nulidad; y esto porque a la persona se le debe dar la oportuni­
dad de que conozca que en su contra se ha incoado un proceso penal por la comi­
sión de supuestos hechos delictivos que son descritos en el autocabeza de proceso,
con el propósito de que, además pueda presentar pruebas de descargo si lo creyere
pertinente.

b) Que toda la sociedad y quienes forman parte de ella puedan tener conoci-
miento tanto de la iniciación como de la marcha del proceso penal que se ha

iniciado en contra de"l infractor. Debe recordarse que la acción penal se considera 
pública en cuanto es la sociedad la que resulta ofendida por la comi.sión de delitos 
de acción pública, y de ello deriva la necesidad de que en los procesos interoenga 
el representante del Ministerio Público. La sociedad necesita contar con el firme 
convencimiento de que la potestad punitiva del Estado se hará efectiva juzgando y 
sancionando a quien hubiere cometido una conducta considerada como tipifica­
da en la ley penal, y ello, prescindiendo de la condición económica o social del sin­
dicado. Si las normas del derecho penal positivo quedan en meras amenazas por­
que' no se da paso a la acción penal para aplicarlas en los casos concreto,, la garan­
tía social y política pierde todo sustento; las autoridades policiales y jurisdicciona­
les pierden credibilidad y sobre todo respetabilidad. En definitiva, si el proceso pe­
nal es público, la sociedad puede vigilar por el cumplimiento de las normas pena­
les. 

c) Que la sociedad, las partes)' los órganos del Estado puedan fiscalizar la actua-
ción de los jueces y tribunales encargados de conducir los procesos penales.

Los jueces y tribunales, como es de amplio conocimiento, son responsables de to­
dos los actos y decisiones que toman. En varias normas del Código de Procedi­
miento Penal se traduce la necesidad de que el juez o tribunal razone o dé alguna 
explicación o fundamentación a las decisiones que va adoptando dentro del proce­
so, desde la primera y más elemental hasta la final o decisoria. El juez no es de nin­
guna manera un irresponsable que dispone el cumplimiento de ciertos actos o se 
opone a la realización de los mismos simplemente porque se le viene en gana o 
porque solo responde a sus caprichos o intereses personales. Todo lo que va suce­
diendo en el trámite del proceso es público en virtud del principio que venimo, 
analizando, y ello pennite que cualquier miembro de la sociedad, incluídos los que 

son totalmente ajenos al juicio en concreto por no aer parte interesada, puedan 
analizar las actuaciones judiciales y aún comentarla,, como sucede, lamentable-
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mente con exceso, con ciertos comentaristas o seudo periodistas. En no pocas oca­
siones ha sido la publicidad de ciertas actuaciones procesales la que ha dado lugar 
para que el Ministerio Público o la propia Función Jurisdiccional remuevan a jue­
ces francamente inmorables que imaginaron que de sus decisiones no debían dar 
cuenta a nadie, y por ello actuaron equivocadamente. 

Para concluír el comentario sobre este principio hemos de mencionar breve­
mente que los únicos casos en que la tramitación ante el Tribunal de lo Penal, es 
decir el verdadero juicio, se lleva en forma reservada es en el caso de los delitos 
contra Seguridad de la República, y en el caso de los delitos sexuales. Las reazones 
son evidentes, pues en el primer caso pueden ponerse de manifiesto y a la luz pú­
blica hechos o datos que van a comprometer sectetos fundamentales para la Patria; 
y, en el otro caso, se trata de hechos que por su propia naturaleza deben ser trata­
dos con la reserva 

_
y el recato que exige la propia naturaleza humana.

6. INCOERCIBILIDAD DEL SINDICADO

Con frecuencia, quienes han sido víctimas de una infracción, sus abogados y 
familiares, así como los órganos de investigación policial y jueces de instrucción 
olvidan que la persona que adquiere la calidad de sindicado por estar vinculado a 
un proceso penal tiene también derechos que le deben ser reconocidos _y garantiza­
dos, tanto más que desde un primer momento no se puede sostener como verdad 
infalible que un individuo es culpable de un delito; ni siquiera en el caso de una 
muerte se podría señalar, sin ningún análisis, que una persona es homicida o asesi­
no, pues bien podría suceder que la persona sí ha dado muerte a un semejante, pe­
ro lo ha hecho en ile¡{ítima defensa de su persona o de terceros. 

Estamos precisamente analizando los principios fundamentales del proceso 
penal en relación con las garantías de que debe rodearse a quienes son los protago­
nistas del drama procesal, y, fundamentalmente, el sindicado, sobre quien han re­
caído sospechas. No se puede, por consiguiente, atropellar al ciudadano ni hacer 
de él una víctima de torturas, escarnios, explotaciones, burlas, etc. como con fre­
cuencia sucede en nuestro medio. Se lo debe juzgar, sí, pero dándole las facilida­
des para que coad_yuve en la tarea de hacer que brille la verdad y para que se le im­
ponga una sentencia justa. 

Aún los delincuentes confesos y peligrosos no pierden su naturaleza humana 
para que se los convierta en simples objetos o se los trate como animales. Hay deli­
tos que ciertamente provocan una reacción de alto desprecio y odio para los 
autores, especialmente por parte de quien ha sufrido en carne propia la pérdida 
de un ser querido a manos de un depravado; pero, el derecho penal no es vengativo 
ni está para satisfacer odios personales. 

En este sentido, algunos aspectos, relacionados con este principio son los si­
guientes: 

39 



40 

a) La Prohibición de la detención ilegaL- El literal h) del número 17 del Art. 19

de la Con1tituqi Politica vigente, con toda claridad, dice: "nadie 1erá priva­
do de ,u libertad lino en virtud de orden escrita de autoridad competente, en lo, 
caso,, por el tiempo y con laA formal.idades pre1crita.1 por la ley". 

Tanto la detención como la prisión preventiva ion medida, cautelare, de ca­
rácter personal que tiene por objeto garantizar la inmediación del acwado con el 
proceso penal; y, en el caso específico de la detención, 1egún lo que di,pone el 
Art. 172 del CPP, tiene por objeto privar de la libertad a un ciudadano para inve1-
tigar la comisión de un delito; y como se la adopta ante, de iniciada la acción pe­
nal, recae ,obre un 1oapecho10 y no propiamente ,obre un ,indicado, cual ,er{a el 
caso de la prilión preventiva dictada mediante auto expedido por juez competen­
te. 

Salvo el caso de delito flagrante, cuya definición con,ta en el Art. 175 del 
CPP, caso en el cual cualquier peraona puede aprehender al autor y conducirlo a 
presencia del juez competente o de un agente de polic{a, ninguna peraona puede 
ser privada de la libertad, ni aún con fine, meramente inve1tigativo1, ,i no e, pre­
via orden e1crita de Juez competentt:. 

Y como la competencia en materia penal nace de la ley, ,olo la tienen en lo, 
caso,, formas y modo, determinado, en la, leyu, la, per,ona, e:rpre,amente ,efla­
ladas en el Art. 4 del CPP. 

En todo caso, lo común e, que la orden ,ea dada por un Comilario o por el 
Intendente de Policía, y ello, 1iempre y cuando e:ri.fta algún antecedente o funda­
mento para disponer tal medida, como e, el ca,o de una denuncia o una acwación 
particular. 

La oráen que dé el juez competente debe nece,anamente conltar en una bole­
ta, la cual contendrá lo, requilito, puntualizado, en el Art. 172 del CPP y que 
son: "1 .- Los motivo, de la detención; 2.- el lugar y fecha en que ,e la e:rpide; y 
3.- la firma del juez competente". Para el cumplimiento de e,ta orden 1e puede 
entreear la boleta a un agente de policía. 

Muy mal hacen, por con,iguiente, cierto, agente, y oficiale, de la Policía Na­
cional que sin contar co:1 el respaldo legal de la boleta de detención, y .tin tratane 
de delitos flagrantes, proceden a privar de la libertad a un ciudadano bajo el pre­
texto de que tan solo es con fines inve1gativo1. Todo, loa ciudadano, debemo, e,­
tar conscientes que la única forma en que podemo, perder nuestra libertad e, pre­
via orden escrita de autoridad competente. Las detencione, que realizan lo, agen­
tes de investigación sin exhibir boleta legal son arbitraria, e ilegole,, y por ,obre 
todo, incon,titucionales, salvo naturalmente el ca,o de delito flagrante. Son, en 
definitiva, simples abusos de poder, que a ,u vez con,tituyen delito tipificado y 



sancionado en el Art. 180 del Código Penal, que castiga con prisión de hasta dos 
años al agente de la fuerza pública que hubiere detenido a una persona en forma 
ilegal .Y arbitraria. Y, detención ilegal, es precisamente aquella que se realiza sin 
exhibir la boleta firmada por la autoridad competente. 

b) La inviolabilidad de la defensa.- El literal e) del número 17 del Art. 19 de la
Constitución, dice: "Toda persona enjuiciada por una infracción penal tendrá

derecho a contar con un defensor". 

Es interés del propio Estado el que al sindicado se le reconozca el derecho de 
contar con un defensor que le asesore y le a_yude. Por ello, el Auto Cabeza de Pro­
ceso debe contener la designación de la persona que debe actuar como defensor de 
oficio y para que represente al sindicado, según lo que dispone el Art. 221 del 
CPP. Pero esto desde luego se produce cuando se ha iniciado la acción penal al dic­
tarse el auto cabeza de proceso. 

Sin embargo, también en la etapa pre-sumarial puede el sospechoso contar con 
el asesoramiento de un abogado que defienda sus intereses, vigile que se le den to­
das las garantías del caso, y que se conduzca la investigación con el mayor respeto 
a la persona. 

t,n este punto, como en mucho otros, es de lamentar la abusiva actuación de 
alguno� miembros de los cuerpos de investigación de la policía que hacen gala de 
grosería con los profesionales del derecho que solicitan entrevistarse con sus clien­
tes impidiéndo que el asesor pueda estar presente en las investigaciones u obstacu­
lizando de cualquier forma la actuación del defensor. Se presenta como excusa, en 
muchos casos, una supuesta incomunicación dispuesta por funcionarios superiores 
o por dependencias del más alto nivel, siendo así que aún la incomunicación a que
se refiere la propia Constitución Política de la República- "en cualquiera de los
casos no podrá. ser incomunicado por más de 24 horas" -no alcanza al abogado o
consejero legal que sí puede visitar a su diente en cualquier momento. Duele de­
cirlo, pero en la mayoría de los casos los obstáculos que se ponen al ejercicio de lo
profesión de abogado impidiéndo que el defensor se ponga en contacto con su
cliente que está siendo investigado por la policía no tiene otra finalidad que la de
evitar que se verifique la forma en que se ha torturado, vejado y maltratado al ciu­
dadano sospechoso.

c) Prohibición de la imputación forzada.- También en este caso existe norma
constitucional expresa: "nadie podrá ser obligado a declarar en juicio penal

contra su cónyuge o sus parientes dentro del cuarto grado consanguinidad o segun­
do de afinidad, o compelido a declarar con juramento en contra de sí mismo, en 
asuntos que pueden ocasionarle responsabilidad penal". Literal f), numeral 17, 
Art. 19. 
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Todo individuo normal busca la forma de eludir castigos, penas y sufrimien­
tos. Salvo casos excepcionales a toda persona le interesa la paz y la tranquilidad, 
por consiguiente, difícilmente se podrá esperar que un ciudadano acusado de co­
meter una infracción la admita de buena gana, libre y voluntariamente, a sabi.endas 
de que tal actuación le acarreará múltiples problemas en el futuro. Existe, pues, 
siempre el peligro de que el acusado o sospechoso tergiverse los hechos para eludir 
posibles responsabilidades; y, si es que se lo pone ante la alternativa de decir la ver­
dad no ayuda en nada ni a la administración de justicia ni a la investigación poli­
cial. Obviamente, esto no quiere decir en modo alguno que se debe faltar a la ver­
dad, pues, moralmente todo ciudadano está en la obligación de contribuir con los 
órganos del Estado, policiales y judiciales, para ayudar a que se descubra la verdad. 
Tratamos simplemente de explicar el fundamento por el cual a ninguna persona se 
le puede obligar a declarar con juramento contra sí misma: o declara la verdad con 
juramento o se condena; o, falta a la verdad con juramento y comete un nuevo de­
lito, el perjurio. 

Si lo dicho se refiere a la declaración contra la propia persona; iguales concep­
tos se aplican a la de�laración en juicio penal contra el cónyuge o parientes próxi­
mos, porque es fácilmente comprensible que si el individuo quiere salvarse a sí 
mismo también querrá salvar a quienes son sujetos especiales de su afecto y cari­
ño. 

Es evidente que de lo dicho se excluyen aquellos casos, que también se dan 
para orgullo de la raza humana, en los cuales el sujeto con sólida formación mo­
ral r consciente de su propia responsabilidad ante su familia y la soci.edad hace 
frente a todas las consecuencias que le pueden sobrevenir por el cometimi.ento de 
un delito, y, voluntariamente, confiesa el delito con todas sus circunstancias. 

El legislador ecuatoriano, como no podía ser de otra manera, sabe perfecta­
mente cuál es la realidad en que se desarrolla la vida de los asociados, sabe de sus 
flaquezas y debilidades, de sus virtudes y defectos; y por ello, precisamente, pro­
hibe que el encausado se le obligue mediante coacción física o moral a que se de­
clare culpable de la infracción. No obstante, vanas son las prohibiciones para que 
en la investigación procesal o extraprocesal se utilicen violencias, drogas o técnicas 
o sistemas de cualquier género que signifiquen la violación del precepto constitu­
cional, y de la norma constante en el Art. 128 del CPP.

Interesante sería hacer una encuesta para establecer qué porcentaje de miem­
bros de la Policía Nacional conoce y entiende el contenido de los Arts. 204 y 205

del Código Penal, que precisamente, por su importancia los vamos a transcribir pa­
ra contribuir en algo a su difusión: 

Art. 204.- "El juez o autoridad que arrancare declaraciones o confesiones contra 
las personas indicadas en el artículo anterior, por medio del látigo, de prisión, 



LA COMPETENCIA LEGISLATIVA 

Dr. Francisco Tinajero Villarnar 

l. CAPACIDAD O COMPETENCIA?

A manera de introducción de este breve estudio, me propongo eliminar el 
error que repetidamente se da al hablar de la competencia de los órganos, refirién­
dose a la "capacidad" de ellos. La capacidad es más bien una institución de dere­
cho privado que dice relación a la aptitud jurídica de las personas para actuar jurí­
dicamente. La competencia es, en cambio, la institución jurídica -propia del dere­
cho público- que consiste en la suma de facultades o de atribuciones dadas a cada 
uno de los órganos públicos, por la ley o por otras normas jurídicas, expedidas en 
ejercicio del "poder de organización". 

Se trata, pues, de instituciones de muy distinto alcance, de muy diverso con­
tenido y de muy diferente campo de aplicación. 

Dejé enunciado un ligero concepto de competencia, a partir del cual me pro­
pongo llegar al conocimiento más preciso de este instituto jurídico que va a ser ob­
jeto del estudio, al menos en cuanto se relaciona con la competencia legislativa 
que establece la Carta Política ecuatoriana de 1978, actualmente en vigencia. 

El término "competencia" tiene amplísimos significados en el derecho; nos 
van a interesar, sin embargo, sólo algunos de ellos, en cuanto el concepto tenga 
que ver con el derecho público, dentro de cuyo ámbito vamos a discurrir. Deste­
rremos, pues, a los propósitos de este trabajo, las connotaciones jurídicas de com­
petencia que no tienen relación con el Derecho Constitucional rii con el Derecho 
Administrativo, dos columnas importantísimas del Derecho Interno, que necesa­
riamente han de ser consideradas para resolver la cuestión planteada. 

Entre las numeros{simas acepciones del término, dadas por Cabanellas, nos 
interesa solamente aquella que nos habla de "atribución, potestad, incumbencia'; 

ya que las demás connotaciones que nos dan el autor con atinentes a otras ra­
mas del derecho. 

Pero, para obtener un criterio más certero, que desarrolle la significación an­
tes trasncrita, hemos de recurrir necesariamente a otra orientación jurídica, propia 
del ámbito dentro del cual encontraremos la solución al problema de la competen­
cia legislativa establecida en la Constitución ecuatoriana. 
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Así, nos es más precisa que la idea anterior, aquella que nos manifiesta que 
"la aptitud legal del órgano es su competencia" y que esta no es otra cosa, en su­
ma, que el conjunto de atribuciones, de poderes y de facultades que corresponden 
a cada órgano público. El concepto precedente lo obtenemos a partir de la idea 
que de competencia administrativa nos da Manuel María Diez; sólo hemos ex­
tendido ese concepto hacia otros órganos del poder público, distintos de los órga­
nos administrativos. 

Si hacemos un ligero análisis del concepto enunciado, hemos de convenir en 
que la idea desarrollada por Diez no hace sino recoger la posición más clásica, ex­
presada por Cabanellas. En efecto, lo que está atribuido, según lo, términos del 
primero, corresponden a una atribución, en palabras del segundo. En otro sentido, 
la atribución es el acto y lo atribuido el contenido del acto; la idea de potestad, se­
ñalada por Cabanellas, se repite en la idea de poderes, enunciada por Diez; y, por 
fin, la idea de incumbencia del primero, se refleja en la facultad, proclamada por 
Diez. Hay, pues, perfecta armonía y coincidencia en los dos conceptos. Por la mis­
ma reflexión, el concepto que alcanza a ámbitos más amplios que el administrati­
vo, ámbitos que incluyen a todos los órganos públicos, tienen también perfecta 
coincidencia con los planteamientos de ambos enunciados doctrinales. En ellos 
inspiro ese concepto de competencia pública, cuya enunciación reivindico. 
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' Pero nos interesa también conocer ciertas particularidades específicas de la 
competencia, aunque no todas esas particularidades. Concretamente, la idea de 
que toda competencia, en cuanto implica el ejercicio de potestad pública, corres­
ponde a un órgano determinado, dentro de la organización estatal. Y es así, como 
del examen general de cualquier texto constitucional, hemos de encontrar dos 
partes fundamentales en él: la u�, dedicada a la organización del Estado, al 1eña­
lamiento de los órganos del poder y a las funciones específicas que a cada uno de 
ellos corresponden; la otra parte es la que formula y declara los derechos y deberes 
fundamentales. La primera de las partes enunciadas es la orgánica de una Con,titu­
ción; la otra, es su parte dogmática. 

La particularidad de que la competencia sea excl,uiva de cada órgano no e, 
ajena, sin embargo, a que pueda presentarse -como se da en la realidad- la delega­
ción de la competencia. Pero para que la delegación sea válida, jurídicamente, se 
requiere que esté permitida o señalada en la Ley. Es así, entonces, como hemos de 
examinar las normas constitucionales relativas a la competencia legislativa. 

Concluyamos esta introducción, desterrando definitivamente de la termino­
logía que debe utilizarse apropiadamente, la capacidad, como institución jurídica, 



y nos concretemos a hablar de la competencia, circunscrita en el ámbito del Dere­
cho Constitucional y del Derecho Administrativo, en la forma que dejamos plan­
teada. 

11.- LOS ORGANOS COMPETENTES PARA LEGISLAR 

En su segunda parte, esto es, en la orgánica a que nos referimos antes, la 
Constitución vigente nos habla, en primer lugar, de la Función Legislativa. Con las 

normas que corren desde el Art. 56 hasta el Art. 72, se da a esta Función la organi­
zación necesaria y se establece su separación de las otras Funciones del poder, esto 

es, de la Ejecutiva y de la ]usrisdiccional, a las que se referirán las disposiciones 
constitucionales posteriores a las citadas. 

No vamos a referirmos en este trabajo -por no ser ese nuestro propósito- a 

la organización misma de la legislatura ecuatoriana actual; vamos a concretarnos 
simplemente a señalar los órganos legislativos que establece nuestra Constitución. 

Es el Art. 59 el que señala las competencias del Congreso Nacional entre las 
cuales el literal d) muy explícitamente nos dice que corresponde al Congreso "ex­

pedir, modificar, reformar, derogar P interpreto.r las leyes; establecer o suprimir 
impuestos, tasas u otros ingresos públicos". 

Esta es la competencia legislativa. Pero hemos de profundizar nuestro análi­
sis para comprender perfectamPnte la norma constitucional: el inciso introducto­
rio del Art. 59 nos dice que, sin necesidad de convocatoria, se reunirá en Quito, el 
10 de Agosto de cada año, el Congreso Nacional sesionará sesenta días improrro­
gables, "para conocer, exclusivamente, los siguientes asuntos: .... " y continúa la 
norma con la enumeración no taxativa de las funciones del Congreso. La enumera­
ción 110 es taxativa porque concluye con el literal 11) que nos habla de "los demás 
(asuntos) indicudos en la "Constitución y las leyes". Entre esa enumeración no 
taxativa está la atribución de expedir las leyes, reformarlas, derogarlas e interpre-
tarlas; de establecer o suprimir tributos. 

Se ha dicho en alguna ocasión que éstas snn facultades que corresponden ex­
clusivamente al Congreso Nacional .Y que ningún otro órgano puede ejercerlas. En 
general, esta afirmación e.� cierta, si se refiere a todas las facultades allí señaladas; 
pero si se refiere concretamente a las facultades establecidas en el citado literal 
d), la afirmación no es verdadera. Se aduce, para sostener lo que comentamos 

-que el Congreso es el único órgano competente para ejercer las funciones señala-
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das en el Art. 59 y concretamente en el literal d) -que la reunión anual del Con­
greso tiene por objeto el que éate conozca con exclusividad, es decir con compe­
tencia exclusiva, los asuntos puntualizados en la citada disposición de la Carta Po­
lítica. Creo que el alcance o significado que se da al término "exclusivamente" es 
equivocado, pues se pretende que sólo el Congreso pueda cumplir esas atribucio­
nes, alguna de las cuales competen a órganos diferentes, en su receso, órganos 
entre los cuales hemos de considerar necesariamente al Plenario de las Comisiones 
Legislativas, en cuanto se refiere precisamente a la potestad de legislar, porque así 
lo manda expresamente el Art. 66, según el cual la atribución de aprobar o negar 
proyectos de ley, en receso del Congreso "corresponde al Plenario de las Comisio­
nes Legislativas". 

Aquí, estimo, se presenta la figura de la delegación de que hablé en líneas 
anteriores, establecida en la propia norma constitucional. Esta figura, con la corui­
guiente competencia legislativa del Plenario de las Comisiones se repite en las nor­
mas de los Art. 68 y 69 de la Constitución. 

De lo dicho, podríamos ya concluir este estudio con la categórica afirmación 
de que, según la Constitución vigente, existen dos órganos a los cuales se da com­
petencia legislativa: el Congreso Nacional, como órgano primero, y el Plenario de 
las Comisiones, en receso del Congreso como órganos secundario o delegado. 

Pero es preciso que concretemos aún más el asunto. No podemos dejar de 
examinar, en efecto, las afirmaciones que se han hecho, respecto de la potestad le­
gislativa del Plenario no es absoluta, sino que está limitado. 

Ante todo, es necesario que concretemos lo que debemos entender por po­
testad legislativa. No es, indudablemente, esta potestad sólo la expedición de le­
yes: es también interpretarlas con carácter generalmente obligatorio. En este hen­
tido, hemos de entender la disposición del Art. 19 del Código Civil y las nor­
mas constitucionales del Art. 59, literales c) y e) y Art. 139. Entendamos, 
pues, como atribución o potestad legislativa la de expedir, modificar, derogar las 
leyes -entre ellas, la Constitución- y de interpretarlas. 

. 
.Pues bien, sólo el Congreso Nacional tiene la plenitud de la potestad legisla-

tiva, dado que a ese órgano se le atribuyen todas las funciones que comprenden lo 
que hemos precisado que es la potestad legislativa. A este órgano, muy concreta­
mente, se le da las funciones de expedir, modificar, derogar e interpretar las leyes, 
inclusive la propia Constitución. 

En cambio, el Plenario de las Comisiones Legislativas tiene una potestad le-
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gislativa cor,,streñida. En efecto, el inciso segundo del Art, 66 de la Constitución 
le da, en receso del Congreso, la potestad de aprobar o negar proyectos de ley, 
lo cual equivale a darle las facultades de expedir, modificar y derogar las leyes. 
Dentro de estos ámbitos, se establece la delegación de la potestad legislativa. Lo 
demás de la tarea legislativa no corresponde al Plenario de las Comisiones. 

Dentro de lo anterior, hay una clarísima excepción: al Art. 61 de !a Consti­
tución señala como atribución exclusiva del Congreso y no del Plenario de las 
Comisiones, la expedición de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. Otra ex­
cepción es la que consta en la parte final del inciso cuarto del Art. 65 de la Consti­
tución, que permite sólo al Congreso reformar o derogar un Decreto-Ley expedi­
do por el Presidente de la República. 

Organos legislativos de excepción. 

Hasta aquí, hemos podido examinar lo competencia legislativa ordinaria, 
normal, que estabiece la Constitución. En este apartado señalaré cómo es que exis­
ten otros órganos que excepcionalmente, tiene potestades que incurren en el ámbi­
to de la expedición de normas generalmente obligatorias, de igual jerarquía jurídi­
ca que la ley. 

Se trata de la compet.!ncia que el Art. 65, inciso cuarto, da al Presidente de 
la República para que pueda calificar, según su criterio, la urgencia de algún pro­
yecto de ley en materia económica, lo que obliga al Congreso Nacional o al Plena­
rio de las Comisiones Legislativas, en receso de éste, a aprobarlo, reformarlo o ne­
garlo, dentro de un plazo de quince días; si no lo hicieren a.sí el Congreso o el Ple­
nario de las Comisiones, el Presidente de la República podrá promulgarlo como 
Decreto-Ley en el Registro Oficial y entrará en vigencia hasta que el Congreso Na­
cional lo reforme o derogue. 

Estimo que en la Constitución vigente hay otra norma que faculta al Presi­
dente de la República la expedición de Decretos-Leyes. Se trata de la que se con­
tiene en el numeral 1 del literal n) del Art. 78 que señala, como una de las medi­
das que puede ordenar el ]efe del E6tado en una emergencia nacional, la de "de­
cretar la recaudación anticipada de impuestos y más contribuciones". Esta facul­
tad, a mi manera d� ver, permite que por decreto, el Presidente de ia República in­
troduzca, en forma transitoria y temporal, reformas a las normas que se contie­
nen en las leyes tributarias, respecto de los períodos de pago de los tributos. Es­
tas reformas, transitorias por cierto de las leyes tributarias, no pueden contenerse 
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sino en un instrumento de igual jerarquía que la ley, como es el Decreto-Ley. Por 
consiguiente, la facultad dada por la Constitución es clara. 

Estimo necesario hacer una ligerísima consideración respecto de lo que son 
los "Decretos-Leyes". para precisar su concepto. 

Los decretos-leyes son cuerpos normativos emanados siempre del titular del 
Ejecutivo. Hay dos circunstanci.a.s que valen considerarse en la expedición de es­
tas normas jurídicas: la primera, cuando se trata de un régimen constitucional, es 
decir, de un gobierno de derecho; la segunda, cuando se trata de un gobierno de 
facto, no constitucional. 

En el primer caso, para que pueda producirse un decreto-ley, debe haber una 
expresa facultad dada por la Constitución al Jefe del Estado, titular del Ejecutivo. 
Es así, como las normas de la Constitución vigente a las que nos referimos en lí­
neas precedentes, dan esa facultad; por lo mismo, hay en el Ecuador ese órgano le­
gislativo de excepción. 

En el segundo caso, esto es, cuando existe un gobierno de facto, las leyes 
que se producen nacen de decretos-leyes, cuyo único sustento es el acto de fuerza 
por el que ese tipo de gobiernos accede al ejercicio del poder del Estado. Su valor 
jurídico es nulo; siempre el Derecho ha rechazado aceptar una validez jurídica a 
las leyes provenientes de regímenes de facto. Sin embargo, la doctrina ha acorda­
do, por claras razones de conveniencia, que las leyes expedidas por las dictaduras 
queden vigentes si hay un reconocimiento expreso de su vigencia (como cuando 
así se lo dice por la legislatura, o cuando se introducen reformas o se derogan esas 
leyes), o cuando hay un reconocimiento tácito (como cuando se las cumple por 
los órganos del poder público), una vez que se restablece el régimen de derecho. 

Hecho este necesario paréntesis, creo que se debe hacer ciertas reflexiones 
en torno a la disposición constitucional contenida en el Art. 65, de conformidad 
con el cual puede el Presidente de la República expedir Decretos-Leyes. En primer 
término, veamos que la facultad se limita a materias de orden económico; en se­
gundo ténnino, que el proyecto sea calificado por el propio Presidente de la Re­
pública como urgente. 

Conviene meditar sobre el particular. En la Constitución de 1946 se estable­
cía que el Consejo Nacional de Economía debía opinar favorablemente a la expe­
dición de un Decreto-Ley, sobre materia económica y que obedeciese a una emer­
gencia. La severidad de la norma es explicable, pues en materia tan delicada como 



es el ordenamiento económico del pa{s se debe contar con más de un criterio para 
calificar el acierto de las medidas adoptadas, por un lado, y por otro, si existe o no 

la urgencia que cree ver el titular del Ejecutivo. 

Convendría, por tanto que algún otro organismo público, i;Jmo el CONADE, 
por ejemplo, opine sobre la urgencia aducida por el Presidente de la República y 
sobre el acierto de los medios sugeridos en el proyecto de Ley, para que se siga el 
trámite previsto en· la Constitución y los efectos que de ese trámite derivan. 

Competencia para legislar en materia tributaria 

Ha sido un asunto debatido ampliamente en el país, en el curso de los meses 
de Octubre y Noviembre de 1982, el relativo a la competencia legislativa del Plena­
rio de las Comisiones en materia tributaria. Inclusive, por iniciativa del Colegio de 
Abogados de Quito se organizó un panel, en el que tuve el honor de intervenir. 
Durante el desarrollo de ese panel, se tocó expresamente el tema. Hago referencia 
a este hecho, porque es necesario por el bien de las ciencias jurídicas, que no que­
de como flotando en la incertidumbre el efecto de afirmaciones, pronunciadas rá­
pidamente, más o menos precipitadas y, en todo caso, infundadas jurídicamente, 

que se hicieron con miras a presentar al Plenario de las Comisiones como incom­
petente para expedir leyes tributarias. No debo, por otra parte, dejar de expresar 
algo que tengo en mente: me parece que los argumentos esgrimidos para negar la 
competencia legislativa en materia tributaria al Plenario de las Comisiones, están 
inspirados en criterios íntegra y exclusivamente políticos. Sólo así puedo expli­
carme la razón por la cual, abogados distinguidos de dentro y fuera de la legisla­
tura, hayan formulado tesis carentes de todo fundamento jurídico, para sostener 
la supuesta incompetencia del Plenario en esta materia. 

Hechas estas anotaciones, trataré de desarrollar el subtema que he plantea-

do. 

Veamos, en primer término, que el asunto nace de la existencia del princ_ipio 
de legalidad o reseroa de ley que impera en el orden jurídico-tributario. Por ello, 
creo preciso puntualizar, en primer lugar, por qué existe el principio de reseroa de 
ley en esta materia. 

Primeramente, recordemos que el principio de reseroa de ley o de legalidad 
consiste en que algunas materias han de ser reguladas siempre por leyes formales. 
Existe un dominio propio de los órganos legislativos respecto de ellas, como nos 
dice J. A. Garcla Trevijano para agregar luego los tres principios fundamenta-
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les que dan competencia propia a los órgano, legúlativos. 

a) Sobre materias que han sido atribuidas expresamente a esos órganos por la
Ley Constitucional o por la Ley Ordinaria; 

b) Sobre materias en las cuales se establece la reserva de ley, por haberla& he­
chas suyas la propia legislatura; y, 

c) Sobre materias que por costumbre constitucional se deja a la legislatura el
privilegio de normar. 

En nuestro medio, sólo las materias comprendidas en el literal a) anterior, es 
decir, sobre materias atribuidas expresamente a los órganos legislativos, por dilpo­
sición constitucional o legal, son recogidas en el ámbito de la reserva de ley. 

Concretamente, se establece la reserva de ley en el orden tributario, en el Art. 
53 de la Constitución, en armonía con el Art. 3 del Código Tributario; y, en lo pe­
na� en el Art. 2 del Código de la Materia. 

Es importante señalar que en estas dos áreas en las cuales el ordenamiento ju­
rídico ecuatoriano establece el principio de legalidad o de reserva de ley, no se ha­
ce otra cosa que establecer inequívocamente que los tributos no pueden estable­
cerse, modificarse ni extinguirse, sino mediante ley; y que, asimismo, los delito, y 
las penas no pueden ser establecidos sino mediante ley. 

Dejando a un lado en forma absoluta lo que al orden penal se refiere, concre­
temos el estudio al problema del establecimiento, modificación o extinción de tri­
bu tos. 

"Sólo se pueden establecer, modificar o extinguir tributos por acto legislativo 
de órgano competente . . .  ", nos dice el Art. 53 de la Corutitución; en tanto que 
el Art. 3 del Código Tributario señala que "la facultad de establecer, modificar o 
extinguir tributos, es exclusiva del Estado, mediante Ley; en consecuencia, no hay 
tributo sin ley". 

Es claro, por lo demás, como ya vimos que la competencia para expedir leyes 
tienen el Congreso Nacional y el Plenario de la, Comisiones, con la excepción ex­
presa del Art. 61 relativa a la expedición de la Ley Orgánica de la Función Legisla­
tiva; la excepción del Art. 65 para lo que sólo el Congreso puede reformar o dero­
gar los decretos-leyes expedidos por el Presidente de la República; y la excepción 
relativa a la reforma e interpretación de la Constitución que &e reserva al Congre,o, 
según el Art. 59, literal c). 



Tanto el Congreso Nacional como el Plenario de las Comisiones Legislativas 
pueden "aprobar o negar proyectos de ley", como manda el Art. 66. Por consi­

guiente, concluyamos de una vez por todas, que ambos organos legislativos (Con­
greso y Plenario), tienen competencia suficiente para expedir leyes tributarias, 
pues no se ha excluido el poder jurídico de hacerlo. 

Esto se ve confirmado por el hecho de que entre las Comisiones Legislativas, 
la señalada en el literal c) del Art. 60 se ocupará "de los tributario, fiscal, bancario 
y de presupuesto". Se da, pues expresa autorización a esa Comisión para tratar de 
asuntos de orden tributario y, por consiguiente al Plenario de las Comisiones para 
aprobar o rechazar los proyectos de ley que fueren tramitados por esa Comisión 

de lo tributario, fiscal, bancario y de presupuesto. 

Se ha dicho en el panel al que antes hice referencia, que las Comisiones tiene 
competencia sólo en cuanto se relaciona con reformas a las leyes tributarias y que 
por ello, las reformas a la Ley de Impuesto a la Renta que fueron tramitadas por la 
mentada comisión y aprobada por el Plenario de las Comisiones, son válidas. A pe­
sar de respetar mucho al autor de tal afirmación, no puedo estar -como no lo es­

tuve durante el panel- de acuerdo con esa afirmación, porque carece de validez al 
no estar respaldada por la norma expresa de la propia Constitución que hubiere es­
tablecido esa limitación. 

Es indispensable reconocer que por el texto del Art. 66, la Constitución per­
mite al Plenario la aprobación o rechazo de proyectos de ley, sin limitación algu­
na; por tanto, entre esos proyectos bien pueden incluirse los de leyes tributarias. 
Pero que no se diga que sólo pueden ser leyes reformatorias en materia tributaria, 
porque esa limitación no ha establecido el legislador. 

Por otra parte, es necesario que recordemos que el contenido de la ley tribu­
taria alcanza al objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, la cuantía del tribu­
to o la forma de establecerla, las excepciones .Y deducciones; y, los reclamos o re­
cursos que deben concederse conforme al Código Tributario, tal como manda el 
Art. 4 de dicho Código. Por consiguiente, las leyes que expidan el Congreso Nacio­
nal o el Plenario de las Comisiones en materia tributaria deberán tener ese conteni­
do. Es natural, por cierto, que entre los elementos del contenido de la ley tributa­
ria, señalado por el citado Art. 4 del Código Tributario se encuentran elementos 
que son esenciales, tales como la determinación del objeto imponible o hecho ge­
nerador, los sujetos activo y pasivo, la cuantía del tributo o la forma de establecer­
la y las excEpciones .Y deducciones del tributo. Pero también hay elementos no 
esenciales que son los recursos y reclamos que podrían proponerse, ya que esta 
materia está claramente legislada en el Código Tributario. 

65 



De los elementos esenciales obviamente no podrá prescindine al momento de 
expedir una ley tributaria; de los elementos accidentales, sí. Y es importante des­
tacar que aún las leyes reformatorias, deben tener ese contenido o, naturalmente, 
referirse a .uno de los elementos esenciales de ese contenido. Tal ocurre en el caso 
de las reformas a la Ley de Impuesto a la Renta, cuyas principales disposiciones se 
refieren a la cuantía del tributo y las rebajas y deducciones a que tiene derecho 
el contribuyente. 

Por lo demás, no se alcanza a comprender la razón que pudiera esgrimine pa­
ra sostener el despropósito de que el Plenario de las Comisiones pueda legislar pa­
ra reformar leyes tributarias, esto es, para modificar en alguna forma los tributos 
ya existentes, y no pueda hacerlo para crear nuevos. Nótese que a través de la re­
forma de un tributo se puede hacer inclusive mucho más que por el establecimien­
to de nuevos tributos, al menos en ciertos casos. Nótese también que algunos pro­
_yectos remitidos por el Ejecutivo al Congreso Nacional, contienen reformtu de 
tributos existentes a la fecha de la presentación de tales proyectos (Octubre-No­
viembre de 1982). 

No quisiera referirme a uno de los argumentos empleados para sostener la in­
competencia del Plenario de las Comisiones en esta materia, porque me duele pen­
sar que se lo haya exhibido; sin embargo no me queda más que hacerlo; se ha di­
cho que no puede entregarse la suerte de ocho millones de ecuatorianos al juicio 
de veinte legisladores integrantes del Plenario de las Comisiones; que es preciso 
que sea el Congreso el órgano que legisle sobre esta materia. Pues, lamentablemen­
te, se quiere buscar razones para la sin razón. Doloroso que esto se haya dicho, y 
más doloroso que se lo haya hecho en tono serio. Debemos peruar también por ese 
camino, setenta y un personas integran el Congreso en pleno y que la mitad más 
una de esas personas han impuesto su parecer a ocho millones de ecuatorianos. El 
número, en esto, no es lo importante; lo importante es &aber la seriedad y el grado 
de reaponsabilidad que se pone en la toma de decisiones. 

Para terminar, una precisión más: en los últimos días, se ha recrudecido un 
planteamiento injurídico que nació en algún sector del Congreso, el ,entido de que 
la Ley Orgánica de la Función Legislativa no debe ser sancionada por el Presidente 
de la República. Se fundamenta tan peregrina idea en que el Art. 61 de la Con,ti­
tución manda que para su propio funcionamiento y el funcionamiento de las Co­
misiones Legislativas, el Congreso Nacional dictará la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa, mandato en el cual se quiere ver que con la sola aprobación del Con­
greso, dicha Ley podría entrar en vigencia. 

La suposicón, en la cual hay una inmerua carga de pasión política, e, faba y 
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contraria a lo que se dice, sin restricción ni excepción alguna, en el Art. 67 de la 
mimsa Constitución, respecto al trámite de aprobación de la Ley, y en el Art. 68, 
respecto de su sanción por el Presidente de la República. Todas las leyes deben ser 
sometidas al Presidente de la República para que las sancione u objete. 

Lo que hace la norma del Art. 61 es señalar que es competencia legislativa ex­
clusiva del Congreso, dictar la Ley Orgánica de la Función Legislativa, que no pue­
de ser tratada por el Plenario de las Comúiones, como pueden serlo otras leyes. 

Quito, Junio de 1985. 

�/AJA 
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EL HABEAS CORPUS 

Dr. Rafael Márquez Moreno 
Ex-Legislador Nacional 

Ex-Miembro de la Comisión de 
Reformas a la Constitución de 1983. 

Los antecedentes históricos del Habetu Corpiu se remontan al Derecho Roma­
no. Y, rruú concretamente arranca del año 533, cuando el Gobierno de ]iutiniano 
estaba en la época de esplendor y sus esfuerzos se encaminaban a restable.::er el an­
tiguo Imperio Romano, para lo cual dirigió ,u atención a reconquistar lo, territo­
rios de Occidente que habían caído en poder de los bárbaro,. Paralelamente, ,u 
obra legislativa, tomaba un impuuo imponente, semejante o superior a la de Teo 
do,io, en Oriente, en la mitad del siglo V. 

Si bien en verdad, ]u,tiniano alcanzó ,u gloria más pura y duradera por la copi­
lación de la, viejtu leyes imperiaie,, cuyo conjunto han ptuado a la hútoria con el 
nombre de CORPUS IURIS CIVILES, no e, menos cierto, que influyó para su 
perdurabilidad la Btufüca de Santa Sofía de Constantinopla, construída durante 
su periodo gubernamental, por constituir una joya por excelencia del arte bizanti­
no y uno de los monumentos más admirados del arte universal. 

Pero frente a esto/1 dos hechos de grandiosidad inconmesurables y que carac­
terizaron la obra del Emperador, hay otro, que se destaca en el periodo del IUS 
BIZANTIUM de Justiniano: EL HABEAS CORPUS. Es Justiniano quien lega a 
la humanidad el concepto de la rruú generosa institución que garantiza la libertad 
humana: "Como la exhibición de un hombre libre para ampararlo en su libertad". 
No puede ser rruú elocuente, convincente y persuasiva, a la vez que tangible, per­
ceptible y real, el concepto emitido por ]ustiniano, aunque para algunos tratadis­
t<U de la Historia del Derecho, tal definición atribuyen a Triboniano, uno de lo, 
]uristtu consejeros del Emperador. Sea de ello lo que fuere, nadie puede dudar que 
el Habeas Corpus, en el campo conceptual, se inicia en el período de ]iutiniano y 
que su valor interpretativo es de inobjetable actualidad. 

Si la Historia es el principio de la verdad. Si la verdad es la Historia con alma. 
Y, en una y otra, se rinde culto a quienes han forjado la Historia de la Humanidad, 
me parece justo, muy justo, en este modesto trabajo sobre EL HABEAS CORPUS, 
decir de ]ustiniano: Que bien puede la humanidad olvidar la obra redentora de 
Justiniano en su Código, el Digesto, la, Instituciones y Novela, y htuta venirse aba­
jo su Ban1ica; pero nunca podrá olvidar el mundo civilizado a ]ustiniano, por ser 
el pionero conceptual del Habea.• Corpus, cuando con nobleza titánica, propia de 



la vieja Roma, lega a la humanidad, la definición de la más generosa Institución 
que al andar de los tiempos se extiende por todos los puntos cardinales. 

Innumerables son las Cartas, Declaraciones y demás documentos que consig­
nan la libertad como un sistema jurídico de especial excelsitud en el hombre. La 
Carta del año 8 71 de nuestra era nació como una insurgencia contra la tiranía, 
contra la disgregación social que trajo el feudmismo, como afirma el jurista Dr.

Gonzalo Zambrano Palacios, hasta que el año 1100 se incorpora como principio 
de derecho, en la famosa Carta de Libertades, cuerpo jurídico imperfecto pero de 
gran valor en ia Historia del Derecho Constitucional Británico. Emergió, dice, en 
el Derecho Inglés como una reacción al despotismo, hasta que en 1136, Esteban, 
Rey de Inglaterra, otorga su Carta sobre las Libertades del Reino y de la Iglesia, 
siguiendo luego la Carta de Enrique II; para aparerecer luego la Primera Carta Mag­
na, origen de todas las libertades inglesas que refunde y amplía los principios que 
se hab{an apenas esbozado. La Carta Magna de Juan Sintierra, en el año de 1215. 
modificó sustancialmente la Constitución Política Inglesa y la soberanía, de manos 
del Rey, pasa a la nobleza, que se organiza en la Asamblea, inagurándose así el ce­
lebrísimo Parlamento Inglés que subsiste hasta hoy. 

Como dijimos, varias son las Cartas que consignan la libertad como sistema ju­
r{dico. Pero es evidente que el Habeas Corpiu fue en su origen la consecuencia de 
una gran lucha política, para surgir a plenitud con la Carta Magna y tener su afir­
mación más precisa y exacta, cuando fue aprobada por el Parlamento el Bill de 
Habeas Corpiu de 1679 en Inglaterra, que si bien en verdad pretendió garantizar 
una sola de las libetades o derechos individuales: la libertad corporal. No es menos 
cierto que enraizó para siempre la garantía suprema de la Libertad individual den­
tro de los regímenes de Derecho y Democracia. 

El Habeas Corpus, viene de términos latinos, reconocido y de uso universal 
que literalmente significan "Que traigan tu cuerpo". Sencilla definición Cún la que 
se inicia la conformación de la ley inglesa, aprobada en el Parlamento del histórico 
año de 16 79, el año, de la garantía más preciada que goza el ser humano, en todos 
los continentes del mundo. 
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Para el objeto de comprender en mejor forma e&ta in&titución, es conveniente 
aclarar que una garantla legal es la institución creada en favor de los individuos pa­
ra que, con ella, tenga a su inmediato alcance el medio de hacer efectivo cualquie­
ra de sus derechos individuales que, en conjunto constituyen la libertad civil y po­
Utica. Así, la libertad personal es el derecho declarado y el Habeas Corpus es la ga­
rantía que asegura la efectividad. Debería haber una garantía junto a cada dere­
cho, para crear una verdadera institución en cada derecho, para crear una verdade­
ra institución en cada caso, a despecho de las simples afirmaciones teóricas, como 
sostiene el Dr. Luis Valverde López. 

Casi la totalidad de los países de América y Europa adoptaron el Habeas Cor­
pus. Nuestro país ha omitido acordar expresamente el Habeas Corpus, dejándole 
librado a la ley, peae a que ha planteado aiempre en sus constituciones, cláusulas 
referentes a la libertad personal. Mientras países como Salvador (1886), Brasil 
(1890), Perú (1912), Chile (1925) y asimilan expresamente en sus constituciones 
el Habeas Corpus, Ecuador no lo hace sino en la decimotercera Carta Política del 
Estado de 1929, dictada por la Asamblea Constituyente de 1928-1929, bajo la in­
fluencia de difusas tendencias socializantes que allí estaban representadas. 

He aquí su texto: 

Constitución Política del Ecuador de 1929. 

Art. 151. La Constitución garantiza a los habitantes del Ecuador, principal­
mente, en los siguientes derechos: 

80. El derecho de Habeas Corpus. Todo individuo que, por considerar que se
ha in frígido lo dispuesto en los numerales anteriores, se creyere indebidemente de­
tenido, procesado o preso, podrá ocurrir, por sí o por cualquiera a su nombre , a la 
magistratura que señale la Ley, en demanda de que se guarden las formalidades le­
gales. Esta magistratura deberá decretar que el individuo sea traído a su presencia, 
y su decreto será precisamente obedecido por todos los encargados de las cárceles 
o lugares de detención. lnstruída de los antecedentes, decretará su libertad inme­
diata o hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo a disposición
del Juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente, corrigiendo por



sí esos defectos o dando cuenta a quien corresponda para que los corrija". 

La Constitución de 1929, contiene valiosos avances jurídicos, especialmente 
en el capítulo de las garantías, en beneficio de las clases despose{das de fortuna y 
bajo el principio de la función social de la propiedad. Efimera vida tuvo esta Carta 
Política a pesar de haber sido la encamación de generosos anhelos de ordenar la 
actividad repúblicana sobre las bases de equilibrio y de justicia, de mesura .Y de res­
peto a los derechos ajenos, especialmente a la libertad personal. Después de varios 
parches y remiendos, fue definitivamente rota en 1935, por la intolerancia .Y el de­
sate de pasiones por la falta de tino y serenidad en los gobernantes y por el error 
de atribuírle el caos que anarquizaba a la Nación. Al ser rota, naturalmente, el Ha­
beas Corpus pasó al archivo; .Y como en las anteriores Constituciones no se consa-

graba tal derecho, lógicamente, los gobiernos dictatoriales que sobrevenían, decla­
raban vigente alguna de ellas, en que por razón elemental, no se hallaba consagra­
da la Institución del Habeas Corpus. Quedando por lo tanto sin el precioso dere­
cho que salvaguardiaba y defendía la libertad individual. 

Es en la Asamblea Nacional Constituyente, de 1945; presidida por el Dr. Fran­
cisco Arízaga Luque, actuando como Primer Vicepresidente el Dr. Manuel Agustín 
Aguirre y Segundo Vicepresidente el Dr. Manuel Elicio Flor T. en que vuelve a cons ti­
tucionalizarse el llábeas Corpus en el Art. 14 l, numeral So. como resultado del triun­
fo de un gran movimiento político-social popular-militar que derrocó al Dr. Carlos 
Alberto Arroyo del R fo, indebidamente conocido como la "Revolución del 28 de 
Mayo"; pues de Revolución no tuvo nada. Le faltó todo. Sea por traición de lo, de 
"arriba" o sea por lo heterogéneas de las Juerzas políticas que actuaron para de­
rrocar al gobierno de las omnímodas. Tal movimiento fue el producto de la reac­
ción popular frente a las fragra11 tes violaciones a las libertades y garantías civiles y 
políticas. De ahí que el gobierno de Arroyo del Río, por el mero hecho de haber 
sido el producto del más descarado fraude electoral, peculiar a todos los gobiernos 
liberales que han regido en Ecuador fué derrocado sin pena ni gloria. Y, claro, .�i 
ese gobierno se caracterizó por el desconocimiento de todas las garantías y dere­
chos individuales, especialmente de la libertad personal, amén de la libertad de ex­
presión y otras. Sin que faltare el destierro. El confinio a civiles y Sacerdotes, co­
mo fue el caso del Presbítero Dr. Carlos Terán Centeno, orador S<J{{rado y profano, 
fogoso, a la vez que patrió ta y periodista de fuste; prisiones sin fórmula de juicio: 
empastelamiento de imprentas. El Hábeas Corpus, no funcionaba, porque se go­
bernaba con la Constitución de 1906 que no reconocía tan caro derecho. El caree­
lazo y el calabozo, en las diferentes regiones del país eran a diario visitadas por las 
víctimas de la persecución por el delito de no comull{ar con el 6bierno liberal. F,/ 
Carabinero y el pesquisa, pisoteaban la libertad individual con el cinismo d" una 
dictadura con careta de Gobierno Constitucional. Fue en ese Gobierno, cuando, el 
Carabinero, aceptaba escuchar, de parte de quien iba a ser privado de su libertad, 
todo argumento, desde el legal hasta el sentimental, pero, terminaba diciéndole el 
uniformado: "Ud. tiene la razón pero vá preso". 
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A ra{z del 28 de mayo, se designaron a los constituyentes para que entre otros 
asuntos de carácter prioritario, dicten la nueva Constitución. Era de suponer y así 
resultó, dada la calidad de los designados por votación popular, que uno de los 
puntos tratados con enorme fervor patriótico, fue el concerniente al Habea, Cor­
pus. Oaro, si todos los que compon{an la Asamblea Constituyente, sufmron en 
carne propia las persecuciones, detenciones arbitrarias, prisiones, entonces era 
muy justo que hagan oir su voz con altura, dignidad, henchidos del afan de renova­
ción, al tratar en una de las primeras sesiones el "rescate" del Habeas CorpU&. La 
permanencia de tan precioso derecho, como desafío a los gobiemo&autoritarios y
a la tiranía. Allí la palabra erudita de Juan Isaac Lovato, la de Gustavo Buendía, 
Enrique Gil Gilbert, Pedro Saa, Julio Paredes, Carlos Cueva Tamaríz, losé María 
Plaza Lasso, de los estudiantes representantes de las Universidades Joaé María 
Roura, Alejandro ldrovo y otros que arrancaba aplausos de las barras "no paga­
das" en las noches en que se debatía la Institución del Hábeas Corpus. 

Fue aprobado por unanimidad. Y, no podría ser de otro modo. 

He aquí su texto: 
Constitución Política del Ecuador de 1945. 
Art. 141.- El Estado Garantiza: 
"So. El Habeas Corpus. 
"Quien considere que su detención, procesamiento o prisión infringen loll pre­

ceptos constitucionales o legales, puede recurrir , por sí mismo o por otra persona, 
al Presidente del Concejo del Cantón en que se encuentre, quien deberá ordenar 
que el recurrente sea traído a su presencia. Esta orden será obedecida por el encar­
gado de la cárcel o lugar de detención. Una vez informado de los antecedentes, el 
Presidente del Concejo, procediendo breve y sumariamente, decretará la libertad 
inmediata o hará que se subsanen los defectos legales, o pondrá al individuo a las 
órdenes del juez competente". 

La Constitución de 1945, fue una de las de vida más efímera. 4 los pocos me­
ses de su vigencia cae herida de muerte. Es el mismo Dr. José María Velasco !ba­
rra, ungi,do por la insurrección del pueblo y del E}ército que derrocó a Arro_yo del 
Rio, con su Ministro de Gobierno Dr. Carlos Guevara Moreno que se lanzó contra 
la Asamblea del 45 y su Constitución, declarándose Dictador. Persigue a sus ami­
gos y encarcela aquienes le trajeron desde Colombia para que gobierne el país. El 
pueblo ecuatoriano, desde entonces, comenzó a equivocarse, al designar a sus Man­
datarios. Entregó su fé a homhrP.� que no saben ser leales a sus electores. Oue no sa­
ben ser consecuentes por entero con los principios democráticos. Que n.o les gus­
ta que funcione libremente los resortes del equilibrio institucional. Que no saben 
respetar la Constitución y las leyes, para dar al país orden, estabilidad y confianza 
que son indispensables para llevar adelante la obra del desarrollo y progreso para 
alcanzar un régi,men de bienestar social. En tanto, el Habeus Corpus, siguió el mi.s­
mo rumbo que la Constitución de 1945: al archivo. 



Producido el golpe dictatorial de marzo de 1945, Velasco convoca arbitraria­
mente a una nueva Constitu_yente, que se reunió en agosto de 1946. El Pueblo, 
traumado por la inceridad política de Velasco resolvió el boycot a las elecciones 
que habían resuelto efectuar los partidos políticos, con exc�pción del Conserva­
dor. La Dictadura quiso obligar a los ciudadanos a concurrir a las urnas para caer-· 
cer el procedimiento, entre varios decretos-le_yes electorales, una reforma, me­
diante la cual se imponía la obligatoriedad del voto y el control del cumplimiento 
de esta obligación, mediante una serie de amenazas legales que si bien obli�ó la
concurrencia a fos mesas electorales, en cambio surgió el voto protesta: t,'L VOTO 
EN BLANCO, como demostración de ira a todo lo sucedido en el fatídico �olpe 
de marzo de 1945 y a la burla sanwienta a los ideales que llevaron a la gloriosa in­
surgencia popuiar del 28 de mayo de 1944. 

Constitución Política del Ecuador 1946. 

La Asamblea de 1946, presidida por el señor Dr. Mariano Suárez Veintimilla, 
uno de los máximos dirigentes del Partido Conservador, dictó la Constitución de 
146 a imagen y semejanza de la voluntad del Dr. Velasco Tbarra, quien con el 
transcurso de los años fue uno de los más furibundos enemigos de su propia t•olun­
tad plasmada en la Norma Suprema del Estado. 

Por ventura y no podía ser de otra manera, la Asamblea Constitu_yente de 
1946, formada por su ma_yoría por las fuerzas de la Derecha ecuatoriana, aprobó 
el Art. 187 No. 4 consagrando y rubricando, una vez más, en la T,ey Fundamental 
df'i Estado el derecho de llabea.� Cnrpus 

Su texto dice: 

Art. 187. El Estado garantiza a los habitantes del Ecuador: 
"4.o El derecho de "Ilabeas Corpus". Salvo los casos del delito infragani1, con­

travención de policía o infracción militar, nadie puede ser detenido, arrestado ni 
preso, sino mediante orden firmada por Autoridad competente, con expresión del 
motivo, el cual no podrá ser sino uno de los determinados al efecto por la ley". 

''El recurso de "Ilabeas Corpus" se presentará ante el Presidente del Concejo, 
o quien hiciera sus veces, del Cantón en que se encuentre el detenido. Recibido el
recurso, la expresada autoridad dispondrá la inmediata presentación del detenido
y la exhibición de la orden de privación de la libertad, dentro del término que al
efecto ser"ialare ".

"Si no se presentare al detenido, o si no se exhibiera la orden, o sea ésta no 
reuniere los requisitos anteriormente prescritos, Presidente del Concejo dispondrá, 
sin más trámite, la inmediata libertad del recurrente. El que desobedeciere esta or­
den será destituido ipso facto de su cargo a empleo por el mismo Presidente del 
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Concejo, quien comunicará e sta destitución a la Contraloría y a la autoridad que 

deba proveer el remplazo". 

"El empleado destituido podrá interponer recurso de apelación del fallo dic­
tado contra él, para el Presidente de la Corte Superior del correspondiente di.!tri­
to, dentro de veinticuatro horas de notificado con la destitución; pero, para poder 
interponer este recurso, deberá previamente poner en libertad al detenido.". 

"A este le queda, además, el ejercicio de todas las acciones a que tuviera dere­
cho". 

Comentario sobre las di.!posiciones que consagran el Habeas Corpus en las 
2 Constituciones: la de 1945 y la de 1946.: 

No hay diferencia substancial en el contenido de la garantía en los dos textos, 
así, opina el Dr. Alfredo Pérez Guerrero. Ambas garantizan el recurso de Habeas 
Corpus. En la de 1944-45, se dice que el recurso cabe cuando la detención, pri­
sión o procesamiento infringen los preceptos constitucionales o legales; en la de 

1946-4 7, que es procedente cuando la detención, arresto o prisión no provienen 
de orden de autoridad competente, con expresión del motivo "el cual no podrá 
ser sino uno de los determinados por la léy ". 

La diferencia importante es la de que, en la Constitución de 1946, no hay 
Habeas Corpus para el delito infraganti, contravención de Policía e infracción mi­
litar¿ Las demás diferencias no son de substancia. El sentido del recurso es el mi.!­
mo. Dentro del régimen de cualquiera de las dos Cartas Políticas, cabe ordenar la 
libertad del detenido si la prisión es ilegal, y no basta la orden escrita de autoridad 
competente. Es preciso que esa orden provenga de motivos "determinados por la 
ley". Esos motivos tiene que apreciarlos la autoridad municipal, por lo que consta 
de autos. Al respecto, el mismo Maestro Universitario, paladín de la democracia y 
jurista de renombre internacional, con justicia inmotalizada en la peremnidad del 
bronce nos trae el ejemplo siguiente : Si la orden de prisión se basa en que el preso 
es ladrón de mercaderías y en autos consta que la única prueba en que la autori­
dad se fundó, es la de que el detenido estuvo paseando cerca de algún almacén, la 
autoridad municipal deberá ordenar tal libertad. No se trata, pues, de solamente 

leer la orden escrita de autoridad competente , sino de apreciarla en su fondo _y en 
su forma. Lo contrario es destruir una de las más valiosas garantías constituciona­
les. 
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La Constitución Política de 1967 

La Asamblea Nacional Constituyente de 1967, que la presidió el Dr. Gonzalo 
Cordero Crespo, dictó la Carta Política del Ecuador, la misma que entró en vigen­
cia el 25 de mayo de 1967 consagrando en el Art. 28, numeral 180., literal h) el 



derecho de Habeas Corpus que dice: 

Art. 28.- Derechos garantizados.- Sin perjuicio de otros derechos que se de­
riven de la naturaleza de la persona, el Estado le garantiza: 

l 80. - La libertad y seguridad personales. En consecuencia:
h) Quien considere inconstitucional o ilegal su prisión o detención, puede aco­

gerse al Habeas Corpus.- Este derecho lo ejercerá por sí o por otro -sin necesidad 
de mandato escrito- ante el Alcalde o Presidente del Concejo bajo cuya jurisdic­
ción se encuentre, o ante quien haga sus veces. Esta autoridad ordenará que el re­
currente sea llevado de inmediato a su presencia y que se exhiba la orden de priva­
ción de libertad, y el encargado de la cárcel o lugar de detención acatará este man­
dato". 

"Si no se presentare al detenido, o si no se exhibiere la orden, o si esta no reu­
niere los requisitos anteriormente prescritos, o si no hubiere faltado al procedi­
miento, o si se huhiere justificado -a criterio del Alcalde o Presidente del Conce­
jo- el fundamento del recurso interpuesto, este funcionario dispondrá la inmedia­
ta libertad del reclamante. Quien desobedeciere tal orden será, sin más trámite, 
destituído inmediatame11 te de su cargo o empleo por el mismo Alcalde o Presiden­
te del Concejo, quien comunicará la destitución a la Contraloría General del Esta­
do y a la autoridad que deba proveer su remplazo". 

"El emp1er..tio destituido podrá reclamar por la destitución ante el Presidente 
de la Corte Superior de Justicia del corrPspondiente distrito, dentro de veinticua­
tro horas de notificado, pero después <ÍP haber puesto en libertad al detenido". 

"De no justificarse la petición, esta será desechada". 

Comentario al Habeas Corpus de la Constitución Política de 1967: 

Veamos que a diferencia de las Constituciones de 1929, 1945 y 1947, esta 
Constitución introduce innovaciones de fondo, agregando causales por las cuales el 
Funcionario Municipal deberá ordenar la libertad "inmediata" del detenido, a sa­
ber: "si se hubiere faltado al procedimiento", o "si se hubiere justificado -a crite­
rio del Alcalde o Presidente del Concejo- el fundamento del recurso interpuesto" 
ampliando as{ el rol de acción del Funcionario Municipal en la aplicación del Ha­

beas Corpus, dejando de ser, un mero analista de los asuntos de forma, para entrar 
a la esfera del estudioso de los antecedentes, y conocer los asuntos de fondo. 

De ahí entonces que el Art. 28 numeral 18, literal h) de la Constitución Po­

lftica riel Estado de 1967, refiriéndMe al Alcalde o al PresidPnte del Concejo Mu­
nicipal, manda que estos funcionarios dispongan la inmediata libertad del recla­
mante, en los 5 siguientes supuestos: 
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a) Si no se presentare al detenido;
b) Si no se exhibiere la orden de detención;
c) Si esta orden no reuniere los requisitos;
d) Si se hubiere faltado al procedimiento; y,
e) Si se hubiere justificado- a criterio del Alcalde o Presidente del Concejo­

el fundamento del recurso interpuesto.

Si se analizan las causas de la admisión del recurso, consagradas en la Consti­
tución, materia de este comentario, en los tres primeros casos no hay mayor difi­
cultad para su justificación, por que caen dentro de lo formal; empero en los dos 
últimos, nos hallamos frente a graves escollos que durante el período de vigencia 
de la Carta Política del 67, no pocas veces, se dió fuertes polémicas de orden Jurí­
dico, por la amplitud concedida a los Funcionarios Municipales, resultando mu­
chas veces que, Presidentes de los Concejos Municipales que generalmente eran le­
gos en materia jurídica, cometían errores de mala o buena fe en la concesión del 
recurso. 

Es digno de anotar el hecho, que en el procedimiento constitucional estableci­
do en el Hábeas Corpus, de la Constitución �n estudio, no se establece ningún pla­
zo ni término dentro del cual se acepta o rechaza el recurso. Y por el contrario se 
ordena y emplea la oración "dispondrá la inmediata libertad del reclamante". 

Constitución de 1979 Aprobada en Referendum 

He aquí el texto: 
"Art. 19. - Toda persona goza de las siguientes garantías:
16. la libertad y seguridades personales. En consecuencia:
j) toda persona que creyere estar ilegalmente privada de su libertad puede aco­

gerse al Habeas Corpus. Este derecho lo ejerce por sí o por interpuesta persona, ,in 
necesidad de mandato escrito, ante el Alcalde o Presidente del Concejo bajo cuya 
jurisdicción se encuentre o ante quien haga sus veces. La autoridad municipal or­
dena inmediatamente que el recurrente sea cond11,cido a su presencia y se exhiba la
orden de privación de la libertad. Su mandato es obedecido sin obseroación ni ex­
cusa por los encargados de la cárcel o lugar de detención. 

Instruido de los antecedentes, el Alcalde o el Presidente del Concejo, en el 
plazo de cuarenta y ocho horas dispone la inmediata libertad del reclamante, si el 
detenido no fuere presentado o si no se exhibiere la orden, o si ésta no cumpliere 
los requisitos legales, o si se hubiere cometido vicios de procedimiento, o en fin, 
si se hubiere justificado el fundamento del recurso. El funcionario o empleado que 
ni acatare la orden, es destituído inmediatamente de su cargo o empleo sin más 
trámite por el Alcalde o Presidente del Concejo, quien comunica la destitución a 
la Contraloría y a la autoridad que deba nombrar su remplazo". 



"El empleado destitu ído, luego de haber puesto en libertad al detenido, pue­
de reclamar ante el Tribunal de lo Contenciso Administrativo, dentro de ocho días 
de notificado, de su destitución." 

Comentarios al Habeas Corpus de la Constitución Política de 1979 

En esta Constitución, al igual que en la de 1967, se presentan cinco casos co-
mo causales para que proceda la institución señalada, a saber: 

1) Si el detenido no fuere presentado;
2) Si no se exhibiere la orden de detención:
3) Si ésta no cumpliere con los requisitos legales;
4) Si se hubiere cometido vicios de procedimiento; y,
5) Finalmente, si se hubiere justificarlo ,,f 1111"/nmrnto del recurso.

La Primera Comisión de Reestructuración Jurídica del Estado, prrsidida por 
el Dr. Carlos Cueva Tamaríz; preparó y redactó el Proyecto de Constitución 
que fue aprobada en el Referendum de 1978, prácticamente adoptó casi literal­
mente la norma de la Constitución de 1967, referente al llabeas Corpus. Mi acerto 
se justifica, con solamente comparar las causales consagradas en la del 6 7 con la 
Constitución del 79 y constataremos que son las mismas; habiendo una pequeña 
diferencia, no de fondo sino más bien de redacción, en la causal 4); mientras en la 
de 1967 se dice: "Si se hubiere faltado al procedimiento", en tanto que en la de 
1979 se habla de: "Si se hubiere cometido vicios de procedimiento". 

/lay también otra diferencia, en cuanto al plazo. Y así en la Constitución de 
1967 no se fija plazo alguno para qu<' el Funcionario Municipal dispon[{a la liber­
tad del reclaman te, utilizando el t•ocablo "inmediatamente": en cambio en el 
proyecto que fue aprobado en el Referendum de 1978, se agregó el "plazo de cua­
renta y ocho horas" paro r1e el Alcalde o Presidente del Concejo Municipal resuel­
va el recurso. De los dos sistemas, es más convenirnte el sin plazo dada la urgencia 
que reviste P,l recurso de Habeas Corpus; porque el plazo generalmente siempre 
constituye un pretexto, para alargar la finalidad que persigue la Institución de 
]ustiniano. 

Y, esto es tan real, que la Cámara Nacional de Representan tes, al re.formar 
la Constitución aprobada en el Referendum, retornó al sistema de la del 67, esto 
es, suprimió el "plazo de las cuarenta y ocho horas" y utilizó nuevamente el voca­
blo "inmediatamente". 

La mayor parte de Tratadistas nacionales de Derecho Constitucional, coinci­
den en afirmar que las tres primeras causales para aceptar el recurso, no traen nin­
gún problema ni en cuanto a la forma, ni en cuanto al fondo, por que son de fácil 
iustificación; no as{ en la cuarta, o sea "a los vicios de procedimiento" que se han 
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hecho serios reparos de orden legal, aduciendo que ofrece dificultad de interpreta­
ción, por una parte, y por otra, se adur.e que dos entidades tan dispares como son 

la libertad individual y la validez procesal deben correlacionar racionalmente la 
una con la otra para evitar desviaciones. No faltan criterios más radicales, que in­
clusive sostienen la necesidad de suprimir de la Constitución Política la cuarta cau­
sal "vicios de Procedimiento" que tanto revuelo ha causado en los tres últimos 
años, especialmente por parte de Funcionarios del Organismo Jurisdiccional. Yo 
no comparto ni con los que sostienen el criterio ligero de suprimir, ni con aquellos 
juristas que ven en "los vicios de procedimiento" como la puerta abierta para que 
los Funcionarios Municipales invadan el área jurisdiccional. Y, no me convencen 
los argumentos es!frÍmidos, sencillamente, por que se puede solucionar los temo­
res, con una disposición en la Ley de Régimen Municipal que guarde armonía con 
la Constitución Política en vigencia, máximo que el actual Art. 74 de la indicada 
ley, peca por obsoleta y, para mi criterio, se halla derogada, conforme demostra­
ré en un acápite especial. 

Por otra parte no debe confundirse el juicio sobre la licitud o arbitrariedad de 
la detención, con un pronunciamiento sobre la culpabilidad o inocencia del acusa­
do, esto ni corresponde al recurso de Habeas Corpus, ni menos a su procedimiento 
sumárisimo, la expresión de motivos en la orden de detención es simple y llana­
mente la que debe ser calificadas y cosa igual en tratándose de vicios de procedi­
miento. 

Cabe también anotar que desde hace unos dos años, ha tomado fuerza y con­
ceso, tanto en esferas gubernamentales, como en ciertos Partidos PoUticos y un 
buen número de ciudadanos, la idea de conseguir se reforme el literal j) del nume­
ral 16 del Art. 19 de la Constitución Política del Estado, introduciendo al Habeas 
Corpus "excepciones" relativas al tráfico de estupefacientes, al terrorismo, viola­
ciones, etc. Nadie puede discutir y peor defender el terrorismo, venga donde vinie­
re, como tampoco defender a traficantes de drogas o violadores desadaptados. Pe­
ro, de ahí a que se intente introducir "excepciones" a la generosa institución del 
Habeas Corpus, me parece suicida. El derecho de Habeas Corpus, como garant{a 
individual y tomún a todos los habitantes del territorio, no admite excepciones, 
como no pude admitir excepciones la garantla de inviolabilidad a la vida, de domi­
cilio, la libertad de trabajo o de tránsito, etc. 

La Ley Penal, puede ser reformada para hacer más dura la pena para los deli­
tos invocados, aunque, Penalistas de renombre contemporáneo, sostienen que "la 
dureza de la pena no es virtud de la ciencia Penal, para curar el mal" sino "el trata­
miento del delincuente, como a persona, suceptible de reeducación". 

Introducir "excepciones" en el Habeas Corpus, debilitarla la institución, po­
niendo en peligro la libertad personal y dando posibilidades a Gobernantes Autori-
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tarios, para que utilicen como arma política, un simple "parte policial", o "del 
SIC" o de la "INTERPOL ". Peligrosa idea, la de "excepciones". Puede trastornar 
el Hábeas Corpus. 

"VICIOS DE PROCEDIMIENTO" 

Conviene aclarar, lo que se ha de entender por "vicios de procedimiento" y, 
para ello, cabe partir de la definición del término "vicio". En el Diccionario Enci­
clopédico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas, consta la palabra "vicio" co­
mo sinónimo de m_ala conducta, defecto que anula o invalida un acto o contrato, 
sea de forma o de fondo, etc.; estas definiciones, hacen pensar que la expresión 
empleada en la Constitución: "vicios de procedimiento", se refiere sin lugar a du­
da a defectos en la realización de actos y contratos, o en el trámite de actuacio­
nes judiciales, o en las sustanciación de juicios e instancias. 

Así comprendido el alcance de la expresión constitucional, se concluye que 
"los vicios de procedimiento", aluden a las omisiones de solemnidades sustancia­
les, inherentes a los procesos penales, establecidos en el Art. 309 del Código de 
Procedimiento Penal, y cuyo efecto, en el caso de contravención, es la nulidad 
procesal. 

Así por ejemplo, la falta de compet1'11cia legal del juez que conoce un litigio, 
como si un Juez Instructor iniciare un juicio penal por "peculado" que es de cono­
cimiento privativo de los Jueces de lo Penal: o cuando no hubiere sido citado el 
encausado con el auto cabeza de proceso, etc. en estos casos, habría omisión de 
solemnidades sustanciales, que constituirían "vicios de procedimiento". 

En efecto, cuando la Constitución, en la parte mencionada, señala "vicios de 
procedimiento". Tal afirmación tiene un carácter de excPso ¡{eneral, pues bien 
puede entenderse que los anotados "vicios de procedimiento" ingresan de modo 
directo en la estructuración del proceso penal. 

Sin embargo, es importante anotar que no siempre los vicios de procedimien­
to en el proceso penal, llegan a ser determinantes de la privación legítima de la li­
bertad. Hay omisiones desvinculadas totalmente de la orden de detención, que 
pueden posibilitar, en casos concretos, su legitimidad, muy a pesar de los vicios 
que incluyen el juicio. Se hace imprescindible, conforme expresé en líneas anterio­
res, clarificar de mejor manera la norma constante en la Constitución y pormenori­
zar en la ley secundaria, a fin de conciliar la libertad individual _y la validez proce­
sal. De otra manera, según la Carta PoUtica, toda violación de procedimiento o de 
vicio, implicaría el franqueo de la libertad del detenido. Por ello, la solución: la 
ley secundaria, de Régimen Municipal debe ser actualizada, siempre guardando ar­
monía con la norma constitucional. 
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Por ser un punto controvertido, "vicios de procedimiento" he creído conve­
niente traer a colación algunos criterios expuestos por Juristas, Funcionarios Mu­
nicipales de renombre, Miembros de la Función Jurisdiccional, sobre el Habeas 
Corpus y los "vicios de procedimiento"; que servirán como materia de investiga­
ción y trabajo para los estudiosos del Derecho: 

Del Dr. Gonzalo Zambrano Palacios Ex-Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia 

" . . .  Si se hubiere cometido vicios de procedimiento", es por decir lo menos, 
generalísima y demás lacónica. Es de entecer que los vicios de procedimiento con­
curren en la organización del proceso penal, pero deb{a correlacionarse el precepto 
constitucional que se comenta con el Art. 309 del Código de Procedimiento Penal 
que enumera las solemnidades sustanciales, cuya omi.sión genera la invalidez proce­
sal, concordando esta regla con el primer inciso del Art. 311 del mismo Código, se­
gún el cual no se tomará en cuenta la falta de una solemnidad sustancial, cuando 
no hubiere influido en la decisión de la causa y, advirtiéndo la regla capital que 
consta desde la Constitución de 1967, regla que no puede sacrificarse la justicia 
por la sola omisión de formalidades". 

"Ahora bien, dice el Dr. Zambrano Palacios, no existe relación de causa a 
efecto en la norma constitucional que se analiza; dicho de mejor manera, no todos 
los vicios de procedimiento en el enjuiciamiento penal, pueden ser determinantes 
de la legítima privación de la libertad. Existen omisiones del todo desvinculadas de 
la orden de detención que, en un caso concreto, puede ser plenamente legítima, 
con prescindencia de los vicios que el proceso ostente." 

Del Dr. Alvaro Pérez lntríago Ex-Alcalde de San Francisco de Quito 

Dice: 

"Vicios de procedimiento. . . la ley de Régimen Municipal, en el inci.so 
quinto, numeral 2 y 3 del Art. 74, formula precisamente lo que ya he manifesta­
do, puesto que se dispone la obligación de estudiar inmediatamente" los antece­
dentes que permiten dictar, en forma motivada y dentro del plazo de 48 horas, la 
orden de que subsanen los defectos legales, si el Recurso se contrae a reclamar vi­
cios de procedimiento; y, la orden de que se ponga al recurrente a disposición de 
los jueces propios, cuando la denuncia alude a la competencia o al estudio de lo 
actuado y lleva al Personero Municipal a esa conclusión". 

'_'Por lo anteriormente anotado, dice a esa fecha el Alcalde de la ciudad de Quito, 
considero que no puede dejar de analizarse los aspectos de fondo y si se cometie­
ron o no los "vicios de procedimiento", que en forma expresa se hallan determi­
nados en la ley de Régimen Municipal, ésto, no obstante la circunstancia de que 



en el campo de la resolución principal de la causa, no le corresponde al Alcalde o 
Presiden te del Concejo, resolver, sino más bien, al Juez competente; a la Primera 
Autoridad Municipal, le toca resolver sobre la li�ertad de un ciudadano y hacer 
respetar la Institución del Habeas Corpus que proteje derechos inmanente y con­
naturales de todo ser humano y mirando especialmente, alrededor de los factores 
adjetivos y sustantivos que sirvieron para primar la libertad al recurrente". 

Del Dr. Jaime Hidalgo López Ex Procurador General del Estado, 
Subrogante 
Dice: 

"El Habeas Corpus constitucional constituye una garantía personal a la vez 
que un derecho". 

"El contenido y alcance actuales del derecho en cuestión, plantean un cambio 
radical de la institución, cuyo principio de causalidad para invocarlo, radicaba an­
taño tan solo en los vicios formales de la orden de privación de la libertad, en su 
existencia, o en la no presentación del detenido. En la actualidad, el Alcalde o Pre­
sidente del Consejo, tiene la facultad muy amplia de entrar al análisis jurídico so­
bre el cumplimiento de los requisitos legales para la detención, entre otros, de 
aquellos establecidos en los Arts. 73, 88 y 89 del Código de Procedimiento Penal". 

"Este proceso congnoscitivo -dice el f;x Procurador del Estado-, reservado 
antes únicamente al juzgador, permitP ahora al Alcalde o Presidente del Concejo 
formular juicios de valor y decidir en función de ellos sobre la libertad del peticio­
nariú, lo que podría implicar, en cierto modo, una contradicción con lo dispuesto 
en el Art. 96 de la propia Carta Fundamental". 

Dr Dr. Leopoldo Chávez del Pozo, Ministro Fiscal de la Prov. de Bolí­
var 
Dice: 

"Con respecto a los "vicios de procedimiento", sería menester hacer una acla­
ración legal relacionada al hecho de que la Autoridad Municipal tendría que hacer 
un estudio del proceso instaurado en contra del recurrente para ver si se ha come­
tido o no "vicios de procedimiento". Medida poco feliz ésta por cuanto se corre el 
riesgo de que todo recluído trate de acudir al Alcalde o Presidente del Concejo pa­
ra lograr su libertad, evitando la tramitación normal de los juicios ante personas 
llamadas a administrar justicia en forma expresa como son los jueces". 

De. Dr. Enrique Echeverría G. Editorialista del Diario El COMERCIO. 
Catedrático Universitario, Penalista y Defensor del Habeas Corpus. 
Dice: 
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"Como todos conocen, hay en nuestro país un recurso que ampara a los po­
bres; a los presos que, ilegalmente, están en la cárcel y su juez prolonga o retarda

su situación, en especial en aquellos juicios que tienen algo o mucho de políticos. 
Es el recurso de háberu Corpus.". 

"De ellos requieren un comentario sobre la institución mi.sma del recursos de 
habeas corpus y muy en particular, sobre las palabras "vicios de procedimiento", 
como una de las causas para invocarlo". 

"El Alcalde puede dar libertad al recu"ente, pero también puede negarlo. Le 
concede libertad . .. 4) o si se hubieren cometido vicios de procedimiento . .. " 

"A partir de 1951 a otro Alcalde -ya fallecido- se le ocurrió resolver que no 
podía revisar la legalidad de la orden de prisión: debía limitarse a veririficar que 
existe la orden y hecho eso, que el preso vuelva a la cárcel". 

Ahora "el señor Procurador General del Estado también ha emitido opinión 
sobre la causa 4: a los "vicios de procedimiento" los asimila a las causas de nulidad 
del juicio penal: incompetencia del juez, personería legítima de las partes, recep­
ción de la prueba, etc.". 
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"Es un criterio acertado sostiene el Dr. Echeve"ía-, pero en la nota del se­
ñor Procurador hay un pá"afo inconveniente, peligrosos, que podría acabar con 
la facultad del Alcalde para analizar la legalidad de la orden de prisión, pues opina 
el señor Procurador que la actual facultad amplia del Alcalde" podría implicar, en 
cierto modo, una contradicción con lo dispuesto en el Art. 96 de la Propia Carta 
Fundamental.". 

"Ese Art. 96 dice: Los órganos de la Función Jurisdiccional son independien­
tes en el ejercicio de sus funciones. Ninguna autoridad puede interferir", cierto; 
excepto aquella a quien la Constitución faculta hacerlo; en este caso, el Alcalde, 
aquien expresamente le faculta atender los recursos de habeas corpus y ordenar la 
libertad del preso si la prisión no es legal". 
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DERECHO, 

CAMBIO SOCIAL 

Y ENSEÑANZA DEL DERECHO 

Por: Juan Pablo Aguilar A. 

Pocos son los juristas que se 

preocupan por saber para qué 

sirven; se limitan a ob�decer. 

M. Villey 

INTRODUCCION 

ha merecido en nuestro país el estudio del 
! su función en el mantenimiento de lcu es­
. otro tanto podemos decir de la reflexión
derecho en nuestras Universidades y cómo
ión jurídica hacen que SP. generalicP. una de­
ntro de un proceso que tiende a lo que se
,ta de los juristas" (Barcellona y Coturri,

•n eludidos por juristas .Y estudiantes dP. le­
e sí es grave, es que profesionale., Y estu­
(eamien tos revolucionarios, o simplemente
! e11 este campo al carro del tradicionalis-

·sible en quienes asumen posiciones revo­
incepción -a la que nos referiremos más
a la idP.a de usar el derecho como un ett,.
�ial, para aquellos que aceptan como pro­
·explícable, _ya que los mismos cambios _v
'J la forma de implementarlos, requieren
'para utilizar las normas jurídicas de una

?nal, y de una visión acerca del fenómeno jurídico 
diametralmente opuesw u ut¡i1ella que se transmite a los estudiantes de leyes, y se 
convierte en la predominante entre los profesionales del derecho. 

Y esto resulta preocupante, porque basta comprender el importante papel que 
lo jurídico juega dentro del sistema, al que siroe como mecanismo ordenador _v jus­
tificador, para darse cuenta que quienes tienen como meta la transformación de 
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las estructuras sociales deben volver la vi.sta hacia las formas de funcionamiento de 
este importante instrumento de dominación y control ideológico. 

Es hora ya de que la comprensión acerca del papel del derecho en la sociedad, 
permita que lo que en principio no es más que un arma de la clase dominante se 
convierta, dadas las peculiares características que posee, en instrumento de trans­
formación en beneficio de los sectores dominados de la sociedad. 

"De lo que se trata es ... considerando el derecho como un arma de domina­
ción, una máquina de opresión, de hacer con él lo que Lenin aconsejaba hacer 
con el fusil de la célebre "Carta de una madre a su hijo": no rechazarlo sino 
aprender a usarlo para volverlo contra el enemigo de clase (Weyl 1978:21). 

Pero es importante también destacar que la comprensión del papel del dere-
cho en la sociedad tiene una vinculación estrecha con el estudio de la forma en 
que se transmiten ideas y pautas de comportamiento acerca de lo jurídico, a quie­
nes serán los encargados de trabajar directamente con la ley: los estudiantes de de­
recho, futuros abogados. La reforma a la enseñanza del derecho se muestra enton­
ces como de importancia fundamental, sin que podamos tampoco pensar que sea 
la panacea universal y el objetivo fundamental dentro de un proceso de cambio so­
cial. 

No se trata de recobrar para la Universidad la condición de "revolucionaria", 
ni siquiera de "institucionalmente contestataria", sino de hallar las lógicas 
fisuras de su estructura, las "cabezas de puente", que puedan ser utilizadas en 
apoyo de un proceso de transformación nacional, cuyo eje básico pasa bastan­
te lejos de los claustros universitarios. Reconociendo la condición básica de la 
Universidad, como determinada por las necesidades del sistema, se trata de ha­
llar en su desarrollo contradictorio y desigual las condiciones que permitan 
dentro de la llamada "Reforma" ir constituyendo centros y actividades uni­

versitarias, que en la medida en que son disfuncionales al todo, sean elemen­
tos dinámicos de creación de ciencia nacional; de conocimiento de la realidad 
ecuatoriana; de capacitación de cuadros técnicos capaces de llevar adelante las 
transformaciones cuando sean posibles; en suma, de prestar, en su nivel, el 
apoyo más eficiente 3 la organización y desarrollo de las fuerzas revoluciona­
rias (Ayala 1976: 35-36). 

Queremos, a través del presente trabajo, mostrar la importancia que el dere­
cho tiene para el mantenimiento del si.stema, y el papel que juega la enseñanza ju­
rídica en la transmi.sión de conceptos y contenidos que no tienden a otra cosa que 
a fortalecer las estructuras de dominación y a reproducir, en nuestra sociedad, la 
ideología burguesa. Pero, reconociendo estos hechos, se trata también de replan­
tear el papel del abogado, mostrando el rol que como tal puede tener en el proceso 
de transformación de la sociedad, y estableciendo las peculiares características del 
derecho, que hacen posible que el instrumento de dominación se convierta en fac­
tor de cambio. 



DERECHO Y CAMBIO SOCIAL 

1.-EL DERECHO COMO INSTRUMENTO DE DOMINACION 

Hablamos ya de la importancia secundaria que tiene el derecho para quienes, 
asumiendo posiciones revolucionarias, consideran que la utilización de lo jurídico 
como factor de cambio social no es sino un modo de hacerle el juego a la burgue­
sía, y retardar la llegada de la anhelada transformación. 

Tal planteamiento ha hecho que los trabajos producidos desde sectores pro­
gresistas de la sociedad hayan relegado a un segundo plano los estudios sobre el de­
recho, impidiéndonos tener una visión clara acerca del fenómeno jurídico y su 
función dentro de la sociedad. 

Tal vez la culpa de esto la tenga la simplificación de que ha sido objeto la teo­
ría revolucionaria, y fundamentalmente el marxismo, que en mucho, y para mu­
chos, ha perdido su carácter de guía para la acción y se ha convertido precisamen­
te en lo que sus más connotados teóricos querían impedir que sea, un dogma (Le­
nin 1979:68). 

Cuando del derecho se trata esta realidad se agrava, sobre todo si tomamos 
en cuenta que se ha constituido en una verdad aceptada por todos aquella que sos­
tiene que, ni .'Warx ni Engels, nos dejaron una teoría elaborada acerca del fenóme­
no jurídico. Consecuentemente, el querer convertir en dogma las referencias que 
en diversos lugares hicieron los fundadores del marxismo acerca del derecho, es 
doblemente peligroso y perjudicial. 

La desvalorización de lo jurídico por el marxismo tiene su origen en la simpli­
ficación de dos constataciones de Marx: aquella que establece que el d�recho es un 
instrumento de dominación, y la que nos presenta a lo jurídico como condiciona­
do por lo económico y, en última instancia, como reflejo superestructura[ de la es­
tructura económica de la sociedad. 

La primera de estas afirmaciones se sintetiza muy bien en la conocida frase 
del Manifiesto: el derecho no es más que "la voluntad de la clase dominante erigi­
da en ley" (Marx y Engels 1970:43-44). La segunda afirmación incide en que se 
aprecie al derecho como un fenómeno secundario, supeditado al desarrollo de la 
economía, en la cual se encontraría cualquier explicación que se busque acerca de 
lo jurídico. 

La importancia que tiene, para una cabal comprensión del fenómeno jurídico, 
el establecer que el derecho es un instrumento de dominación, no puede sin em­

bargo llevarnos a considerar que todas sus normas no son más que la expresión de 
la voluntad de la clase dominante, sin que en su elaboración intervengan, para na-
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da, las clases dominada&. Así mismo, el reconocer que "el modo de producción de 
la vida material condicib'na el proceso de la vida social, política y espiritual en ge­
neral" (Lenin 1979: 15), no puede llevarnos a pensar en lo jurídico como un mero 
reflejo de lo económico y sin el más mínimo grado de autonomía. 

Ya el mismo Engels, en una carta dirigida a J. Bloch el 21 de septiembre de 
1890, hacía hincapié en este aspecto, y, refiriéndose más concretamente a lo jurí­
dico, decía en carta de 27 de octubre de 1890 a Conrad Schmidt: 

Con el derecho ocurre algo parecido. Tan pronto como se hace necesaria la 
nueva división del trabajo que origina el abogado profesional, se inaugura un 
dominio nuevo e independiente, el que, a pesar de su dependencia general res­
pecto de la producción y del comercio, no deja de tener su capacidad propia 
de reactuar sobre estos dominios. En un Estado moderno el Derecho no sólo 
debe corresponder a la situación económica general y ser la expresión de ésta, 
sino que debe ser también una expresión coherente y que no parezca, debido 
a contradicciones internas, palmariamente inconsistente. Y para lograrlo, se 
infringe más y más el fiel reflejo de las condiciones económicas. Y cuando 
más es así, más raramente ocurre que un código sea la expresión brutal, sin 
mitigar, inadulterada, de la dominación de una clase: esto ofendería a la "con­
cepción de la justicia". Incluso en el Código de Napoléon está ya adulterada 
de muchas maneras la concepción pura y lógica de la justicia sostenida por la 
burguesía revolucionaria de 1792-1 796, y en la medida en que está encarna­
da en él está obligada a sufrir diariamente toda clase de atenuaciones debido a 
la naciente fuerza del proletariado (Marx y Engels 1972: 399). 

Así como lo jurídico no es un simple reflejo de lo económico, tampoco es una 
exacta concreción de los intereses de la clase dominante, puesto que si bien los si­
gue representando, no es, repitiendo lo dicho por Engels, una "expresión brutal, 
sin mitigar, inadulterada, de la dominación de una clase" (Marx y Engels 1972: 
399). 

Esto porque el derecho, dentro de los instrumentos de control social, tiene la 
especial característica de ser un instrumento de dominación y control a través del 
consenso, un instrumento que debe aparecer como justo y que, repitiendo nueva­
mente a Engels, no puede darse el lujo de ser visto como una ofensa a la justicia. 

En efecto, el derecho se presenta como un conjunto de nonnas generales y 
abstractas, aparentemente iguales, neutrales, y que en una democracia capitalista 
se muestran como representación del interés de la sociedad en su conjunto, "decla­
ración de la voluntad soberana" según la expresión del artículo primero de nuestro 
Código Civil. Con esa apariencia, el derecho se convierte en eficaz medio de con­
trol ideológico de la sociedad, pues presenta como justas y querida& por todos, re­

glas de conducta que no son sino las que requiere la clase dominante para mante­
nerse como tal. 

Pero para lograr esto el derecho requiere eliminar, ante la conciencia social, su 



carácter de imposición, y presentarse como fruto del consenso y la concertación. 
Esto hace necesario que ese acojan planteamientos que sectores sociales subordina­
dos presentan como sus aspiraciones en un momento determinado de la lucha de 
clases, y que se los integre a la ideología oficial a fin de que ésta siga apareciendo 
r,omo la ideología de la sociedad en su conjunto. Y esto aunque los planteamien­
tos acogidos lesionen algunos de los privilegios de que venían gozando los sectores 
dominantes, privilegios que pasan a un segundo plano cuando de mantener la esen­
cia del sistema se trata. El caso de la tan repetida frase: cambiar algo para que to­
do siga igual. 

El derecho ... si bien se origina en el conjunto del orden social de que se trate 
y como necesidad funcional de la conformación del aparato productivo con­
creto, cumple un rol básico en lo ideológico, en tanto tiene como objeto legi­
timar la dominación social mediante reglas de aparente aplicación general. .. 

. . . Por esta razón es que, como recuerda Gramsci ... el derecho, dentro de la 
superestructura, no se abandona a su desarrollo espontáneo, sino que es usado 
por el Estado como instrumento de "racionalización", también ideológico . 

. . . Si bien el derecno se origina en las necesidades del ordenamiento econó­
mico y, por eso, a ellas sirve, la forma jurídica -al encaminarse a la busca de 
legitimación social usa mecanismos parcialmente dictados por la lucha de cla­
ses y susceptibles de ser llenados por los términos concretos de ella (Pásara 
1978: 22-23). 

Podemos conceder al derecho un doble carácter, se lo dicta en beneficio de la
clase dominante, pero también atendiendo las necesidades de otros sectores socia­
les (Luxemburf!O 1977:42), y merced a Psto, puede utilizárselo a favor de intereses 
contrarios al dominante. 

La existencia de un derecho social nacido al margen de la que puede conside­
rarse la legislación tradicional de la clase dominante, parece ser la mejor prueba de 
lo dicho. El derecho, en consecuPncia, no es simplemente un reflejo del pensa­
miento de quienes detentan el po<ÍPr, sino que asimila también los planteamientos 
que las clases subalternas, a travPs de su lucha, log1an hacn reconocer por la clase 
dominante, que los integra al sistema como eficiente medio para lograr el consen­
so hacia la dominación, que desaparece ante el velo que el derecho tiende sobre 
ella. 

Tal como señala Jorge Santistevan, lo característico del derecho dentro de 'los 
instrumentos de dominación, es su capacidad de convertirse en una forma de con­
ciencia social (1980: 13), que se respalda coactivamente y lef!Ítima los fundamen­
tos de una estructura determinada. 

... el derecho convierte en normal, natural, la dominación de una clase, de­
jándola encubierta tras un supuesto consenso social. 
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De esta manera, la forma jurídica, en tanto que "forma de conciencia social" 
tiene la capacidad de concretar la dominación, alternando el uso de la fuerza 
con la búsqueda de la concertación y, al mismo tiempo, asumiendo un papel 
ideologizante a través del cual la dominación queda legitimada mediante re­
glas de aplicación general (Santistevan 1980:13). 

Aparece así más complejo y rico el proceso mediante el cual, a través de la ley, 
una clase impone a otra determinados patrones de conducta que aparecen como 
"orden estatal obligatorio para todos" (Alexandrov 1966:22), justo y necesario, 
encubriendo su esencia clasista y "propagando la falsa noción de que su derecho 
expresa los intereses de "toda la sociedad", protege al "individuo en general", ayu­
da a la "cooperación" entre las diversas clases en beneficio mutuo, etc.". (Alexan­
drov 1966:23). Estos patrones de conducta tienden a perpetuar determinadas con­
diciones de producción, consolidando el dominio de una clase sobre otra. En una 
sociedad capitalista la estructura legal busca defender y mantener un sistema basa­
do en la explotación de la mano de obra asalariada; la ley consolida el derecho de 
la clase propietaria, presentando como universalmente válidos, y amparadores de 
toda sociedad, los que no son "sino los derechos que requería la clase burguesa pa­
ra su dominio y expansión" ( Aguirre 1981: 297 ). 

Pero el especial papel jugado por el dere�ho como instrumento de dominación 
ideológica, nos permite establecer que, por el mismo requerimiento de consenso, 
existe la posibilidad de instrumentalizar el derecho en beneficio de las clases ex­
plotadas. Como dice Pásara, "estamos autorizados a reconocer un 'margen de lega­
lidad' en donde se desenvuelve el enfrentamiento de los intereses contradictorios 

de las clases sociales y a través del cual se desarrolla, también, la dinámica del pro­
ceso social" (Pásara 1978: 23 ). O como más explícitamente lo manifiesta Santiste­
van: 

... debido a la necesidad de legitimación del sistema y de si mismo, el derecho 
se sustenta en normas abstractas, universales y que se conciben como necesaria­
mente equitativas y justas. Esto hace que dentro del derecho mismo y una regla 
originada por la necesidad de justificar la explotación del trabajo asalariado 
-aunque ello nunca sea explícitamente reconocido- en un momento dado pue­
da resultar favorable o, aprovechable por, un interés de signo contrario al domi­
nante. De aquí que el reconocimiento abstracto, general, universal, de dere­
chos . .. implica siempre el riesgo de que alguien reclame después su aplica­
ción en la realidad. Y su incumplimiento proporciona, cuando menos, argu­
mentos para poner en evidencia, la ineficacia y la incongruencia del sistema
jurídico, primero, y eventualmente conduce al cuestionamiento del orden
social. Esta suerte de "derecho al pataleo", no es, en modo alguno, desdeña­
ble en términos históricos, aunque pueda ser insuficiente en muchos casos
concretos". (Santistevan 1980: 14)

Es precisamente el reconocimiento de estos hechos, de la necesidad que tiene 
la clase dominante, en determinadas circunstancias, de aceptar los planteamientos 
de los sectores dominados, y de la existencia de un "derecho al pataleo", lo que 
nos sirve de base para asignarle un papel a lo jurídico en el proceso de cambio so-



cial. 

2.-DERECHO Y CAMBIO SOCIAL 

liemos dejado establecido que el derecho no es sólo expresió11 de la voluntad 
de la clase dominan te, "expresión brutal -.�ef!IÍn la _va citada expresión de Engels­
sin mitigar, inadul te rada, de la dominación de una clase" (.llarx _v Enf!el.s 19 72: 
399) sino que, pese a responder en última instancia a los intereses de ella, tiene
que sujetarse a la necesidad de lograr consenso para la dominación, lo que lle,,a in­
dudablemente a aceptar exigencias _v planteamientos provenientes de otros secto­
res sociales.

Pero, como también se insinuó, estas exigencias y planteamientos son ajusta­
dos a las necesidades del sistema y éste los asimila a fin de sobret•ivir, mediante un 
complejo proceso de asimilación-desactivación, en el que se combina11 la coerción 
y el consenso, como muy bien lo ha puesto de ma11ifiesto Santisteva11: 

... el derecho está inmerso en el conflicto social y, de manera dialéctica asi­
mila, una cuota de los intereses de los dominados, mediante cambios y reajus­
tes que lo flexibilizan, y recrea nuevamente -o intenta hacerlo- las condicio­
nes que perpetúan la hegemonia de los intereses dominantes ... El derecho se 
flexibiliza para asimilar ----i!Sto es, incluir dentro de sí- ciertos intereses que 
antagonizan con la racionalidad del sistema capitalista pero que el derecho se 
encarga de desactivar, mediante el uso de modalidades de concertación o re­
presión, según el caso. 

En la necesidad de constituirse en la garantía del funcionamiento (hoy) y la 
reproducción (mañana) del sistema -que a través suyo queda legitimado y en­
mascarado ideológicamente- en una formación predominantemente capitalis­
ta ... el derecho realiza un trabajo de asimilación y desactivación de aquella 
parte de los intereses que la clase dominante logra imponer o hacerse recono­
cer. En la eventualidad que quedaren fuera de la consagración o asimilación 
por el derecho, tales intereses afectarian la supervivencia del sistema en mayor 
medida o con mayor costo que el de su reconocimiento. Por ello, la plasma­
ción o conquista a nivel jurídico implica una concesión inmediata de la clase 
dominante que entraña la voluntad de desactivar la peligrosidad del conflicto 
social. Por esta vía no se llega al extremo anunciado por Farías ... en el senti­
do de que "en cada uno de esos momentos la burguesia concedió algo a fin 
de poder no cumplirlo", sino a un proceso más complejo y refinado mediante 
el cual -para evitar inconsistencias palmarias- se propicia la canalización de 
los conflictos por medios pac(ficos o su eliminación fraccionada, en áreas de 
mayor peligrosidad social (1980: 18-19). 

Vemos claramente el sentido que tienen las transformaciones que en el siste­
ma capitalista han sufrido, a lo largo de los años, instituciones típicamente burgue­
sas que, perdiendo su pureza original, han permitido la existencia de otras nuevas 
e, inclusive, el surgimiento de un derecho social que corre paralelo a ellas. 
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Pero se corre nuevamente el peligro de simplificar el asunto y perder de vúta 
lo complejo del fenómeno. No otra cosa ocurre cuando se afirma que la reforma 
legal, por el hecho de servir en última instancia a las necesidades de conservación 

del sistema, no tiene ninguna utilidad para las clases dominadas. No se toma en 
cuenta el hecho de que las reformas, por representar en mayor o menor medida 
aspiraciones de los dominados, aumentan la capacidad de juego de éstos, y se con­
vierte toda la lucha por ellas en un sin sentido y una pérdida de tiempo, puesto 
que el derecho, mero instrumento de dominación, no hace sino distraer a la clase 
dominada de su tarea principal, la transformación revolucionaria de la sociedad . 

. . . carecería de sentido la históricamente existente fijación de objetivos, por 
parte del proletariado y el campesinado, sobre conquistas legales en la lucha 
de clases; serían "errores" monumentales de los dominados; más aún, las con­
quistas difícilmente arrancadas a sus explotadores por los sectores populares 
no tendrían objeto ni explicación (Pásara 1978: 18). 

Se llega así al extremo de considerar que si las reformas son meros paliativos 
que retardan el advenimiento de la transformación social, sería mejor que éstlu no 
existieran, puesto que al atenuar la explotación e impedir que ésta se presente en 
toda su crudeza se convierten en eficiente medio de lucha contrarrevolucionaria. 
En otras palabras: tanto peor, tanto mejor. 

Son este tipo de razonamientos los que han ocasionado el menosprecio que 
de parte de sectores socialistas existe hacia el derecho, menosprecio que ha perju­
dicado la comprensión del verdadero papel jugado por este instrumento de control 
social, y ha imposibilitado que se vea claramente la importancia que las reformas 
al derecho burgués tienen dentro del proceso de lucha por la transformación revo­
lucionaria de la sociedad. 

Una concepción como ésta no hace sino simplificar la realidad y dejar de lado 
lo complejo de la situación, convirtiendo a todo en una lucha entre buenos y ma­
los en la que la vangi:,ardia del pueblo, con valentía y audacia toma el gobierno 
-que se identifica mecánicamente con el poder- .Y "hace" la revolución .

. . . el socialismo ... no será el resultado mecánico y violento de un movimien­
to insurrecciona!: será, antes bien, el resultado de una elaboración revolucio­
naria, sistemática, serena, constructiva, porque revolución no significa cuarte­
lazo, golpe a mano armada, motín, insurrección, sino labor paciente de derro­
camiento de viejos sistemas y estructuración de nuevos (Gallegos 1933:467). 

Y esta labor de estructuración de nuevos sistemas empieza desde ya -no hay 
que esperar a estar en el Gobierno para hacerla,y se la hace construyendo los 
factores que permitan a la clase dominada ir acumulando poder hasta conver­
tirse en la clase hegemónica dentro de una sociedad. No este el lugar para de­
sarrollar esta idea, pero es conveniente dejar sentado que el poder -y por ende 



PI cambio rPt•olucionario- no se lop-a sino mf'diante un proceso de acumulación 
r/p fuerzas en todos los campos, fundamentalmente en aquellos qut.' dicen relación 
con la ideología, siendo uno de los más importantes en este sentido el del derecho. 

Es la comprensión de ésto lo que permite que nos demos cuenta del importan­
tf' papel que la reforma jurídica juega en la transformación de la sociedad. 

/,a rPforma, sin embargo, debe ser visualizada como lo que es, un simple me­
dio, _v 110 se puede caer en el error de colocarla en el lugar de fin, razón última d1• 
la lucha. /,o que se busca es impulsar la transformación u ti/izando como medio la
reforma, el error está en absolutizar a ésta _v creer que la tra11sformació11 se la logra­
do cuando la rPforma ha sido conseguida. En este punto nos parece correcta la in­
terpretación que al respecto hace Stanle_v Moore: 

... las reformas son subproductos de la lucha revolucionaria, en el sentido de 
que el grado de avance hacia el socialismo resultante de una reforma dada de­
pende menos de la naturaleza de la reforma que de la naturaleza de la lucha 
por alcanzarla. El valor de la lucha por una reforma particular no se mide por 
el alcance que sus disposiciones se proponen lograr en la alteración de las ins­
tituciones existentes de la sociedad de clases. Se mide en términos del efecto 
de esta lucha particular en el avance de la gran lucha de clases, un efecto que 
dependerá de factores tales como el carácter de las otras reformas vinculadas 
a la reforma en cuestión, el momento y los métodos de su obtención, los ali­
neamientos de clase a su alrededor y las masas participantes en su lucha. Las 
reformas no pueden abolir la explotación. Pero con una dirección correcta, 
la lucha por las reformas puede organizar y educar las fuerzas de la revolu­
ción (1972: 52-53). 

La reforma jurídica es, sin duda a(!!1111a. si 110 se co111·iert1• 1•n fi11 1ilti1110 d1•l 
proceso, uno de los medios más cficie11/1•s rmra la orKani:;acit'>n r/1• las f11er:;as pro­
ta¡.{onistas del cambio radical rle estr,l("/11ras, p1H•sto que a11me11ta s11 cal'acidad dt• 
juego _v les permite ac11m11lar en .rn far·or una serie de Jactorf's que serán de d1•ci­
siva importancia cuando llepH• 1•/ e11/rr11tami1•nto final. :'Yo otra cosa t•s lo q111• di­
ce, por ejemplo, Rosa /,11xemb11rp1. al contestar a la preKrwta ,h• si son o¡mrstas o 
no la revolución social y la lucha por l<L� reformas sociales: 

La lucha diaria por las reformas, por el mejoramiento de la condición de los 
trabajadores dentro del sistema social y por las instituciones democráticas, 
ofrece ... el único medio de tomar parte activa en la lucha de clases al lado 
del proletariado y de trabajar en dirección a su objetivo final: la conquista del 
poder poi ítico y la supresión del trabajo asalariado. Entre las reformas socia­
les y la revolución existe . .. un lazo indisoluble: la lucha por las reformas 
es ... medio, la revolución social ... fin (1979: 9) (4). 

Pero la reforma legal no es más qui' u11 factor dc11tro del proceso ,l<• cambio 
social, un factor que permite mejorar la condición de las clases dominadas frente a 
las dominantes, pero que no puede transformar esa condición en su esencia, pues 
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ésta no tiene su origen en normas legales, sino en la organización económica de la 
sociedad. 

El fenómeno de la explotación capitalista no descansa sobre una disposición 
legal, sino en el hecho puramente económico de que la fuerza del trabajo jue• 
ga en esta explotación el papel de una mercancía que posee, aparte de otras 
características, la agradable cualidad de producir valor, un valor mayor al que 
consume en forma de medios de subsistencia para el trabajador ... las relacio­
nes fundamentales del dominio de la clase capitalista no pueden ser transfor­
madas por medio de reformas legislativas sobre las bases de la sociedad capi­
talista, porque estas relaciones no han sido introducidas por las leyes burgue­
sas, ni han recibido su forma de tales leyes (Luxemburgo 1977: 92). 

La reforma legal es importante para la revolución, pero sólo ésta última es ca­
paz de transformar radicalmente la sociedad. 

Aceptar esto, sin embargo, no significa rechazar cualquier posibilidad de reali­
zar avances legislativos que, a pesar de encontrarse dentro del marco del estado 
burgués, signifiquen pasos adelante que redunden en beneficio de la clase domina­
da y del proceso revolucionario. 

La historia nos muestra el importante papel que jugó el derecho en el largo ca­
mino de la burguesía hacia el poder, y nos enseña cómo, de un conjunto de nor­
mas que en principio les era hostil, los burgueses pudieron obtener una serie de 
concesiones que, poco a poco, aumentaron su capacidad de juego, y cuando el sis­
tema no pudo más, lo derribaron y construyeron su propia estructura, la sociedad 
capitalista. Como en la metáfora de Diderot, 

el dios extraño se instala humildemente en el altar junto al dios del país. Poco 
a poco se va asentando con firmeza. Entonces, una buena mañana, le da un 
codazo a su vecino y - ipaf!- el ídolo queda tendido en el suelo (Tigar y Le­
vy 1978: 20) 

Admitida la utilidad de la reforma legal, el aporte que en ella puede brindar el 
abogado es evidente, exigiendo, exprimiendo si se quiere al sistema, para sacarle el 
mayor número de concesiones. Compete al abogado comprometido con el camino 
un importante papel en la tarea de "poner a prueba las instituciones de poder a fin 
de comprobar hasta dónde están dispuestas a ceder, y después atacar las institu­
ciones del poder estatal di,ectamente" (Tigar y Levy 1978: 13) 

El campo de la reforma, sin embargo, no es el único que exige la presencia del 
abogado. Jfás importante es la tarea que éste puede realizar para ampliar los dere­
chos de los dominados en el ejercicio de la actividad judicial, como abogado liti­
gante, aprovechando el margen de juego que dejan las normas a los abogados 
-principalmente el "derecho al pataleo" al que nos referíamos antes- y la posibi-



lidad de un uso creativo del derecho por parte del juez, q1Le ha sido _ya destacada 
por autores como Pásara .Y Trazegnies (Pásara 1978, Trazegnies 1976). Como lo 
destaca este último a1Ltor, la reforma legal posibilita cambios desde arriba, mien­
tras una actividad judicial políticamente entendida ésta en capacidad de realizar 
transformaciones desde abajo, utilizando al máximo los mecanismos del sistema, 

en favor de los sectores dominados. 

Pero esta tarea debe estar acompañada por 1Lna den1Lncia q1Le demuestre que si 
bien se usa el sistema, no se acepta su validez y se exige su cambio, porque "se 
puede proc1Lrar el cambio del orden vigente, pero se debe aceptar la derrota a sus 
manos reconociendo la legitimidad de su pretensión de imperar" (Tigar _y Lev_y 

1978: 287). 

Porque si bien el papel del derecho es lograr consenso en la sociedad para las 
ideas de la clase dominante, cuando la esencia del sistema corre peligro, _y la l1L­
cha social ha llegado a tal extremo que hace peligrar el estado de cosas, la clase do­
minante sacrifica el consenso y recurre a la violencia. 

... el derecho no tiene poderes mágicos para desactivar total y necesariamen­
te la lucha de clases, cada vez que reconozca o integre los intereses de la clase 
dominada ... se presentan casos en que determinada fracción de la clase domi­
nante se ve incapacitada para imponer su hegemon ia, iniciándose entonces pe­
riodos en que -siempre a través del derecho- se privilegia la represión y el 
desconocimiento de conquistas sociales ... En tales circunstancias, cuando el 
derecho es violado, adquiere un valor ideológico de signo contrario que -con­
tra la voluntad de quienes lo instrumentalizan- reactúa en la sociedad, pro­
porcionando un nuevo germen activador del conflicto. Paralelamente, las nor­
mas represivas -que en principio constituyen una limitación, un retroceso pa­
ra la clase dominada- propician nuevos elementos que agudizan su lucha Y, a 
partir de ella, permiten el reinicio de actividades en favor del reconocimiento 
de sus derechos y la reanudación del proceso de asimilación desactivación 
(Santistevan 1980: 19) 

Pero no sólo en casos extremos la clase dominante viola su propia legalidad. 
De hecho, muchas de las conq1Listas alcanzadas por la clase dominada no se aplican 
en la realidad, son violadas o, simplemente, mediante el proceso de asimilación-de­
sactivación, al q1Le nos referimos antes, citando a Santistevan, pierden su sentido 
de conquista al encontrar la clase dominante la forma de hacerlas ineficaces, o 
contrarrestarlas. La clase dominante para mantener SILS privilegios, no se detiene 
en violar las reglas que ella misma ha imp1Lesto. 

El jurista comprometido con el cambio c1Lmple su papel, en este caso, al de­
nunciar la imposibilidad de la clase dominante para respetar, incl1Lsive, el propio 
sistema que ha creado y al q1Le denomina jlLsto. Como lo hace notar Arthur Ki­
noy: 

La función propia del abogado en el sistema consiste en darle buen aspecto, 
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en proporcionarle por lo menos una apariencia de justicia ... Pero ese mismo 
papel asignado al abogado es el que lo habilita para ser particularmente eficaz 
en el momento actual en la lucha destinada a salvaguardar y preservar aquellas 
formas (aquellas que dentro del sistema favorecen a la clase dominada) a me­
dida que la clase dominante, llevada por el miedo y la desesperación, va _

op­
tando por abandonarlas y destruirlas. Pero esto requiere del abogado radical 
flexibilidad, talento, y, sobre todo, comprensión. Debe sacar provecho de to­
da oportunidad que se presente para exponer, en el marco de la propia arena 
judicial, el hecho extraordinario de que los que ejercen el poder y quienes les 
sirven en el sistema judicial, ya sean fiscales o jueces, se están volviendo 
contra su propio sistema, dejando de lado las reglas fijadas por ellos mismos, 
que se destinaron antaño ... a expresar los principios entonces revolucionarios 
de la equidad, la igualdad, la justicia y la libertad (Tiger y Levy 1978: 295-
296). 

En consecuencia, al mismo tiempo que el juri.sta se siroe de los mecanismos 
que le brinda el sistema para provecho de las clases dominadas, 

Para evitar convertirse en mero instrumento de la ideología dominante -con­
tribuyendo a preservar la idea de que dentro de ella es posible lograr el triunfo 
de todas las ideas dignas de ello- ... pone al descubierto todas las formas en 
que el grupo dominante se aparta de su propia ideología (Tigar y Levy 197�: 
299). 

Pero una actividad de los juristas en este sentido exige, además, que se supere 
la visión tradicional acerca del derecho, .Y se elabore una teoría jurídica que contri­
buya al avance de las clases desposeídas. Se puede utilizar lo más posible el sistema 
jurídico vigente, pero no se pueden olvidar los límites que este posee _y, sobre to­
do, no se puede seguir pensando con esquemas propios de una ideología jurídica 
liberal, "hecha para una sociedad en conseroación" (Pásara 1978: 176). 

No podemos perder de vista que las reivindicaciones a las que aspiran las cla­
ses dominadas requieren una expresión jurídica, _v que los ataques al sistema im­
perante deben tener la forma de reglas y principios de carácter legal, que enfren­
ten a los que nos presenta la clase dominante. Este es un aspecto fundamental para 
el posterior establecimiento de una legislación socialista que refleje a plenitud los 
intereses de los desposeídos, siguiendo el ejemplo de la burguesía que, gracÚJs a la 
ideología jurídica que forjó durante sus siglos de lucha contra el poder feudal, pu­
do construir, una vez que tuvo el poder en sus manos, ese monumento de la legis­
lación que constituye el Código de Napoléon, en el cual se plasman los más caros 
intereses de la clase de los propietarios. Tengamos presente que "la clase de socie­
dad que se obtiene tras una revolución es la clase de sociedad que se merece, según 
la ideología jurídica edificada sobre los cimientos de la que la precedió" (Tigar y 
Levy 1978: 300) 

Se trata, entonces, de abandonar en lo jurídico los moldes de pensamiento de 
la ideología capitalista, y crear aquellos que sustenten un proceso de transforma­
ción hacia el socialismo. 



Pero todo lo dicho requiere, también, cambiar radicalmente la concepción 
que en torno al derecho tiene la gran mayoría de abogados, _y que les es trasmitida 
a lo largo del procew de enseñanza jurídica. Es necesario, en consecuencia, acudir 
a los centros reproductores de la ideología jurídica oficial, las Facultades de Dere­
cho, _y transformando métodos y contenidos de enseñanza, lograr la formación de 
un nuevo tipo de abogado, que pueda asumir como propias las tareas que deman­
da la transformación de la sociedad. 

No parece demás, para terminar este punto, dejar establecido que todo lo di­
cho hasta ahora no pretende otra cosa que asignarle al abogado un papel en el pro­
ceso de cambio social, mientras éste se juegue dentro del marco de las institucio­
nes de la clase dominante, en la que llamaríamos la etapa de acumulación de fuer­
zas. De ninguna manera se pretende insinuar siquiera que el derecho pueda jugar 
algún papel en el momento mismo del asalto a las instituciones de la clase domi­
nante o, como dice Novoa Monreal, que tenga "aptitud alguna para determinar 
una revolución" (1980: 191). Se trata simplemente de reconocer que, puesto que 
el proceso de transformación social es eso, un proceso, y no un cambio que se pro­
duce de la noche a la mañana, hay que jugar con todos los factores a nuestro al­
cance para ampliar la capacidad de juego de las clases dominadas y permitirles acu­
mular fuerzas para su acceso al poder. Hay que distinguir claramente cuándo se de­
be emprender el asalto de la fortaleza enemiga, _y cuándo lo que se requiere es, 
simplementr, or!!anizar drbidamrnte su asedio. 

LA REPRODUCCION DE LA CARTA DE LOS JURISTAS 

Hicimos notar ya que las Facultadrs de Derecho desempe1ia11 un papel funda­
mental en la reproducción de la idrolo¡!ía jurídica, por rl hecho de que 1CL� formas 
de conducta que se imparten en rilas, son las que llel'll11 los abogados a su 1 1ida pro­
fesional, _y las que les impiden actuar rl<' 1111a manera compromrtida co11 el cambio. 

Las facultades de Derecho, al 110 presrntar una l'isió11 crítica acerca drl objeto 
de su estudio, 110 hacen sino transmitir u11 conformismo social que llrr•ará a mu­
chos abofados a actuar sujetándosr estrictame11 te a las normas de comportamiento 
dictadas por la clase dominan le,si11 dete11erse a pensar acerca de la justicia o injus­
ticia de las mismas, o acerca d<' la forma en que co11tribu_ye11 al mantenimiento de 
un sistema asentado solm• la exp:otación de las !!randes mayorías. Y esto, como lo 
ha hecho notar Alberto IJ!ra_y, hace que i11cluso abogados "de milita11cia prowesis­
ta ", pero formados por los m o/des clásicos de la enseñanza jurídica, sean "incapa­
ces de formular una crítica de fo11do al sistema en su conexión con el mundo del 
derecho" (1980 (a): 33). 

La enseñanza jurídica, en sus contenidos expresos o tácitos, por lo que dice o 
deja de decir en las aulas, privilegi.a un modo de ver el derecho que oculta su carác­
ter clasista, al no analizar el fenómeno hasta sus últimas consecuencias, elimina11do 
la posibilidad de adquirir una visión crítica acerca de lo jurídico. 
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Y no podía ser de otra manera si tomamos en cuenta que, de acuerdo a la ra­
cionalidad del sistema, quienes van a aplicar _y utilizar la Ley, "deben ser los más 
informados acerca de la ideología jurídica dominante (y además deben compartir­
la)" (Sagredo 1979: 85). Sólo así se garantiza que quienes van a emplear la le_y, 
instrumento de dominación, actúen dentro del marco que la clase dominante re­
quiere para mantenerse como tal. "Admitir la posibilidad de que se solucionen las 
controversias en forma contradictoria a la ideología oficial sería admitir un quie­
bre en el sistema con mecanismos del propio sistema" (Sagredo 1979: 86). La Uni­
versidad, y concretamente la Facultad de Derecho, se convierten así en mecanis­
mo básico para el logro de la "coincidencia ideológica, imprescindible para el fun­
cionamiento del sistema en general" (Sagredo 1979:86), trasmitiendo ideas sobre 
la justicia y el derecho que elevan a la categoría de tal, las normas positivas desti­
nada.s a garantizar el mantenimiento de la clase dominante en el poder. Aunque no 
se lo manifieste expresamente a lo largo del proceso de enseñanza, el sistema de 
enseñanza jurídica tradicional tiende a transmitir una concepción acerca de lo jurí­
dico, que no es otra que la de la clase dominante (Wra_y 1980 (b)). 

Nos referiremos aquí a los que consideramos son los tres mecanismos funda­
mentales que, utilizados en la formación de los futuros abogados, sirven al fin de 
lograr profesionales con una concepción determinada acerca del derecho, concep­
ción que no es otra que aquella que tiende a mantener la estructura de explotación 
de la mano de obra asalariada. 

Partiremos del planteamiento de que 

el sistema está para transmitir conceptos y valoraciones de una clase dominan­
te. Sus contenidos no son neutrales, sino que la transmisión de conceptos y 
habilidades está orientada a satisfacer la demanda de trabajo calificado de la 
clase dominante, para una más eficiente explotación del trabajo (Colmenárez 
1978: 22). 

Reconociendo, en consecuencia, la falta de neutralidad del sistema de ense­
ñanza, no se trata de eliminar esta característica, sino de hacerla funcional a la ne­
cesidad de formar abogados para el cambio. Tras la neutralidad, se esconde la de­
fensa de lo establecido. 
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La educación tradicional que impone las verdades de los grupos dominantes 
contribuye más que a cambiar la sociedad a sostener!a y afirmarla. Detrás del 
maestro autoritario, del manual único, del texto sagrado, está la defensa sin 
discusión del sistema dominante y que el estudiante, futuro profesional debe 
aceptar como un hecho natural sobre el que nada puede hacerse. Esa visión 
idílica, abstracta y armónica que las facultades de derecho entregan de la 
ciencia jurídica es la más clara expresión de la subordinación pasiva que la 
educación tradicional reproduce al interior de las aulas y que introyecta en los 
estudiantes un conformismo que linda con la complicidad con los detentado-



res del poder (ColmeAár�z 1978: 43). 

a) LA ENSEÑANZA SE BASA EN LA LEGISLACION POSITIVA

El análisis exegético de la ley es una de las bases fundamentales del sistema 
tradicional de enseñanza. Una vez que la burguesía logró que su ideología, los 
prinr.ipios jurídicos que defendía, se convirtieran en legislación positiva a través de 
la codificación del derecho de los propietarios, consideró que el estudio debía cen­
trarse en esos cuerpos legales que reflejaban a cabalidad la concepció11 que tenía 
acerca de la organización social, desechando cualquier otro eleme11 to que le fuera 
extraño. 

La concepción de que el derecho es lo que está escrito en !a ley, lleva a esta 
forma de enseñanza que reduce el campo de acción del abogado y lo cont'ierte en 
un profesional que sacraliza la norma positiva _y se encuentra siempre a la zaga del 
legislador, incapaz de ver la realidad social que se encuentra más allá del cuerpo 
legal, sobre fo cual nada se dice, _y que éste pretende regular. Se cae en lo que Al­
berto Wray llama una posición de positivismo práctico, "el derecho se presenta co­
mo un fenómeno aislado e inmutable, al¡{o que está "allí", no quedando otra cosa 
que hacer que informarse dP su contenido" (19,5: 68). 

Toda la estrnctura de la carrera se ce11tra en el estudio, artículo por artículo, 
de las leyes vigentes. El derecho Civil está en el Código Civil, el Penal en el Código 

Penal, etc., _y no se presenta otra alternativa. Se lof!,rará así que el derecho positivo 
se vea legitimado ante quienPs trabajan con él, que la ven como el único posible 
y justo. No se enseña otro derecho quP el vigente y, de acuerdo a la acertada opi­
nión de Francisco Tinajero "si nos limitamos simplemente a enseriar lo que existe, 
estamos e11seña11do a defender lo que existe: la inj¡1sticia" (Junta de Facultad 
1980: 19). 

Si a esto añadimos el nin�1í11 estudio acerca del derecho _y le sociedad en que 
éste se aplica, encontraremos la causa del divorcio existente entre los conocimien­
tos impartidos en la Universidad _Y lo que acontece en realidad en la sociedad. El 
abogado se convierte en artesano que aplica un instrumento dado, simplemente 
porque está ahí, sin importar las consecuencias que traiga su aplicación, sin impor­
tar las fuerzas sor.iales que han incidido en su promulgación, "un fantasma intelec­
tual -como diría Rafael García-, erudito e11 códigos y le.ves que se derogan a día 
seguido, pero de.�informando de la realidad social en que el Derecho se aplica y de 
los diversos planos en que el fenómeno jurídir.o tiene lugar" (Junta de Facultad 
1980: 20). 

b) LA ENSEÑANZA SE BASA EN EL DERECHO CODIFICADO
TRADICIONAL

El sistema no se basa simplemente en la enseñanza de la ley vigente, sino que

97 



98 

la ley vigente que se enseña es la que refleja con mejor coherencia y más claridad, 
en s� pureza natural, diríamos, los principios en que se fundamenta la legislación 
burguesa, _v la base fundamental de ésta, la explotación del trabajo as�riado. A 
ésto se debe la gran importancia que se da a cuerpos legales como, por ejemplo, el 
Código Civil, alrededor del cual gira todo el proceso de transmisión de conoci­
mientos acerca de lo jurídico. 

El hecho es que, como ya dijimos antes, junto a la legislación burguesa tradi­
cional, han ido creciendo una serie de nuevas disposiciones de carácter principal,­
mente social, fruto de la lucha de las clases explotadas por la conquista de sus de­
rechos: pero estas disposiciones, que son de hecho más aplicadas que muchas del 
Código Cit"il, ocupan un lugar secundario dentro del plan de estudios de nuestras 
universidades, pese a los matices que en esto puedan darse entre unas y otras. 

Se da énfasis, en consecuencia, al derecho que más interés tiene para la clase 
dominante, _v se desestiman las normas que en cierta medida amparan a los despo­
seídos. No sólo ésto, sino que constantemente se insiste en la mayor cal,idad de la 
legislación tradicional, por su coherPncia _y técnica jurídica, siendo precisamente 
las nuevas normas las que vienen a romper un sistema que, en caso contrario, sería 
prácticamente perfecto. 

La enseñanza del derecho versa principal, cuando no exclusivamente, sobre el 
derecho codificado tradicional y concede escasa dedidación a la legislación 
moderna con sentido social. Extraña inconsecuencia ésta de subestimar aque­
lla parte del derecho positivo que es la más reciente, la que se interesa por los 
problemas de las grandes mayorías y la que tiene mayor vigencia como 
derecho vivo. Es posible concretar como posibles razones de ello las siguien­
tes: a) mayor prestigio científico y más calidad técnica del derecho tradicio­
nal, así como falta de principios rectores, de unidad orgánica y de corrección 
formal de la legislación más nueva; b) prescindencia de las actuales realidades 
sociales y preferencia por doctrinas, instituciones y principios del pasado; c) 
decisión de formas profesionistas aptos para ganar dinero al servicio de los 
intereses de los poderosos, y convicción de que ante los jueces rara vez llegan 
las controversias que podrían interesar a los pobres (Novoa Monreal 1980: 
29). 

e) LOS CONOCIMIENTOS SE TRANSMITEN A TRA VES DE LA
CLASE MAGISTRAL

El profesor transmite al, estudiante una serie de conceptos que no admiten dis­
cusión. No se da lugar a la capacidad de discernimiento, no se forma al estudiante, 
simplemente se le informa acerca de una serie de conceptos dados, cuya val,idez se 
presupone y que, como ya vimos, son aquellos que sirven a la clase dominante, _y 
no los que pueden crear una actitud crítica frente a ellos. 

No se posibilita la capacidad crítica del estudiante y se lo obliga a aceptar, 



aunque en l� realidad parezca que no es así, los conceptos que el profesor tiene co­
mo válidos, o los conceptos que el libro que u ti/iza el profesor como guía, tiene 
como válidos. El buen estudiante será el que mejor reproduzca las ideas del profe­
sor y, dados los contenidos que se transmite11 en el proceso de e11se11anza, éstas e11 
el fondo no son otras que las de la clase dominante. 

2.- LA REFORMA DE LA ENSEÑAN ZA DEL DERECHO 

La enseñanza del derecho, para poder atender a los requerimientos de cambio 
social, deberá orientarse a dar al estudiante nuevos conceptos del derecho, nuevos 
contenidos informatit•os, utilizando métodos _v recursos rlisti11tos de aprendizaje. 

No profundizaremos sobre este aspecto, pero los lint'amientos básicos impli­
can una pedagogía nueva, que desarrolle sistemas de clase en los que Pl profesor 
deje de ser el centro del proceso .Y se convierta Pn un mero coordinador que 
desarrolle la capacidad investigativa del estudian tP, qui' no lP dará una sPrie di' 
conceptos tenidos como verdaderos sino quP le posibilitará, facilitá11dol,, los 
elementos de juicio para ello, conocer torios los aspectos que inciden en el derecho 
y en la f ormaciim de la /,('_v. 

/,os contenidos ele la enseñanza no deberán apuntar a 1111 conocimiento me­
morístico de las leyes positivas, si110 que seroirán para capacitar al estudiante, a 
través del aprendizaje de los principios básicos del derecho, para 110 sólo desenvol­
verse bien con la legislaciim vigen t,, e11 un momento determinado, sino también 
para estar en capacidad de crear ,w 1111/'VO derecho, acorde con las necesidades so­
ciales. 

El estudio de la realidad 11acional, de los fundamentos sociales .Y eco11ómicos 
de la sociedad, etc., se hacen en este punto imprescindibles. 

El estudiante dejará de estudiar simplemente el derecho positivo, siguiendo 
artículo por artículo los códigos tradicionales, para centrarse en el aprendizaje de 
principios _y conceptos que le expliquen el por qué de las normas, la función que 
éstas cumplen, _y la forma de lograr que éstas sean realmente la expresión de la jus-
ticia. 

/,a nueva ped�ogía con tribuirá a la creariim de una nueva ideología jurídica, 
que resivasando las concepciones tradicionaif's acerca del derecho, permita formar 
profesionales capacitados para seroir en un proceso ,le transformación social, _Y 
una vez lograda ésta, establecer las bases jurídicas que deberán regular la nueva so-

ciedad. 

Resulta . . .  imposible pensar en un nuevo papel social para el abogado como
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tal, si antes no se revisa el concepto de derecho, la forma en que éste es acep­
tado por el sistema legal vigente, por los mismos abogados y por las escuelas 
de derecho. Y la responsabilidad de éstas reside, precisamente, en que deberán 
enfrentar primero tal revisión (Wray 1975: 76). 
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"LINEAMIENTOS 

PARA LA REFORMA PENAL ECUATORIANA" 

Por: Dr. Arturo J. Donrnm C. 

/11tr(l(/11.cciim: 

/)eule q11<' .,e ,•xpidib "1 (,'{uligo ,fo /1,J<'<'llt'ió11 <i<' i'<'lltL� y "" Ht•lwhilitm·i<í11 
Social(/{.(), 282 - 9- .lulio)/9112), s,• lrm·,, cwla día 11uís ,ag,•nÚ 1111a r<'J11mw ti,• /11-
da la fo¡.fislar.i{m su.,tantirw f'<'ll<Jl <'n <'l Fcr,.(J(/or. /',•ro, 11 11 co11.,id,•rariórr a q111• hto 
implicaría ,impr<•11,for ,,11 la d<Jlmrm:ibrr 1fo 11,11 11111•110 (,',ídiw, /',1 11<11, ,•.� rm•,·i.w, 111 
mf!nos, armonizar las 11orm<L' .mstanti11ru, "º" la., "" <'j<'<·ur.ión /><'tlfll, fJll<•.�to qru• 
las prim,ira.,, lrahla11 ,/,, "priúim" y "r<'d1ui<í11 ", ,,,ui .wn ""'"�<'(>lo., r<'latirw.," ,,:. 
gimf!n f"'nil<'11riario, y por otro /mio, ,•11 lru II ormru ti,• f!jerru·ilm 1u•11<1I, .�,• /1<1/,lr, 
,m cambio, d1•l rt•gim,•1111rogr1!SÍ1}(), /11 f'lrnl d,•rog<1 tárilr11111•11t,• las r111lig11rL� ,li.�t>mi­
<:ionP..,. 

l'or la., <:01uitlnaci011e., a11otwl,L�, en d pr<'.,ente P.rua_yo, rm•t,indo ,,•alizar al­
guna., r,•ffoxiomi., r¡w• ,·ontluzrrm ,,¡ ,:rit,irio ,J,, la r,•forma 1u•nal ,in 111u•.,tro rmí.,, 
tanto P.11 los <L•p,•<:tm ('Olllr<11Jf'll('io1111l,•s, 1·0mo ddictilJm, (!Ollduy<!llllo <'11 ,mri<u 
orfon tnciom•s d<' arm,mizacilm ,fo las "orm<L, 11<! ,,j,icut:iim con l<L, .m.�tm1 til)(L' p<i­
nnfo.,. 

1.- De las Penas en General: />rm, ,i.,tabfoc,•r 1111 .,i.,t,111111 ,fo mP.<li<la., f>P.twfo.�, P.., in­
rli.,pen.wbfo ,lir1idirlrL, ,in tm las f>P.lla.,, .Y l1u nwdid1L, dP -�<'K1tridad: l1L, prinwrru, 
orfon ta,Ja, g<'nP.ralm<!n t,, Ir m·ia d pror.P..w ti,, ,w tra tnmiP.11 to in di11id1wl tld in fmc­
tor imputal,fo, hacia P.l obj1•ti110 dP. Ir, pP.na, q1w ,i., fo r<i.wcializar.ión ,J,,/ .,P.ntNwin­
do, P.n un marco ,fo aaiom•., Ltk11ir:o-mlmini.,trati1m., 1fol K,tmlo, por el m(!(Jio ,fol 
.ú.,tf!ma penitP.11riario: las .,11guntln.,, ,:omo un r.011ju11to r/P. mP.r.ani.,m<M, <¡llP. ti<'n­
dP11 a P.liilar la comi.,iim dP /iP.cho., objP.ti1Jament1• rmti.wr.iafo.,, ¡wr part,! d1• per.w­
na, inimputablP..,, o, <'11 cruo.� dPtP.rmin(l(/o.,, pam <'IJitar la rPinr.i<fo11ci<l _y habit,wli­
da,J, <'n .mjPto., 'fil<' <'llmplú•rrm """ .,1inlN1<·ia, ¡J(iro cuya .,itunci{,n p<'r.,011al, <lmeri­
ta P.,,P. tipo ,Íp rrwdidm. 

l. l.- De las penas: 1�·n mi opi11iim, el ú,t<'m<l 1fo ¡mnru, podría d,uificar.H• rL,í:

I. I. I .- l'Pna., para la., r:on trm1Pncion,i.,:
l.l.l.l.- A!na., p<'cuni<lrias;
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1.1. J .2.- Trabajo de compensación del daño social causado 

1.1.2.-Penas para los delitos: 
1.1.2.1.-Pena privativa de libertad (Se la podría denominar de Rehabilitación So-

cial por Internamiento); 
1.1.2.2.-Penas pecunarias: 
1.1.2.2.1.- .Uulta; 
1.1.2.2.2.- Incautación y comiso de bienes: 
1.1.2.3.-Penas relativas al trabajo personal: 
1.1.2.3. ! .- Interdicción de derechos políticos y civiles; 
1.1.2.3.2.- Suspensión de ejercicio profesional temporal y privación definitiva de 

dicho ejercicio profesional, arte u oficio; 
1.1.2.3.3.- Suspensión temporal e incapacidad perpetua para el desempelo de em-

pleo o car{}O público; 
1.1.2.3.4.- Trabajo de compensación del daño social causado. 

1.2.- De las Medidas de Seguridad: Estas medidas, podrían ser: 
1.2.1.- Medidas relativas a la libertad: personal: 
1.2.1.1.- lnternamierito para tratamiento médico-psico-social, en el caao de inim­

putables; 

1.2.1.2.- Internamiento para imputables, sujetos a un proceso penal, si no hay lu­
gar a Fianza, en especial la Juratoria. 

1.2.1.3.- Arresto domiciliario para inimputables en tratamiento ambulatorio. 
1.2.1.4.- Arresto domiciliario para imputables sujetos a un proceso penal en casos 

de reincidencia .Y habitualidad. 
1.2.2.- Medidas relativas a la libertad de movimiento: 
1.2.2.1.- Sujeción a la vigilancia de la autoridad; 
1.2.2.2.- Fijación de residencia controlada por la autoridad. 

2.- Penas para el caso rte Contravenciones: Convendría, que se examine y revise a 
fondo toda la legislación contravencional ecuatoriana, pues la mayoría de laa nor­
mas son totalmente caducas, indefinidas y ajenas al contexto social para el cual de­
ben estar diseñada3. Por otro lado, en consideración a que la privación de libertad 
solo debe orientarse a la reinserción social, no hay sentido ni razón de ser en que 
se mantengan las antigua3 penas de hasta siete días de privacián de libertad; en su 
lugar, deben establecerse penas pecuniarias de multa, en grados, de acuerdo al da­
ño causado objetivamente, y en proporción al salario mínimo vital vigente almo­
mento de la comisión de la infracción. Pero, lo más importante, es crear lo que he 
llamado antes, "Trabajo de compensación del daño social causado", que comi.sti­
ría en la sentencia que obligue al infractor a efectuar, -sin remuneración, obvia­
mente- un trabajo de tipo social, que determine el Juez, de un grupo de tales me­
didas, equivalentes al daño objetivo causado: Por ejemplo, si alguien comete un 
pequeño hurto, en un monto insignificante, podría ser condenado a trabajar en 
una tarea de bienestar social equivalente; o en el caso de contravenciones de tránsi-
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to, colaborar en tareas de señalización o dirección del tránsito vehicular o peato­
nal, según los casos, por un tiempo y condiciones determinados por el Juez de 
acuerdo a la Le_y. 

3.- Penas para los delitos: En este campo, se pre tente, en lo posible, sustituir la pe­
na privativa de libertad. Para ello, habría que incorporar a la legislación ecuatoria­
na, nuevas normas penales y procesales, tales como la llamada Fianza o Caución 
Juratoria, que consiste en la disposición legal, por la cual, el Juez, sin necesidad de 
petición de parte, en los procesos en los que aparezca que el procesado reune los 
requisitos normados legalmente, se abstiene de dictar toda prisión o detención pre­
ventiva; esos requisitos se refieren por lo general, a no tener procesos anteriores, 
no reincidencia específica, medios de vida o profesión, arte, oficio, factores de 
personalidad, etc., que deben constar expresa y claramente en la Ley. 

3.1. Pena privativa de libertad: Como en la actualidad, la privación de libertad, es 
una medida de rehabilitación social, y ésta, técnicamente, no puede durar me­

nos de seis meses, la privación de libertad, solo sería aplicable, en el caso de deli­
tos graves, con una duración no menor a seis meses; los delitos menores, tendrían 
penas pecuniarias o de otro tipo, mas no privativas de libertad. 

En mi opinión, debería instaurarse un sistema de pena privativa de libertad, 
en cierta medida indeterminada: para ello, el Juez, en la sensentencia, señalaría 
un mínimo de privación de libertad, _y las autoridades de ejecución penal, harían el 
pronóstico individual, el diseño del tratamiento personal y harían un proyecto 
personal, para aplicación, en base al índice de peligrosidad personal, de los tiem­
pos mínimos estimables, para llegar a aplicar el régimen de confianza, penitencia­
rio (Arts. 16, 17, 18, 21, 22 a 32: 26, a 43 Código de Ejecución de Penas y de Re­
habilitación Social). 

Obviamente, si se toma una medida de seguridad de internamiento, como lo 
señalaba en los numerales 1.2.1.2. y 1.2.1.4, como excepción, al dictarse una pena 
privativa de libertad, ese tiempo es imputable al cumplimiento de la pena. 

3.2. Penas pecuniarias: Quedarían como regla general para los delitos menores, así 
como para los casos en que las reglas sobre atenuantes y excusantes o de 

acuerdo al grado de participación en el delito, reduzcan, la pena privativa de liber­
tad, en lo posible, tan solo a las penas pecuniarias de multa fundamentalmente, y 
por excepción, para los delitos de defraudación, estafa en sus varias formas, deli­
tos económicos en general, los de "cuello blanco" _y los de peculado, en reservaría 
la incautación y comiso total de bienes, o los grados, de acuerdo al monto del per­
juicio real causado por el delito. 

Como se indicaba en el caso de las contravenciones, es necesario que deje el 
Código Penal y demás normas, de hablar de montos fijos, que resultan obsoletos 
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al cabo de corto tiempo para las penas pecuniarias y se determinen escalas móvi­
les, según los salarios nínimos vitales al momento de la comisión de delito_ 

3.3. Penas relativas al trabajo personal: Se refiere a determinadas medidas orien-
tadas a probar la confianza que debe exhibir el profesional en cualquier ra­

ma, sobre todo si ha cometido un delito por medio de la profesión que ejerce. Pa­
ra esta finalidad, se podría establecer la suspensión temporal y privación del ejer­
cicio profesional, empleo, arte u oficio. 

Es una novedad, en este acápite, la posibilidad de incorporar a nuestra legis­
lación penal, el "trabajo de compensación social del daño causado", cuya base 
doctrinaria, se determina por la necesidad de que el infractor haga conciente el re­
sultado dañoso de su acción y objetiva y efectivamente compense el daño que cau­
só con su acción antisocial. Para ello, la norma deberá contener claramente, los 
campos, el ámbito exacto, condiciones y tiempo de duración de esta labor de ca­
rácter social, en beneficio de la comunidad, o de ser posible, en beneficio directo 
de la víctima o sus familiares. Por ejemplo, en el caso de un delito contra las per-

sonas, el infractor podría ser condenado a trabajar en un área social de atenció� a 
personas con daños similares a los ocasionados en la víctima de su infracción, de 
manera que, durante un tiempo determinado, compense efectivamente el daño 
ocasionado y tienda ese proceso a una rehabilitación social efectiva del infractor, 
lo que con la orientación de psicólogos y sociólogos, trabajadores sociales del sis­
tema penitenciario y médicos u otros profesionales de ser el caso, diseñe un cami­
no de subliminación que obtenga resultados positivos y reales de reinserción so­
cial, que de otra manera es muy difícil y aún utópico de lograr. 

4. Tiempo, intensidad y acumulación de penas: Para la ejecución de las penas
impuestas, habrá que considerar la aplicación concreta de la pena, sobre todo si se
refiere a privación de libertad, de manera que se combine, los parámetros, entre la
peligrosidad y mayor o menor gravedad del delito de que se trate:

4.1. Delitos menores y peligrosidad menor; 
4.2. Delitos menores y peligrosidad media; 
4.3. Delitos menores y peligrosidad mayor; 
4.4. Delitos mayores y peligrosidad mayor; 
4.5. Delitos mayores y peligrosidad media; 
4.6. Delitos mayores y peligrosidad menor. 

Para la acumulación de penas, en el caso de las pecuniarias, se sumarían todas 
ellas, de modo que el total no exceda del máximo establecido para el delito de ma­
yor gravedad entre los de acumulación; para la acumulación de penas primitivas de
libertad, éstas se sumarían de modo que no superen el máximo de la pena estable­
cida para el delito más grave de los acumulados, y el mínimo, en el caso de la inde-
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terminación de la pena, como hemos indicado, no exceda del mínimo establecido 
en la sentencia impuesta por el delito más grave en el caso de dicha acumulación 
concreta. ( Art. 464 Código de Procedimiento Penal). 

5. Medidas de Seguridad: Aunque tradicionalmente, se las ha considerado como
penas alternativas, debe distinguirse claramente, su finalidad que no es otra que la
de proteger a la sociedad de acciones antisociales, generalmente cometidas por
inimputables, como el caso de enfermos mentales -con la denominación que se les
de al tenor de lo que se dispone en el Art. 34 del Código Penal. Para estos casos, el
Juez, podría disponer -previa consulta con los especialista que amerite el proce­
so- que el sujeto activo de la infracción, reciba el tratamiento necesario, con in­
ternamiento institucionalizado, como corresponde a lo señalado en el numeral
1.2.1.1., o en su propio domicilio, en caso de tratamiento ambulatorio (numeral
1.2.1.4.).

Constituye novedad, la incorporación posible a nuestra legislación, de la medi­
da de seguridad relativa a la residencia controlada por la autoridad, que es una va­
riante de la vigilancia que cons�ra actualmente el Código Penal en el Ecuador, 
puesto que implicaría un diseño para el caso, de una actividad social, orientada a 
su readaptación social, sobre todo tratándose de personas con problemas de hipo­
evolución estructural, pero no de peligrosidad crimonógena concreta, .Y como me­
dida protectiva respecto a sujetos que podrían ser perseguidos o estigmatizados 
por hechos antisociales de los que no son responsables. 

Conclusión: Este ensayo, tiende a la l,,í,squeda de soluciones actualizadas frente al 
fenómeno delincuencial, que en carla época histórica y en cada grupo social pre­
sente diversas manifestaciones v matices, que deben ser enfrentados con criterios 
realistas, partiendo rle un análisis del entorno y del contexto propio de nuestra 
sociedad. 
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BREVE HISTORIA DEL TRIBUNAL DE 

GARANTIAS CONSTITUCIONALES 

/,a Carta Política de 6 de marzo de 1945, décimo quinta en la historia republi­
cana en nuestro país, crea el Tribunal de Garantías Constitucionales como un Or­
ganismo destinado a velar por el cumplimiento de la Constitución, l<L, ic_yes y en 
esp,•<·ial de lr.s p,arantías individuales. 

Su antecedente remoto, lo encontramo., en el Consejo de fstado, entidad cu­
ya misión fue refrendar los actos del Poder J._,'jecutivo y custodiar que los gober­
nantes no .wbrepasen el límite de sus atribuciones. 

El Consejo de l�stado en su larga trayectoria, apareció por última oportunidad 
en la Constitución de 1946 alcanzando su ma_yor connotación en las Constitucio­
nes de 1906 y 1929 asumiendo entre otras atribuciones el papel d<' .Juez en lo 
Contencioso Administrativo. 

A raíz d<> la cr<'ariim del Tribunal, el gobierno de turno mostró un claro df'sa­
cuerdo con d mismo, por lo que lu<>go de un corto pr.ríodo de vig<'ncia <>n la que 
no S<' alcanzó ningún tipo de de.,arrollo por ser en s( mi.,ma una <>ntidad débil, ino­
perante y ún ,Jeci.,ión, pe.,e a sus importante., atribuciones, se s1up<>ndi6. 

Reapar<>cf' el Tribunal <'n la Constitución de 1967 adquiri<>nrlo _ya 1111 mayor 
vigor aunque más restringido en .m., .farrtltades. ¡._,·n el año de 1968 S<' dicta la pri­
mera /,ey Orgánica del Tribunal d,• Garant(a.,, lo que viene a dari<' un mayor rMl­
ce, ademá.� de consagrarlo df'finitir·amente como u11 Organi.,mo ""' f:.�tado. l�.�lrrt<'· 
turado de esta manera, en daño de 1969 Sf' dicta, con arreglo la Cmutituritín _va 
.m /,e_v Orgánica, d Reglamento dd Organismo, con d fin d" adoptar ,w programa 
de trabajo _y de comenzar a darl" vida propia. 

J,;1 Tribunal se.,ionó ha.,ta el año de 1970, fecha en la qu<' comenzó la ríltima 
dictadura de .losé /liaría Vela.,co /barra y que luego se alargó con la prf's<'nria ,fo 
los militares. Tras un largo período de Jacto, mediante r<>f<'r<>ndum rl<' 1.5 "" """ro 
de 1978, se dicta la décimo octava _y última Constitución, la cual in.,titurionaliza 
nuevamente el Tribunal, r<>stringiéndole arín más <>n s,u atribucion<>., con r<'lación 
a las que le había conferido la Con.,titución d<> 1967. Sin emlHirgo e11 la práctica, 
se desemperió con similares facultade., que con antnioridad al mln "" 1970. 

Las últimas reformas a la Carta PoUtica promlllf!mla., "" f'l lfrl{Í.,tro Oficial 
No. 569 de lro. de septiembre de 1983, mejoraron notabl<>m<>nt<> f'l ámbito d<> 
atribuciones y modifica además, estructuralmente, la compoúción dd Trilmnal de 
Garantías Constitucionales, lo que le convierte en un órgano d<'morrático" impar­
cial que garantiza realmente el orden jurídico v�ente. 
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LA JURISDICCION CONTENCIOSA-ADMINISTRATIVA 

DEL TRIBUNAL DE GARANTIAS CONSTITUCIONALES 

Fue el Consejo de Estado, quien delegó esta importante atribución al Tribunal 
de Garantías Constitucionales y es así como en la Constitución de 1945 que crea 
este Organo, en su artículo 160 numeral 8, se lee: 

"Ejercer jurisdicción en lo contencioso administrativo, en la forma que deter­
mite la ley". 

la Constitución ae 1967, trae nuevamente esta facultad: 

Artículo 220, numeral 7: "Ejercer las demás atribuciones que la Constitución _y las 
leyes le señalen". 

El Tribunal de Garantías al dictar su ley Orgánica, en .m artículo 13 señala: 

Art. 13, inciso 3: "No se podrá recurrir al Tribunal de lo Contencioso Administra­
tivo, mientras la ilegalidad de los acuerdos, reglamentos y resoluciones esté 
pendiente de desición por el Tribunal de Garantías Constitucionales y vicever­
sa; pero la resolución del Tribunal de Garantías Constitucionales, no obstará 
el recurso contencioso administrativo ni producirá los efectos de cosa juzgada, 
cuando hubiere lugar al tal recurso". 

la Constitución vigente, análoga a la anterior, da al Tribunal esta misma atri­
bución, la que esta prevista en el artículo 141, numeral 6 en concordancia con el 
artículo 13, inciso 3 de su ley Orgánica. 

LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL DE GARANTIAS 

CONSTITUCIONALES COMO JUEZ DE TERCERA INSTANCIA 

EN EL REGIMEN MUNICIPAL Y PROVINCIAL VIGENTE 

la competencia del Tribunal de Garantías Constitucionales nace de la Consti­
tución y las leyes del país, en virtud de lo dispuesto en el artículo 141 de la Carta 
Política. 

Es de competencia del Tribunal, según el artículo 141, numeral 2: 

"Formular observaciones acerca de decretos, acuerdos, reglamentos, ordenan­
zas o resoluciones dictadas con violación a la Constitución y las leyes, luego de oir 
a la autoridad u organismo que lo hubiere expedido". 

la ley Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales, en su artículo 6, 
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señala que son atribuciones además de las con tenidas en la Constitución _v las le­
ves: 

l.- Conocer, en última instancia, de los recursos que se interpusieren respecto de 
las resoluciones que, sobre excusas y calificaciones, dictaren los Consejos Pro­
vinciales _v los Consejos Cantonales, así como los de las instituciones públicas 
_v sPmipúblicas, respecto de los miembros de sus directorios. 

2.- Llamar a los consejeros .Y concejales suplen tes al desempeño de sus cargos, 
cuando por inhabilidad o excusa de sus miembros, faltare al quórum legal pa­
ra el funcionamiento del Consejo Provincial o del Concejo Cantonal. 

Si no hubiere suple11 tes, nombrará consejero o concejales hasta completar el 
número corporativo, designándolos de entre los candidatos presentados en las 
correspondientes listas para las elecciones, los que durarán hasta la termina­
ción del período para el que fuero11 elegidos los principales. 

3.- Co11ocer. en apPlación, de las resoluciones de los Consejos Canto11ales que ne­
,:arc11 la creació11 <ÍP u11a parroquia urba11a o rural. 

/Jicha apelación se presentará en el térmi110 de treinta días. a partir de la fe­
cha e11 que se hubiere expedido la resolución, por 1111 11úmero no menor de 
cie11 ci11dada11ns residPntes en el Ca11 Ión. 

Cuando el Tribunal resuefoa la rreariim de u11a parroquia, 110 SPrá 11ecesario PI 
informe del Consejo l'r<J1 1i11cial. 

4.- Resolrwr. en última i11sta11<'ia. sobre el rerur.w que i11 lerpo11/!a11 los Pre.fer tos 
Provinciales, Alcaldes M11niripales _v Pm�identes de ConcPjos Canto11ales res­
pecto de su rcmoció11. 

El recurso se i11tcrµo11drá dc11tro del término de ocho días, a co11tarse de la 
notificación de la resol11ció11. ¡.;¡ Trib1111al resoliwrá lo que fuere del caso, de11-
tro de los treinta días subú,:uientes. 

Estas farultades mrtniormente en1w1Pradas. están prel'istas por la /,ey de Re: 
gimen Municipal y la l'rovi11cial respPclivamente. 

El artículo 60 de la /,ey de Régimen Municipal seria/a: 

"De las resoluciones que dicte el Concejo en uso de las facultades que le ron­
cede este Título podrá recurrirse ante el Consejo Pro11incial, .Y de las rernluciones 
de éste, ante el Consejo de Estado (TRIBUNA/, DE GARANTIAS CO.VSTITU­
CIONALES), que podrá imponer las multas .•. " 
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"El recurso se interpondrá ante el Presidente de la Corporación de cuya reso­
lución se apele ". 

"El término para interponer el recurso será el de tres días contados desde 
aquel en el que el notario haga conocer al interesado la resolución de la que se re­
curre". 

El artículo 62 de la mencionada Ley, dice: 

"Con la réplica y sin más trámites, la entidad ante quien se apeló dictará su re­
solución dentro del plazo de quince días y lo hará notificar dentro de las próximas 
veinticuatro horas". 

"De no dictarse la resolución o no hacérsela conocer dentro de los plazos se­
ñalados, se podrá, al vencimiento de los mismos, presentar la correspondiente que­
ja ante el Tribunal de Garantías Constitucionales el que dispondrá que el Consejo 
Provincial adopte la resolución respectiva, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación.". 

"La omisión en el cumplimiento de lo dispuesto por el Tribunal de Garantías 
Constitucionales constituirá personal y pecuniariamente responsables al Prefecto y 
a los Consejeros Provinciales que fueren culpables de la falta de nisolución ". (DL 
104. R.O. No. 315 de 26-08-82).

En concordancia con lo dispuesto en el artículo 6 numeral 1 de la Ley Orgáni­
ca del Tribunal de Garantías Constitucionales, el artículo 13, inciso 4 de la Ley de 
Régimen Provincial menciona: 

"De las resoluciones que sobre incapacidad, inhabilidades, incompatibilidad o 
excusas expida el Consejo Provincial, se podrá apelar para ante el Tribunal de Ga­
rantías Constitucionales, dentro de término de tres días, contados desde la fecha 
de notificación con lo resuelto por el Consejo . .. " 

"El Tribunal de Garantías Constitucionales resolverá el recurso dentro del tér­
mino de sesenta días, .Y de no hacerlo, quedará ejecutoriada la resolución del Con­
sejo". 

El artículo 29 de la Ley de Régimen Provincial reiterando lo dispuesto en la
Ley de Régimen Municipal, establece que "El Consejo Provincial conocerá _y resol­
verá los recursos que se interpusieren sobre las resoluciones que los Concejos Can­
to�ales di�ren en lo referente a la descalificación, separación o cesación, capacidad
o incapacidad e incompatibilidad de los concejales, e impondrá las multas previstas
en la Ley de Régimen Municipal, cuando fuere del caso ... ".



El Tribunal de Garantías Constitucionales según lo prevée el artículo 141 nu­
meral 2 y 4 de la Constitución, puede formular observaciones .Y suspender las or­
denanzas que dictaren los Concejos Cantonales siempre que fueren inconstitucio­
nales y que de acuerdo con el artículo 131 de la Ley de Régimen Municipal sean 
materia de apelación sin perjuicio de que el Tribunal avoque conocimiento de es­
tos siguiendo el trámite de oficio. 

CUMPLIMIENTO DE LAS RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL DE 

GARANTIAS CONSTITUCIONALES 

El Tribunal de Garantías Constitucionales, al ejercer las atribuciones conteni­
das en el artículo 141 numeral 2, de acuerdo con el artículo 13 de su Ley Orgáni­
ca, comunicará las observaciones que haga a la autoridad y Organismo correspon­
diente. En caso de no ser aceptadas, ordenará su publicación en el Registro Oficial. 

Dicha publicación, al tratarse de acuerdo, reglamentos o resoluciones, suspen­
derá sus efectos (artículo 141, numeral 4) hasta que el Congreso o en receso de és­
te, el Plenario de las Comisiones Legislativas (indebidamente) decidan sobre la in­
constitucionalidad o ilegalidad de los mismos. 

/,as últimas reformas a la Constitución, fortalecieron significativamente la fa­
cultad que el Tribunal tiene para imponer el cumplimiento de sus resoluciones. El 
numeral 13 inciso 2 del artículo 141 dispone que: 

"Se declara especialmente punible el desacato de las observaciones del Tribu­
nal, pudiendo inclusive pedirse la remoción de quien o quienes incurran en el mis­
mo, al respecto superior jerárquico. sin perjuicio de la acción penal a que hubiere 
lugar". 

El inciso 3 faculta que, " .... cuando el desacato fuere cometido por un órga­
no colectivo . . .  "el Tribunal de Garantías " ... determinará las responsabilidades 
individuales". En igual forma "cuando el acusado de quebrantamiento constitucio­
nal fuere uno de los funcionarios comprendidos en el literal f del artículo 59 de es­
ta Constitución. El Tribunal elevará el expediente con su respectivo dictamen al 
Congreso . . .  "para el correspondiente análisis y el posible llamamiento a juicio 
político. 

Obviamente habría que prescindir del Presidente y Vicepresidente de la Re­
pública, porque según el mismo precepto, solo pueden ser enjuiciados por traición 
a la Patria, cohecho o cualquier otra infracción que afecte gravemente el honor na­
cional. 

En definitiva el Jefe de Estado que no acepte las resoluciones del Tribunal, 
siempre y cuando no afecte el honor nacional, no podrá ser enjuiciado política-
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mente y por ende las resoluciones carecerán de sentido, quedando simplemente la 
constancia de haber obseroado al Presidente por actuar en desmedro de la Carta 
Política. 

En los asuntos a los que se refiere el numeral primero del artículo 6 de la Ley 
Orgánica, las respectivas Leyes de Régimen Municipal y Provincial traen sanciones 
expresas a los Concejales _y Consejeros que estén incursos en el desempeño de las 
funciones encomendadas. 

La Constitución vigente, deja abierta la posibilidad de que el Tribunal de Ga­
rantías Constitucionales, reglamente el ejercicio de sus atribuciones, la misma que 
en todo caso deberá mejorar el marco de sus facultades específicas, a fin de que el 
limitado poder de decisión que aún en la actualidad lo tiene, adquiera una mayor 
fuerza, incluso frente al Congreso, ya que es éste quien en materia de inconstitu­
cionalidad tiene la decisión final. 

Fabián Escalante Alvarez 



EL RIESGO EN EL CONTRATO DE SEGURO 

Comencemos por realizar una ubicación teórico-práctica del contrato de segu­
ro en la legislación ecuatoriana, lo hacemos cuando tomamos en consideración que 
el Título XVll del Ubro Segundo del Código de Comercio, reformado por el De­
creto Supremo 1147, publicado en el registro oficial No. 123 de 7 de diciembre de 
1963, en su artículo primero nos dice: "EL SEGURO ES UN CONTRATO" me­
diante el cual una de las partes, Pi asegurador, se obliga, a cambio del pago de una 
prima, a indemnizar a la otra parte, dentro de los límites convenidos, de una pérdi­
da o un daño producido por un acontecimiento incierto; o a pagar un capital o 
una renta: si ocurre la eventualidad prevista en el contrato, artículo que nos per­
mite de alguna manera encontrar el espíritu que tiene el contrato de seguro, que es 
el culJrir un riesgo o una eventualidad por medio de un acuerdo (CONTRATO) 
que realizan dos partes, el asegurador y el asegurado, que por la doctrina puede es­
tar constituida por una o varias personas. 

Ratificamos nuestro punto de vista inicial cuando comprobamos que la ley en 
el artículo 2 del DS 1147 determina los elementos esenciales del contrato de segu­
ro: 

.4rt. 2.- Son P.fomento.� rsencialPs del contrato de SPf!uro: 
1. - l�i solici ta11 tl'; asegurador 
2.- Fl solicitante: asegurado 
3.- f;[ intrrés asPgurablr:
4.- RfüSCO ASFCURABLf
.5.- f,'l monto asegurado o el límite de responsabilidad dP asr/!urndor sPgún el

caso. 
6.- /,a f}rima o precio del .�<'guro: y, 
7.- La oblif!ación del asegurador, de efectuar el pa¡:o dPl Sef!Uro en todo o en 

,,arte, segrín la rxtl'nsiim drl sini<'slro. 

Del texto legal se <Í<'sprende la posibilidad de r<•alizar una subdivisión que nos 
facilite nuestro estudio así: 

1.- Caracteres Jurídicos del Contrato de Seguro. 
2.- fl Riesgo como ElPmento füencial dPl Contrato de Seguro. 

1.- CARACTERES JURIDICOS DEL CONTRATO DE SEGURO 

El Contrato di' s<'guro <'S un contrato: 

A.- BILATERAL- Que por .m misma condición será Sinalagmático perfecto

por crear obligaciones recíprocas a carf(O de los sujetos quP intervien<'n, es decir, el

Asegurador y el Asegurado, pero exi.�ten tratadistas como Pattnson quP le da 11n
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carácter unilateral a este acto Jurfdico al manifestar que "Pagada la prima solo el 
Asegurador está obligado a hacer algo", pero el tratadista se está olvidando que el 
Asegurador y Asegurado deben mantener el estado de riesgo, denunciar modifica­
ciones, di3minuir y evitar daños para exigir de realizar el riesgo el pago de la in­
demnización pactada. 

B.- CAUSADO.- Por no tratarse de una figura abstracta o literal pues su 
causa-fin que es la contraprestación que se persigue contratar está correlacionada; 
así por ejemplo la causa-fin de la aceptación de un riesgo por parte del asegurador 
es el pago de la prima o promesa de pago por parte del asegurador; y viceversa, el 
pago de dicha prima tiene como causa fin la aceptación del riesgo por parte del 
Asegurador. 

C.- CONSENSUAL.- Porque para su perfeccionamiento es suficiente la re­
cíproca expresión de la voluntad de los sujetos; así se puede decir: "El Contrato 
de seguro es consensual; los derechos y obligaciones recíprocas del Asegurador y 
Asegurado empiezan desde que se ha celebrado la contratación, o aún antes de 

emitirse la póliza". En este caso debemos compaginar la doctrina con la legislación 
vigente y podemos decir que en principio p�ra las partes éste es consensual pero 
para que se vea amparado por la ley debe observarse por escrito en un documento 
privado que se denomina póliza, documento que debe estar aprobado por la Su­
perintendencia de Bancos y Compañías de Seguros, debe estar redactando en Cas­
tellano y ser firmado por los contratantes; situación que se demuestra cuando ana­
lizamos el texto del artículo 6 de DS 1147 que nos dice: 

"El contrato de Seguros se perfecciona y se prueba por medio del documento 
privado que se- extenderá por duplicado y en el que se harán constar los elementos 
esenciales. Dichos dúcumentos se llaman Pólizas. Deben redactarse en Castellano y 
ser firmados por los contratantes, situación que se ve fortalecida con el texto del 
artículo 41 de la Ley General de Compañías de Seguros en el que el legislador pro­
hibe a las Compañías de Seguros ofrecer directamente al público o por medio de 
sus agentes condiciones que no están incluidas en los respectivos contratos de se­
guros previamente aprobados: Lo que determina que en el país el contrato de se­
guros es por naturaleza solemne. Situación que se ha vi3to confirmada por la Corte 
Suprema de Justicia en varios de sus fallos, así por ejemplo la Tercera Sala de la 
Corte Suprema de Justicia en el juicio verbal sumario seguido por la Aseguradora 
contra la Asegurada, analiza un caso mediante el cual se otorga un certificado pro­
visional de Póliza y el efecto que éste surtió, en cuanto a la obligación que tenía 
el Asegurado de pagar la prima correspondiente aún en el caso que posteriormen­
te no se celebrara el contrato. 

De seguros definitivo (Ejemplo tomado del Dr .. ]osé Alvear Y) Sentencia de 
28 de octubre de 1968) 



D.- ONEROSO.- Por cuanto no es gratuito, ya que el contrato procura a uno 
u otra de las partes ventajas que no les son concedidas sino con una prestación que
una o ambas partes han hecho o se han obligado a hacerle a la otra: es decir, que
las prestaciones recíprocas, efectivas o prometidas, que deben cumplir los sujetos
son gravámenes, pues consisten en satisfacer o pagar prestaciones que deben me­
dirse en dinero, que es el comlÁ,n denominador de los valores de los cambios y de
los pagos.

El contrato de seguros de acuerdo al artículo 1 del DS 1147 encuadra perfec­
tamente en el tipo de contratos onerosos tal como lo entiende el Código Civil en 
su artículo 1483, debido a que los contratos mercantiles jamás son watuitos y el 
contrato es mercantil por mandato de la Ley y por su naturaleza de allí que llalpe­
r{n nos decía "No hay seguro si no se pacto la prima previamente .. . " 

E.- ALEA TORIO.- porque las ventajas o pérdidas para las dos partes depen­
den de un acontecimiento generalmente futuro, incierto y extraño o la voluntad 
de los sujetos. 

F.- DE TRACTO SUCESIVO.- Dado que las prestaciones recíprocas que el 
contrato pone a cargo de uno u otro sujeto no se agotan en un instante rínico de 
tiempo, sino que se proyectan en el tiempo, sino que se proyectan en el tiempo 
hasta la extinción del contrato. 

C.- NOMINADO.- Pues la fo_y le otorga un "NOMEN JURIS" o nombre espe­
cífico o determinado de "CONTRA TO DE SEGUROS". 

JI.- TIPICO.- Por esquematizar o estructurar la forma dd contrato de seguro 
determinando los elementos esenciales y naturales, los derechos y obligaciones de 
los sujetos, los efectos y su prueba, la extinción y nulidad del contrato. Consi­
guiendo la Ley, a base de esta esquematización distinguir la figura contractual del 
seguro de las estructuras contractuales similares. 

l.- DE ADIIESION.- Dado que el Asegurador preestablece las condiciones del 
contrato, imponiéndolas al Asegurado. No es facultad del Asegurado el discutir las 
cláusulas y condiciones del contrato, por lo que en la generalidad de los casos di­
chas condiciones y la póliza en general tienen un formato impreso controlado _y
aceptado por la Superintendencia de Bancos .Y Compañías de Seguros. Claro está, 
que existen cláusulas particulares que acomodan el clausulado general a situacio­
nes concretas de cada Asegurado y que son discutidas por Asegurado .Y Asegura­
dor. 

J.- FORMAL.- Por existir un principio legal rector respecto a las solemnida­
des que se deben cumplir y observar al tiempo de la formación del contrato, que 
se halla determinado en el artículo 6 DS 114 7.
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K.- JNTUITO PERSONAE.- Al Asegurador no le es indiferente la personali­
dad del Asegurado, al contrario, la persona del asegurado es tomada muy en cuen­
ta por el Asegurador de ello que el cuerpo legal determine en el articulo 7 DS 
114 7, los datos que deben constar en la Póliza de seguros, como por ejemplo: 

.Vombre y dirección del solicitante, asegurado y beneficiario. 

L.- DE BUENA FE.- Por atribuir a las cláusulas del contrato no solo lo que 
está explícito sino también lo implícito en ellas; al atribuir a aquellas el sentido ló­
gico que fluye en su espíritu. Aquí el Asegurado determina el estado exacto del 
riesgo que desea trasladar, manteniendo durante la vigencia del contrato el estado 
del riesgo asegurado; .Y, por su parte la empresa (EL ASEGURADOR) conducién­
dose con honestidad en lo que se refiere a la ejecución de sus obligaciones e inter­
pretación de las cláusulas generales, particulares o adicionales de la póliza. 

ll.- JfERCANTIL O COMERCIAL.- Es un contrato comercial por excelen­
cia, ya que se halla regulado por el Código de Comercio como un acto de Comer­
cio de acuerdo a su artículo 3, numeral 7. 

11. EL RIESGO COMO ELEMENTO ESENCIAL DEL CONTRATO

DE SEGURO

En primer lugar remitámonos al artículo 4 del DS 1147 que nos dice: "Deno­
mínase RIESGO al suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad 
del solicitante, asegurado o beneficiario, ni de la del asrgurador y cuyo acaeci­
miento hace exigible la obligación del asegurador". 

Los hechos ciertos, salvo la muerte, y los físicamente imposibles no consti­
tuyen riesgo y son por tanto extraños al contrato de seguro, como podremos ver 
aquí se está recogiendo el pensamiento de los Juristas franceses respecto al riesgo. 

Y en el artículo 7 del DS 114 7 que habla de los elementos que debe contener 
toda póliza de seguros, en su literal h) nos dice "La naturaleza de los riesgos toma­
dos a su cargo por el asegurador", ratificándose su importancia en el texto de los 
artículos 1 O y 16 del DS 114 7, que en sus partes correspondientes nos habla de 
que "Con las restricciones legales, el asegurado puede asumir todos o algunos de 
los riesgos a que estén expuestos la cosa asegurada o el patrimonio o la persona del 
asegurador . . .  todas aquellas circunstancias no previsibles que sobrevengan con 
posterioridad a la celebración del contrato y que impliquen agravación del riesgo 
o modificación de su identidad local, conforme a los criterios establecidos en el
artículo 14 "el solicitante del seguro está obligado a declarar objetivamente el es­
tado del riesgo según el cuestionario que les sea propuesto por el asegurador . . .  "

Con lo expuesto ahora entraremos a la etapa más discutida y determinante 
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de e.,ta materia que será la posibilidad de esbozar un concepto de RIESGO, por 
lo que recurrimos a algunas opiniones de tratadistas tales como Halperin, Keight, 
Amadeo Soler Aleu y on-os. 

Isaac llalperfn en su obra "Lecciones de Seguros" nos dice que el riesgo es 
una eventualidad prevista en el contrato, y en otra de sus obras "El Contrato de 
Seguro" lo amplía más cuando expresa que el riesgo es una eventualidad que hace 
nacer una necesidad. 

El profesor Frank H. Keight, profundiza más esta situación al hacer una dis­
tinción muy clara entre riesgo e incertidumbre, definiéndole al riesgo como aque­
llas incertidumbres en las que es calculable la posibilidad de la ocurrencia, ya sea 
sobre una base apriorfstica (DEDUCTIVA) o emp{rica, con la ayuda de las leyes 
estadísticas de los grandes números pero esta posibilidad de que un hecho ocurra 
no evita necesariamente la incertidumbre a que la posibilidad en sí misma es un 
concepto a largo plazo, entonces se puede ver que la probabilidad y el grado de 
riesgo difieren. Así, por ejemplo, un hombre de 35 años puede comprobar en las 
tablas de mortalidad la posibilidad que tiene de morirse antes de cumplir los 36 
años, pero individualmente considerada esta información es de poco valor, por­
que una muerte individual es un hecho concreto que puede o no ocurrir. 

En otras palabras, el grado de riesgo considerado, es muy grande, sin embar­
go entre el rPsultado real y el resultado Psperado, para una compañía de seguros de 
vida, que asegure un gran número de personas, el grado de probabilidad constituye 
una guía bastante digna de crédito para proveer resultados reales. 

Esta relación entre el númf'ro de unidades expuesta a un peligro y el ries­
go es de una importancia considerable para elegir la forma más eficiente para el 
tratamiento del riesgo. 

Por todo lo expuesto, si miramos el articulo 4 del DS 114 7 veremos que .,e 
precisa que el riesgo es un suceso incierto que puede tener como origen un caso 
fortuito o de fuerza mayor, como puede ser consecuencia de un acto impruden­
te del asegurado, en otras palabras debe existir duda en cuanto a su realización 
para que exista riesgo en materia de seguro, Amadeo Soler Aleu nos dice que si 
el evento riesgo es fatal o sea si es imposible no existe riesgo, lo que determina 
que en este aspecto la posibilidad de su acaecimiento tiene el carácter de con­
dición "SINEQUANON: para graficar lo dicho nos valdremos de un ejemplo ex­
puesto por el Ur. José Alvear cuando cita que en el Juzgado Sexto Provincial 
del Guayas existió un proceso que responde al cuestionamiento de "contra 
qué amenaza podría otorgar cobertura el asegurador si ésta ya se había realiza­
do? Pues un ciudadano pretendía asegurar 5.000 relojes cuando éstos ya se ha­
bían perdido, de modo que el riesgo se había realizado tratando de engañar a la 
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compañía aseguradora. En el transcurso del proceso se demostró que el riesgo 
se había realizado y por ende la aplicación del seguro era nula. 

RIESGO ASEGURABLE.- El riesgo asegurable puede afectar a un interés 
presente o futuro, el daño o la mayor o menor ventaja esperaba, sea a la persona 
propia y ajena, de modo que es posible asegurar todo aquello que pueda afectar 
un interés lícito (conforme Derecho) sobre determinados bienes o como un todo 
-(seguro de responsabilidad civil, de crédito ) (Art. 50 DS 1147, por la pérdida 

o avería de una cosa) (Seguro de incendio) (Art. 46 DS 1147), robo, (segu­
ro por nacimiento de una responsabilidad) -Seguro de responsabilidad civil), por
la pérdida de una ganancia esperada. Respecto a las personas podemos considerar­
lo en cuanto se refiere a la vida misma o la integridad física (seguro de accidentes,
enfermedad) (Art. 65 DS 1147).

La importancia del riesgo radica en que integran el objeto del asegurado. 

El artículo 10 del DS 1147 expresa que el asegurador (Compañía Asegurado­
ra) puede asumir todos o algunos de los riesgos a que está expuesta la cosa asegura­
da, el patrimonio o la persona del asegurad<;> debiéndose precisar en forma clara y 
concreta los riesgos excluidos de los riesgos cubiertos. El asegurador analizará el 

grado de frecuencia, dispersión e intensidad para tener un punto de referencia en 
el cálculo de la prima que va a percibir como equivalente. 

FRECUENCIA.- Es aquel dato que se obtendrá de las estadísticas que permi­
ta establecer el grado de ocurrencia del siniestro (Art. 5 DS 1147) "se denomina 
siniestro la ocurrencia del riesgo asegurado". 

DISPERSION.- Es el hecho que el siniestro no afecte a una masa de personas 
o cosas al mismo tiempo, por cuanto el riesgo nunca debe ser generalizado o uni­
versal.

INTENSIDAD.- No debe ser grande porque entonces la prima será muy ele­
vada, variando según el grado y posibilidad de realización del riesgo cuya combina­
ción se calcula salvo el supuesto de la muerte (Art. 2 numeral 6 DS 1147) "La pri­
ma o precio del Seguro", cotización que constituye la remuneración del asegura­

dar por las obligaciones que asume es decir, la contraprestación del asegurado, se 
denomina prima en los seguros comerciales y cotización en los seguros mutuales. 
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CLASES DE RIESGO. - Una primera clasificación podría ser la de riesgos
constan tes, riesgos variables. 

El riesgo es Constante cuando el grado de probabilidad de su realización se 
mantiene estable por la duración del seguro. 



¡.;¡ riesgo es Variable cuando estas probabilidades aumentan o disminuyen en 
d caso del seguro. En s11 mayoría los riesgos son constantes por lo menos si se les 
considera en un plazo dmlo. 

/,a distinción entre riesgos constantes y variables tiene importancia para el cál­
culo _y turificación de la prima _v la garant{a del asegurador para cubrir los riesgos 
variabfos. 

Una seg11nda clasificación puede ser: 
- Riesgos dinámicos
- Riesgos estáticos
- R i<'sgos p11ros _v espec11lativos

a.) RfüSCOS DIN11M/COS.- Producto de los cambios producidos en el siste­
ma económico, es el caso de los progresos o innovaciones tecnológicas, producidas 
por la alteración de la oferta y la demanda que se derivan de los cambios en volu­
men _y proporción <Ít> la población, gustos pop11lares, modas, etc. 

b.) R/f,'SCOS ESTA TICOS.- Aunque eliminásenos los riesgos producidos 
por el sistema económico, persisten aquellos que son producto de fenómenos de la 
naturaleza, como t<'rremotos, incendios, inundaciones e incluso aq11ellos que deri­
van del comportamiento h111nano. 

c.) R/1:'SGOS PUROS Y ¡.,·s11EC'l!/,A TIVOS.- Una <frfinición basada en sus 
ef<'ctos, í11ti111anH'nl<' relacionada co11 la clasificación entre riesgos estáticos y diná­
micos es la q11e los separa NI tre riesgos puros _y esp<'c11lativos. 

El riesgo especulati110 puede prorl11cir pérdidas o bPru•ficios al individuo o em­
presa afectado.�, de modo q11e el riesgo asociado con el tiempo en q11e SP aplica un 
determinado proceso tecnológico ¡mede beneficiar a la empresa privada q1u• la im­
plante. 

fü riesgo especulativo se i11clu_ve 11ormalmente en la categoría de los riesgos 
dinámicos, éstos se produc<'n a m<'rwdo en circurutancias que Sllponen un b<'nefi­
cio neto para la soci<'dad en conjunto. 

En el riesgo puro existe la incertidumbre dP que ciertos objetos, sPan personas 
o cosas, resulten daíiados o destruidos, por lo qur podríamos concluir que <'ste
constituye una pérdida solo si S<' manifiesta.

Otro rasgo que diferewia al ri<'sgo puro drl <'Speculativo rs d /zpc/w de qu<' el 
primero es gennalmente asegurable, <'n cambio qur el especulativo por no po<frr 
aplicarse la ley de los gran<Í<'S nrímeros no son comercialment<' asPgurable. 

Del riesgo puro puedPn producirse p<'rdidas, concepto definido por R./. M<'hr 
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y E. Comock en su obra "Principios del Seguro" como el descenso o desaparición 
�ausal de valor como resultado de una contingencia y de ali{ que la pérdida puede
ser económica o no económica.

PERDIDAS ECONOMICAS.- El precio de un objeto mide su valor de cam­
bio, de modo que el valor económico de cualquier objeto en su capacidad para de­
terminar un precio. 

La pérdida económica no se limita a las pérdidas directas sino que resumen 
una gama de daños como podrían ser: 

- Responsabilidades legales derivadas de la aparición de un peligro, responsa­
bilidades que pueden surgir de daños ocasionados por la conducción negligente de
un chofer, o los derivados de un contrato o convenio donde las pérdidas económi­
cas directas que sufren los terceros deberán ser indemnizadas.

- Los daños ocasionados en una empresa o industria por pérdidas con.secuen­
ciales como pueden ser por la paralización en la producción o en la venta. 

- Pérdidas que no recaen únicamente sobre las personas directamente rela­
cionadas con ellas, sino sobre otros sectores o unidades económicas, por ello
podremos sostener que los ries{!OS puros ocasionan costos.

Privados y sociales, así por ejemplo si se incendia una fábrica, los daños no 
solo son a nivel económico de la fábrica, sino también para los trabajadores que 
quedarán cesantes o para los bomberos que pudieron sufrir heridas en el proceso 
de sofocación del flagelo: pueden producirse pérdidas por la menor venta que ex­
perimenten las empresas suministradoras de materiales de la fábrica siniestrada. 

PERDIDAS NO ECONO.\1/CAS.- además de las pérdidas producidas por los 
riesgos puros que son de naturaleza eminentemente económica, pueden existir da­
ños que suponen una pérdida económica y que se relaciona con el caso de objetos 
que carecen o tienen un valor económico muy bajo pero para sus dueños éste es 
muy valioso. Así el valor de la vida de un ser humano no se puede limitar al valor 
de la contribución del hombre al proceso de producción: pues la persona beneficia 
a todos los que le rodean y no solo en el campo económico. 

Por todo, se trata de pérdidas que no han sido sometidas a un método objeti­
vo de evaluación. 

METODOS DE TRATAMIENTO DEL RIESGO 

a.) Evitar el riesgo; supone la selección de actividades que determine su menor 
intensidad posible, podemos señalar dos formas de enfocarlo, con procedimientos 



complicados y con procedimientos drásticos. Cuando se trata de los primeros, son 
métodos que por su propia condición pueden producir que por ejemplo los costos 
de producción de una factoría sean más elevados o se creen problemas de otro ti­
po, pues si por evitar riesgos de inundación se constru_yen las instalaciones en luga­
res distantes producirán problemas de comunicación y transporte o el utilizar sis­
tema de calefacción o enfriamiento diversos de los convencionales y aplicar métodos 
más sofisticados pero seguros, pueden producir aumentos del costo de producción. 

El evitar el riesgo puede producir la pérdida de ciertos beneficios asociados 
con el riesgo como sería el caso de suspender la producción determinados produc­
tos por su alto grado de inflamabilidad pero que comercialmente son muy apeteci­
dos _y bien píl(!ados. 

Por tanto, evitar el riesgo supone que la empresa o el individuo elija un com­
portamiento específico como podría ser el tomar medidas drásticas. 

b.) Prevenir el peligro; que conduciría a prevenir para evitar el daño, proteger 
a las personas _y objetos expuestos al daño o peligro, limitar en lo posible las pérdi­
das y por último preservar en lo posible el valor de la propiedad o de las personas 
afectadas. 

c.) Asumir el Riesgo; se refería al individuo o empresa que acepta su incerti­
dumbre y posibles consecuencias por cuenta propia que es lo que se conoce como 
el A UTOSEG URO que tendría relación directa con la asunción planificada del 
riesgo. 

d.) Distribución del riesgo; supo11e la extensión de éste sobre un gran número 
de indivuduos, método apropiado para el riesgo especulativo que se puede expre­
sar con pérdidas o ganancias, 1111 ejemplo de aquello sería la existencia de compa­
ñías por acciones e11 las que los riesgos del negocio se reparten en lre un gran nú­
mero de propietarios (Co-propietarios). 

e.) Com binació11 del riesgo; supone la agrupación de unidades similares ex­
puestas al mismo peligro, para de esa manera tener el material para el cálculo de 
las probabilidades de pérdidas y de ese modo reducir las posibilidades de desvia­
ción. Sobre esta base es la que operan las compañías de seguros. 

J.) Transferencia del riesgo; supone que una persona garantiza a otra contra el 
riesgo de pérdida. En la economía moderna, la forma más común aunque no la 
única de transferencia del ries{{o se halla constituida por la adquisición de una pó­
liza de seguros. 

Consideremos que la póliza de seguros supone generalmente .Y de forma simul­
tánea la transferencia y combinación del riesgo, reduciendo por tanto no solo el 
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riesgo del asegurado individual sino también el de la sociedad en general; de allí 
que a menudo se ha expresado que "t;l seguro convierte en certeza la incertidum­
bre de Aegurado ".

g.) Compensar o neutralizar el riesgo; la cobertura o neutralización del riesgo 
es un método posible de tratar los riesgos especulativos y supone la compensación 
de las pérdidas derivadas de la aparición del riesgo con las ganancias obtenidas por 
medio de otra actividad, como podría ser el caso de una fábrica que se dedica a la 
fabricación de un determinado producto, pongamos por ejemplo la producción en 
serie de confecciones, se ponga a cubierto con la fabricación de gabardines y ropa 
sport. 

Luis Alverto Vera C.



LA DEUDA IMPAGABLE 

Por: Francisco Jaramillo V. 

Rolando Suárez S. 

La importancia que ha cobrado ho_y en día el tema de la deuda externa y sus 
repercusiones en todos los ámbitos de las naciones latinoamericanas y part1�ular­
mente en nuestro país, obliga a ler;antar el más amplio debate sobr<' esf<' tema. 

Enmarcados dentro de esta IIPcesidad, hPmos crPído indispPnsable la Piaborn­
ción del presente trabajo. Con el mismo buscarnos dotar a la comunidad de la Pon­
tificia Universidad Católica, de algllnos eiPmentos de discusión que contribu_rnn a 
una educación inte¡!!ral _y por sobre todo, a fomentar el inter<>s rÍ<' todos los psta­
mentos por los problPmas ri<' la soci<'dad f:cualoriana y la búsq,uida dP altPrnati1•as 
para su desarrollo. 

Con l<L� limitaciones propias <Í<' quiénes realizamos cstt> artículo. creemos que 
la investi{?ación realizarla cumplirá con los objetivos propuPstos. 

ORIGEN OE LA DEUDA EXTERNA 

A inicios de la década <ÍPl iO, Pl mundo capitalista industrializado comir>nza a 
visualizar la crisis q,,e se Ir> at1eci11a. Por la ló¡:ica del desarrollo del capitalismo, Ps­
ta se exprPsa inirialmrnte en una baja sensible de las ¡!!anancias que percibPn las 
emprPsas transnacionales: esto se orif!i11,í por la exct>sii•a acumulación v concPntra­
rión de capitales, deviniendo el ci<'rrr' total o parcial dPl aparato industrial. 1�·s1e fe­
nómeno trae consi¡!!o m,iltiples consecuencias sociales, <'Conómica.s r políticas: la 
a¡:udización del proceso i11flacio11ario, el eslancamien lo de la tasa de crPcimien to 
económico .Y del aparato produrti1•n, _y Pl consabido déficit presupuestario. En el 
campo social, dicha crisis se manifiesta en Pl alto porcentaje de dPsempleo, pérrlida 
del podu adquisitú•o de la moneda, etc. 

FrPn te a esta crisis, el mundo capitalista desarrollado (E.U., ln/!laterra, Fran­
cia, etc.) encuentra como fórmula para superarla, la exportación de capitales en 
forma de préstamos hacia los países tercermundistas. Aparecen así los llamados 
"países paraíso" que ven en dichos préstamos una forma para viabilizar su desa­
rrollo económico, solucionando así su /!rave situación. 

Los países exportadores de petróleo, entre ellos el nuestro, aprovechan el alto 
precio del petróleo en los años 70, como una oportunidad de elevar sus rentas pro­
ducidas en la exportación; se {?enera así un período en el cuál se desarrollan falsas 
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expectativas acerca de nuestra economía. (Se llegó a decir que se había producido 
el .\lila¡!ro ¡.,·cuatoriano). 

/,os altos _v crecientes in te reses y cortos plazos con que son fijadas las formas 
de pa!{O de los préstamos, proporcionan una alta rentabilidad a los bancos acree­
dores, aµluti11ados en el Fondo .Honetario Internacional (F.111) .Y el CLUB DE PA­
RIS. quiénes a travéz de la Tasa Libar (1) logran que el capital prestado retorne a 
los centros originarios en poco tiempo, quedando de esta forma la deuda del capi­
tal intacta. /,os altos intereses y su fluctuación han originado el incremento de más 
de 10.000 millones de dólares anuales, como consecuencia de la política moneta­
ria de los E. L 

Adjuntamos a continuación, un cuadro que nos permite visualizar el monto 
de la deuda de cada país latinoamericano para el a,io 85 _v el porcentaje de sus in­
f-.'Tesos por concepto de exportaciones destinados al pago del seroicio de la deuda 
ex terna (intereses). 

AMERICA LATINA 1985 DEUDA EXTERNA 

BRASIL 
MEXICO 
ARGENTINA 
VENEZUELA 
CHILE 
PERU 
COLOMBIA 
ECUADOR 
URUGUAY 
BOLIVIA 

Total Deuda Externa 
en M.M.$. (•)

104 
96 
50 
36 
20 
13.5 
10.8 

7.1 
4.7 

3.7 

(*) M.M.$. - Miles de millones de dólares

o/o ex ortac. para el 
pago Serv. O. Externa. 

36.So/o
35.5o/o 
52.0o/o 
25.0o/o 
45.5o/o 

5.So/o
21.5o/o 
31.5o/o 
31.50/0 
57.0o/o 

Total Deuda Externa de América Latina: 360.000 M.M.$. 
Total pago del Servicio a la Deuda: 40.000 M.M.$ anuales. 
Total pago en 10 años Servicio a la Deuda: 400.000 M.M.$. 

( 1) TASA L1 BO R: Interés fluctuante entre el 8 y el 120/0 anual que lo determinan los mismos 
acreedores, de acuerdo a sus necesidades, fundamentales con relación al déficit presupuestario 

de los pa,ses a los que pertenecen dichos oancos. 



CASO PERU.-
Total de la Deuda Ext. (Agosto 85) - 14.000 M.M.$. 

Porcentaje de las Exportaciones para el pago Servicio a la 

Deuda Externa - 35.So/o 

PROPUESTA ALAN GARCIA: 

Pago Servicio a la Deuda Externa 10o/o - 1.400 M.M.$ 

1 O años x 1.400 - 14.000 M.M.$. 

20 años x 1.400 - 28.000 I\JI.M.$. 

LIMITES Y DESARROLLO DE LA DEUDA EXTERNA EN EL 

ECUADOR 

IJ boom p<'lrol<'ro 1·i1•i<Jo c>II 11urstro país durante la rlrcada rl<>i 70, hace> <'X/Jf'· 
rimr11tar a 1111<'.�lra <'co11omín un sensible> cr<'cimi<'nto, lo que> 110s anima a su I•ez a 
d<'.rnrrollar ll II proc<'.rn rl<' a1;r<'sÍ110 Pn rl<'u<ÍamiPn to <]ll<' desf•ntf)()ca en el n, 011 to 
aproximado dí' 7.000 111il/011<'s rl<' diJlnr<'s para /981-, dit'ídido éste <'n 6. 762 millo­
ll<'S de> rlálarí's <fil<' (J<'rl<'llf'<'<'II al S<'rlor público v / 77 míllmrf'S de dólares ni S<'clnr 
prit•arlo. 111<'/.!º rl<' hab<'r trn11sf<'rirlo ¡:rmr parle> rl<' la d<'urla pri1 1 ada al fstado, m<'­
dianl<' l'I procrso rl<' In s11cr<'IÍ::acián (nñn 83). /.a <Í<'u<la ¡,ri1 1n<Ín Pn <'l mio 8:.! m­
ci<'n rl<' a 1.6 IR III illmr <'-� rl,• rlólnr<'s para d<'SCPII rl<'r PII f'l B•t a 177, mi<'n tras q11<' la 
rl<'11da ¡níl,licn cr<'C<' <Í<' t.699 millon<'s rl<' rlólan•s <'11 ('/ 82 a 6. 762 míllon,•s rl<' ,fo. 
lar<'s <'11 <'l mi o lll. <:11rulro \ o. :.! • 

ECUADOR: Ef.ONOMIA 1980 - 1984 

1980 1981 1982 1983 1984 

Exportaciones * 30.749 32.247 30.664 31.984 35.547 

Importaciones * 45.686 41.453 44.300 32.885 35.841 

Deuda Ext. Pública ** 3.530 4.373 4.699 6.018 6.762 

Deuda Ext. Privada ** 1.071 1.163 1.618 670 177 

Deuda Ext. Acumulada** 4.061 5.536 6.317 6.678 6.649 

Pago Serv. Deuda Ext. ** 1.409 2.139 2.632 2.935 2.101 

(*) -Miles de millones de sucres 
(**)•-Miles de millones de dólares. 
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Planteados así los montos totales de la deuda externa, pasamos a revisar la 
mecánica de pago de nuestro país. Para este año (1985) el presupuesto general del 
Estado, calculado por el gobierno del lng. León Febres-Cordero, asciende a 
144. l 52 millones de sucres, financiados de la sigu iente forma:

INGRESOS EN M.M. 

TOTAL PRESUPUESTO 144.152.000 

1. 1 ngresos Petroleros

2. Ingresos Tributarios

3. Ingresos no Tributar.

4. lng. de Capital (por finan.)

74.814.88 - 51.9o/o 

50.885.65 - 35.3o/o 

3.459.64 - 2.4o/o 

15.000.00 - 10.4o/o 

144.160.17 (S/. 8.017) 

2 

1 

f_'ste presupuesto SP lo distrilJUirá dP la sÍf!U ÍPnte forma: 

ECONOMIA ECUATORIANA 
1985 EGRESOS PRESUPUESTO M.M.S/. 
TOTAL 144.152.000 incremento 33o/o debido a la inflación 

TOTAL EGRESOS M.M. SI. 

1. Deuda servicios 

2. Desarrollo social 

3. Servicios generales 

4. Desarrollo económico 

5. Obras provinciales 

TOTAL 

DEFICIT: 144.296.13 

- 144.152.00

38.632.73 
46.993.55 

27.965.48 

26.668.12 

4.036.25 

144.296.13 

1443 - 144.130.000 

LOS EGRESOS SE HAN INCREMENTADO EN 10o/o POR 

2 8 % 

ALZA SALARIAL QUE FUE DE 30o/o EN NUEVO PRESUPUESTO 



De lo l/ UP. se desprende que existe un déficit presupuestario de 144 millones d" 
sucres con respecto al presupuesto calculado por este f!Obierno, desti11a11do el 
26.80/0 de dicho presupuesto (incluyendo los inp-esos petroleros) para el Pªf!º del 
seroicio a la deuda extema (intereses), es decir. el 31.50/0 del tntal de nuestras ex­
portaciones. 

la política económica adoptada en 11uestro país, el alto porcentaje dP 1111es­
tras exportaciones destinadas al pap:o del sen.,icio de la deuda externa v la crisis 
generalizada del m11ndo capitalista, nos ha co11ducido a que el índice de· inflación 
crezca en un l 20/0 e11 el año 80 a u11 30.40/0 e11 el ati o 8.t. (2) 

Las co11secuencias e11 lo que se refiere a la eroluciim que ha11 sufrido los pre­
cios _y los salarios son muy objetivas para demostrar dicho proceso i11flacio11ario. 
Fn 1982 el salario 11nmi11al dP u11 trabajador era de .J.600 sucres que Pquimlía. e11 
p/ salario real, a 2.717 .meres: en el a,io dP 198.S. el salario 11omi11al asciPnde a 
8.500 .meres miPntras que el salario real desciendf' a 2.112 sucres, debido a que el 
poder adquisitit10 dd sur.re e11 el 82 era de 59 cN1tavos y en el 85 de 2-l ce11tavns. 
(.3) füte proceso inflacionario afectó a los sectorPs de inwesos fijos (trabajadores 
_,· emplPa<Íns). 

Para PI/tenderlo mejor, lo que en PI 79 i·alía 1111 sucre, ho_v 1:ale 1. Lo que hoy 
SP compra con l .mcr<', Pn el 79 <>qui1 1alía a 2 reales v medio. Por lo tanto, 100 Sll­

r.rPs eq11it'ale11 /ro_v a 24 .meres co11 80 cen tm•os. 

Tomando en cu<>nta que la principal fuente de recursos financieros es el petró­
lf'o (éslP equit•alP al 51.90/0 del presupuPsto /!enf'ral del Estado) y conociendo q11f' 
dicho recurso es ,w renovable, creemos que la política actual, P.n lo referent<> a la 
explotación petrolera, nos conduce a 1111a rápida destrucción de nuestros yacimiP11-
tos v el consecuente a{!otamien to ,fr este recurso. Se¡!IÍII las empresas <>valuad oras 
de �eseroas y producció11, quiénes realizaron la i11vesti{!ació11 e11 el año de 197-l, la 
tasa máxima de producción debe S<'r de 2 JO mil barriles diarios y que bajo este rit­
mo de explotación, los yacimiento.� tienen un tiempo de vida de 19 años. (4) 

En este a,io _v bajo la desacertada política energética de este gobierno, se está 
produciendo 250 mil barriles diarios y se f)ie11sa lle�ar a un tope de produrciim 

que r•a de los 280 mil a los 300 mil barriles diario.�, situación que dicha dl' otra for­
ma, coadyuva también a romper la unidad de lo.� países <!xportadores de petróleo 

. -----------

(2) Rene Bucaram: Datos presentados en el Documento sobre la Deuda Externa. LJ Habana. 
30 dC JUiio de 1985. 
(3) Banco central.- Julio de 1985. 

(4) Investigación realizada por las empresas TERRAMAR de E.U. Y GEOMIN de Rumania. 
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e11 la ()PEP _v a bajar el precio del petróleo en el mercado mundial. Esto nos lleva 
a la conclusión de que la sobre tasa de producción no es, como ha pensado este go­
bierno, un canal apropiado para financiar el pago de la deuda externa ya que, es­
tratéf!icamente, las consecuencias para el país serán funestas. 

NUESTRA POSICION 

Bajo las consideraciones realizadas en el análisis anterior, creemos que la situa­
ción económica de los países latinoamericanos y particularmente del Ecuador, se 
e11cuentran atravesando una dura crisis. Por lo tanto, estamos seguros que esta in­
t•estigación no puede limitarse al simple enunciado de conclusiones. Siendo estu­
dian tes, f;cuatoria11 os, e inmersos dentro de este problema social, es obligación 
de todos salir de la cómoda situación de espectadores _Y comenzar a discutir y 
plantearnos al temativas. 

Guiados por este pensamiento, planteamos lo sÍ¡!Uiente: 

1. - La Deuda Ex terna, por sus connotaciones económicas, políticas _y sociales es
impa{!able por los países deudores, debido a: 
- t,'/ alto porcentaje de nuestra.,; exportaciones que destinamos para el pago

del servicio de la Deuda Externa, posterga totalmente nuestro desarrollo.
- /,a sobrevaloración del dólar cercana a u11 400/0, lo cual significa un incre­

mento tan to de la deuda como de los in te reses en igual pareen taje. Para po­
ner un ejemplo: si nosotros hemos recibido 100.000 millones de dólares a
J 00 cada dólar, con la sobrevaloración del 400/0 la deuda crece en 40.000

millones _y los in te reses correspondientes a esta cantidad.
- Las implicaciones socioeconómicas que ha generado el pago de los intereses

de la deuda (sólo estamos pagando los intereses, el capital sigue intacto) co­
mo son la pérdida del poder adquisitivo de la moneda, salarios, precios, etc.
en detrimento de los trabajadores _y pueblo en general. Son ellos qrtienes
han soportado la crisis generada por el pago de la deuda, pero son quienes
la esuín pagando.

- El pago de la deuda ha originado la pérdida total de nuestra soberanía, pues
estamos sometidos a los dictámenes del FMI: injerencia en la política eco­
nómica lo que significa la entrega de nuestros recursos naturales a las em-

presas transnacionales, como mecanismos de pago.
- Con el mismo monto _y el mismo interés que actualmente destinamos al pa­

go del servicio de la deuda, en 10 años estaría cancelado la mitad del capi­
tal, sin embargo el pago es por intereses _y la deuda sigue intacta.

2.- La deuda externa debe ser pagada, pero no a costa de la quiebra de los bancos 
ni tampoco que los trabajadores del tercer mundo sean los que carguen con el 
peso de la misma. Creemos que los Estados de los países industrializados de­
ben asumir el pago de la deuda ante los bancos acreedores. 



3.- /,os recursos para responder al pago de la deuda externa que los países indus­
trializados pueden destinar, sin afectar en lo más mínimo sus economías, de­
ben ser de los gastos militares ya que, ocupando apenas el 100/0 de éstos, se 
cancelaría en el transcurso de 8 años, el capital _y los intereses de la misma. 

4.- Si se utiliza el mecanismo anterior, los estados industrializados pasarían a con­
vertirse en nuestros acreedores, siendo necesario un período de gracia mínimo 
de 10 años, tiempo en el cual utilizaríamos los recursos destinados al pago, en 
el desarrollo de nuestras eco:wmías. 

5.- Es fundamental dar los pasos necesarios: en primer lugar, hacia la unidad de 
los países deudores lc.tinoamericanos, un club de deudores, un comité o lo 
que sen, es indispensable para enfrentar el problema de la deuda. Si los acree­
dores se encuentran aglutinados (FMI, CLUB DE PARIS), con mayor razón lo 
debemos estar nosotros. En segundo lugar, hacia la formulación de un nuevo 
orden económico internacional. Si suponemos por un momento que nuestra 
deuda es perdo11ada, volveríamos a caer en ella con las mismas implicaciones 
que hemos analizado. Por lo tanto, es necesaria la formulación del Nuevo Or­
den Económico Internacional, basado en: 
a.- Un justo intercambio comercial en las relaciones económicas internaciona­

les, de tal forma que se traduzca en un efectivo poder de decisión de las 
partes i11teresadas. La desi¡{ualdad de los térmi11os de intercambio se ha tra­
ducido en el crecimiento constante de los precios de los productos elabora­
dos que importamos de los países industrializados, _y la pérdida creciente 
del poder adqui.�itivo de nuestras exportaciones. Nuestro poder adquisitivo 
se redujo, en 1984 con relación a 1980, en alrededor de 2 20/0. Si tomamos 
en cuenta que las exportaciones dr -tmérica Latino en el 84 alcanzaron a 
94. 790 millones de dólarrs, con la disminución del 220/0 de nuestro poder
de compra, hemos perdido alrededor de 20.000 millones de dólares.

b.- Que se elimi11e el proteccionismo de los países industrializados, traducido 
en la imposición de precios de nuestros productos de exportación, que im­

posibilita el crecimiento de los países deudores. 
c.- Un justo tratamiento en el proceso de transferencia tecnolóf{ica hacia los 

países subdesarrollados. 
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EL ESTADO Y EL DERECHO 

Por: Manuel Martínez y Sara Báez 

El Estado y el Derecho han sido siempre considerados como verdaderos mons­
truos sagrados a los cuales nadie osa cuestionar. El pasado se eleva frente a noso­
tros con sus verdades eternas, con sus héroes, con sus palabras. La veneración su­
persticiosa por el psasado nos vuelve incapaces de desmantelar el mundo antiguo y 
preferimos seguir viviendo con las venerables y santificadas creencias que los bue­
nos y astutos explotadores nos han entregado. 

Veámoslo con un ejemplo cotidiano. De acuerdo a los valores y criterios que 
se buscan implantar en la discusión política nacional, la oposición sería obra de 
personas carcomidas por el odio, la amargura, el revanchismo y el sectarismo polí­
tico. Seres incapaces de "ver º los logros del actual gobierno; sujetos mezquinos 
que pretenden ocultar el sol con un solo dedo. Si las circunstancias lo exigen, tam­
bién serán culpables de subversión y violencia; los opositores serán convertidos en 
protectores de terroristas, cómplices camuflados de la violencia y el narcotráfico. 
El mundo occidental, cristiano y civilizado se encuentra amenazado. 

Al frente se alzaría imponente el amoroso pensamiento reconstructor, lleno 
de deseos de trabajo por el país, de preocupación por el progreso nacional, de 
fieles guardianes de la paz y tranquilidad ciudadana. Sus errores serán producto 
de la mala oposición que no deja trabajar, pero, fuertes y resueltos como son, na­
da impedirá que la maravillosa obra reconstructora sea una realidad, por sobre una 
ínfima minoría de asalariados y corrompidos, de sectarios y amargados. Los salva­
dores de la Patria dice: presente! 

Las palabras mágicas, el juego de manos es perfecto. A la oposición se la pre­
tende deslegitimar totalmente. Es el pensamiento de los empresarios el que asume 
la verdad para sí, la representación de la sociedad, el llamado a conducir a ésta a su 
destino. Los opositores, corruptos, manejados por centros internacionales, lo que 
quieren es la destrucción nacional. Es el capital, el sacrosanto capital, el que se 
vuelve protector de la nacionalidad, de la soberanía, del bien común. Fabuloso. 
Pongámonos a pensar los efectos que se buscan si esto se lo repite todos los días. 
Bueno o malo, amigo e enemigo, día o noche, no hay términos medios. 

El. discurso empresarial lo que busca es organizar la conciencia popular e in­
troducir en la mente del pueblo una idea distorsionada de la realidad, que evite su 
real comprensión. Así por ejemplo, si Ud. le pregunta a una persona: Qué opina 
del gobierno?, posiblemente le contestará: La oposición no le deja trabajar . .. ; es­
tán amargados por la derrota. . .  ; los esfuerzos del gobierno no son comprendi­
dos . .. , etc., etc. 



Con lo expuesto, de nuestra parte no tenemos ningún problema en declarar­
nos reos de tan "altas _y {!raves acusaciones", después de todo el objetivo del pre­
sente artículo es cuestionar, quebrar, hacer saltar en mil pedazos la ma¡ria de los 
poderosos, romper su arKUmen tación tosca, descubrir su jue{!O de manos. Rie11 dice 
el refrán popular: el hábito no hace al monje. No nos interesa .rnlH•r lo r¡ue los em­
presarios, el capital, dice de sí mismo, sino descubrir su verdadero rostro. 

Con ésta, un tanto lar{!a introducción, hablemos del Derecho. No queda duda 
al{!una que el mundo jurídico ecuatoriano .w enrue11 tra conr,ulsionado. f,'l desron­
cierto penetra en la "justa", imparrial _v apolítiramenle de los juristas, de los 
abo¡{ados, de los estudiantes de /Jereclro. Cómo entender tanto alboroto jllrídico? 
/,a Constitución, las le_ves, los procedimientos le{!al<'s S<' enr1Len tran e11 la piro ta. 
Uso _y abuso rfol marco jurídico, la coma se conviert<' <'11 IP_v. la norma en elá.�tico 
chicle capaz de ser estirada a límites risibl<'.�, la norma violada es santifirada poco 
después, cincurnta abo{!ados r<'constructor<'s si<'mpr<' pensarán distinto (en rosas 
esenciales) a cincuenta abo{!ados opositor<'s, lr<'inta _v ocho l<'¡:isladores pibirmis­
las siempre tendrán div<'rg<'ncia con tr<'inla _v tr<'s l<'{!isladon•s opositor<'s. /,ocura 

de locuras! 

Por supu<'sto no faltan los ¡:!ritos d<'s¡:arradon•s de los ronvr11ridos "hombres 
de le_y", de los "auténticos demórraf<L�", qll<' ew·andalizados por tanto atropello 
a la normatividad, ya S<' pre{!1Jntan por <'l trist<' <i<'stino de nuestra patria _v d<' sus 
leyes. Se¡..ruros ,•stamos que inrlu.w "dortor<'s d,, la le_v" l'i11c1Llados al artual {!O· 
bienw se encuentran desconcertados v rep1Ldia11 disrretamen te tales proredimien­
los. 

/,os eni{!mas se v,wlven imposil>l<'s d,• ser explira<Íos cuando se parle de presu­
puestos equivocados, por lo que el proMPma será <'ncontrar el ramino arertado. /,a 
resp1l<'sta obvia para tratar ,¡,, explirar la locura jurldira que estamos viviendo pa­
rerería ser la de utilizar exclusivam<'nte lru propi<L� norm<L� y herramientas qur la 
ciencia jurídica nos ofrece. Que r•l Derecho resuelva al Derecho. Que las normas 
den luz a lm normm. Que la obsruridad sea derrotada, como dic<'n los abo{!ados, 
a través de una discusión eminent<'mente jurídica, donde otras disciplinas sean de­
S<'chadas. 

No.wtros respondemos: por <'ste cami110 d lab<'rinto sería eterno. Nos podría­
mos parnr semana� _y semana� <ÍiscutiPndo sobr<' la valid<'z de tal o cual procedi­
miento jurídico, con el resultado d<' qu<' el criterio que se impon{!a no tenga rela­
ción al{!una con d peso jurídico de la ar{!ltm<'ntación, sino con el detentador del 
poder político. No decimos, por tanto, que no t<'nga sentido una discusión sobre 
el derecho, pero planteamos que la presente crisis sólo puede ser plenamente en­
tPndida c1Lando nos liberPmos audazmente dr lo.� estrechos horizontes de la ideo­
lor:ía jurídica lmrr:uesa sobre el H.�tado .Y el f)erecho, .Y partamos resueltos al mun­
do de la economía, de la política, para lograr de.�cifrar las razones de la convulsio-
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nada vía jurídica actual. 

Carlos Marx en su libro "Contribución a la crítica de la economía política", 
dice lo si{{uiente: 

"f;11 la producció11 social de su existencia, los hombres entran en relaciones 
determi11adas, necesarias, independientes de su voluntad; estas relaciones de 
producción corresponden a un wado determinado de desarrollo de las fuerzas 
productivas materiales. El conjunto de estas relaciones de producción consti­
tu,·e la estructura económica de la sociedad, la base real, sobre la cual se eleva 
u,;a superestructura jurídica _v política _y a la que corresponden determinadas 
formas de conciencia social. El modo de producción de la vida material con­
diciona el proceso de vida social, política e intelectual en general. No es la 
conciencia de los hombres lo que determina su ser; por el contrario, su ser 
social es lo que determina su conciencia." 

Cuando la eco11omía política pretende invadir el respetable mundo de la cien­
cia jurídica no faltan nunca las voces de desprecio para tan insólito comportamien­
to. Defender a capa _y espada la sagrada patria del Derecho, siempre será una buena 
excusa para pretender camuflar la realidad. :'Vosotros, estudiantes del derecho nos 
convertimos en herejes, y preferimos ser quemados por la inquisición a caminar 
pcr tierras pan tan osas que no ofrecen solución posible. 

En el mundo capitalista el poder de los explotadores no descansa exclusiva­
mente, como lo piensan muchos, en la brutal represió11 que los aparatos represi­
vos del Estado descargan en contra de los explotados. El poder de una clase sobre 
otras, que se expresa en el poder del Estado y sus aparatos como instrumento de 
dominación para reproducir y perpetuar la explotación, encuentran en el derecho 
y en su ideología jurídica un sostén fundamental para soterradamente eternizar las 
relaciones sociales de dominio. 

La relación entre capital y trabajo es violenta. La sociedad se asienta sobre 
una situación de violencia entre las clases sociales: la Constitución y las leyes ven­
drán a expresar las relaciones sociales _Y se modificarán de acuerdo a las necesida­
des que éstas va_yan exigiendo. 

Si la relación entre los hombres, entre las clases es violenta, por la relación de 
explotación de los unos sobres los otros, la represión será el recurso último y de­
sesperado del agonizante capitalismo, pero en la vida cotidiana de los hombres se 
harán presentes una serie de mecanismo ideológicos que permitan hacer de la ex­
plotación ya el dominio un hecho natural. No es que la sociedad burguesa inventa 
concientemente ideas para engañar al pueblo, sino que las condiciones materiales y
sociales del mundo capitalista generan toda una concepción global de la vida q�e 



demanda para su reproducción el que los hombres den su "consentimiento" y lo 
asuman como normal. 

En este sentido la ideología jurídica sobre el Estado y el Derecho tendrá una 
vital importancia. El derecho como un sistema de normas requiere de una ideolo­
gía jurídica que permita que la sociedad esté convencida q1te tal normatividad es 
justa, imparcial, protectora del convivir civilizado. Todos somos �ales frente a la 
ley, proclama jubilosa. La ley se convierte en sinónimo de ju�ticia; el pueblo es el 
sobPrano. Desde nuestro nacimiento hasta nuestra muerte se preocupará incansa­
blemente en demostrarnos esto. 

El Derecho burgués con su impecable _y racional ideología jurídica hará que 
las relaciones sociales que en el sistema capitalista son de explotación, no sean per­
cibidas objetivamente .Y sufran una mistificación, una representación imaginaria de 
éstas. La más despiadada explotación es ocultada con frases rimbombantes de paz 
y progreso. /,a mezquindad de la burguesía aparece como desarrollo y bienestar. 
/,as clases sociafos y su lucha desaparecen .Y permiten la entrada de individuos li­
bres, iguales, con las mismas oportunidades. El burgués, hacedor del mundo ac­
tual, Dios del siglo veinte, propietario de la vida de los pueblos, pretende hacer a la 
sociedad a su im�en y semejanza. Así, mediante la inestimable ayuda de la ideolo­
gía jurídica, la explotación será libertad de empresa; la ganancia, retribución a su 
coraje e iniciatit1a: la violencia, paz legal: los rebeldes e inconformes, en criminales; 
la mentira, en verdad. 

¡,;1 Derecho con su ideología norma la paz y tranquilidad que la sociedad de­
sea y, en realidad norma la paz para los nef{ocios de la burguesía y la tranquilidad 
para sus ganancias. Norma la seguridad de la sociedad y rn realidad norma la segu­
ridad de la propirdad v el capital. Sus 1,,_vr•s son Pnunciados como de intf'rés nacio­
nal, acorde a la realidad nacional, c11a11do son el símbolo del interés privado. 

El f;stado aparece como la exprPsión del bien comrín, la estructura que conci­
lia las disputas entrf' los sectores d,, la sociedad, cuando no es más que el instru­
mento al seroicio de una clase explotadora. n derecho se rom1irrtr Pn una bien ar­
ticulada normatividad quP informa a lwmbrPs. lf{llales de sus derecho.� _y oblif!acio­
nes, cuando en realidad norma a hombrPs dPsiguafos. Por lo expuesto PS que dPci­
mos que la comprPnsión <fp la pr,,se11 le crisis jurídica sólo PS posible cuando no.� 
atrevamos a nai·ef{ar en mares dPsconocidos para el derecho, muchas 1•Pces repudia­
dos por éste. 

El dPsarrollo del mundo bur{(ués es l'llriado, y complejo. Penetrar es tarPa difí­
cil e intrincada. La posibilidad de fracasar en el empeño es m1n· común. N osntros 
sólo nos atrevemos a situar unas vertientes sumamente generales que pecando de 
impresición creemos sitúan el problema en su exacta dimensión. 
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la democracia burguesa nació vigorosa y revolucionaria. Creó determinadas 
reglas de juego que, siendo protectoras de la propiedad, se cubrían de un manto de 
libertad, justicia, igualdad. los derechos individuales, las garantías públicas, con­
troladas y definidas por la burguesía, se convirtieron en rutilantes vitrinas para ala­
bar al naciente mundo burgués. Pero la vida, inquieta e incansable revolucionaria 
como es, transcurrió de otra manera. El reino de la abundancia que el mundo bur­
gués pensó haber creado pronto comenzó a perder su fuerza, su magia. la realidad 
comenzó a destrozar los sueños burgueses, y a sus vitrinas mentirosas y engañosas. 

Al reino de la abundancia pregonado por el capital los pueblos comenzaron a 
responder con rebeliones, motines y revoluciones. Entre derrotas y victorias sana­
ban sus heridas y volvían a la carga. El Estado perdía imagen .Y frescura. El dere-

cho se desprestigiaba y perdía credibilidad. 

La libre empresa, la libre competencia, momento adolescente del capitalismo 
se transformó en imperialismo, fase superior del capitalismo y expresión de la más 
despiadada y brutal explotación. 

El imperialismo forjó las grandes transn_acionales, gigantescos monopolios que 
saquean a todos los pueblos del mundo capitalista y significan para el Tercer Mun­
do la expresión más cruda del pillaje descarado de nuestras riquezas. El imperialis­
mo significa un orden económico internacional injusto para nuestros pueblos y be­
neficios para los grandes centros capitalistas. 

Tal sistema generó el abismo más impresionante entre explotadores .Y explota­
dos, entre las naciones poderosas y las débiles, convirtió a los pueblos del Tercer 
Mundo en brazos laboriosos para el Capital y en garantía para su opulencia. 

la república parlamentaria burguesa es la forma más desarrollada que la de­
mocracia burguesa ha creado. La soberanía popular era el pilar fundamental de tal 
sistema. El sufragio universal la forma de expresión popular y los partidos políti­
cos su canal natural. Y, las instituciones jurídicas el respaldo a los enunciados de­
mocráticos de la burguesía. 

Los pueblos le dijeron al capital: Tú hablas de libertad, bien, yo tomo esa li­
bertad. Tú me garantizas igualdad, bien, yo demando esa igualdad. Tú proclamas 
fraternidad, bien, yo deseo esa fraternidad. 

El capital se escandaliza. Si en la época del capitalismo pre-monopólico las re­
públicas balbuceantes ya Lanzaban contra el pueblo los sables y las bayonetas, en 
el imperialismo, la época de la gran concentración de la riqueza, a los insolentes re­
beldes les espera un período donde la bestialidad del capital irá asumiendo las for­
mas más despiadas e insensibles. la democracia burguesa., verdadero grito de com­
bate para aprisionar a los pueblos, irá perdiendo su brillo natural ante el embate 



furioso del CAPITAL que comienza a requerir formas de dominio más reacciona­
rias y autoritarias. El fascismo será el hijo más legítimo que alguna vez parí o el ca­
pitalismo. 

tenin dirá enfáticamente: "La supraestructura política sobre el nuet,o régi­
men económico, sobre el capitalismo monopolista, es un viraje de la democracia a 

la reacción política. La reacción política es la forma que corresponde a los mono­
polios". 

/,a necesidad de defender el poder, sus privilegios, hace que la burguesía en­
cuentre en la idiología fascista _ven un régimen de terror y violencia el camino 1íni­
co para tratar de detener y paralizar las cada vez mayores exigencias que los pue­
blos plantean. Se podrá pensar que lo expresado es una {!ran falserlad v que la pro­
pia historia es la encargada de desmentirnos. 

Nosotros nos reafirmamos en el hecho obvio que la democracia burguesa se 1•a 
despojando paulatinamente de sus armaduras democráticas _v va asumiendo carac­
terísticas de un descarado terrorismo de Estado v de una creciente restricción de 
las libertades individuales y públicas, de sus derechos económicos y sociales. 

Volvemos a aclarar. No decimos que Pn la época de la libre concurrencia la 
violencia institucionalizada no se expresaba y 110 cobraba altos pr11cios de sangre. 
Creemos que era un momento de la historia donde el movimiento social iba ganan­
do terreno _v asumía como aspiraciones propias los postulados de la bur{!uesía. Co­
mo ejemplo podemos citar la inmensa presión que en todas las latitudes se desató 
por conquistar la in mensa presión que en todas las latitudes se desató por conquis­
tar el sufragio universal. Supuestamente la sol,eran ía popular descansaba 11n el pue­
blo _y éste, paradójicamente no tenía derecho a votar. 

El capital se va sintiendo molesto, incómodo con las exigencias de los pue­
blos, con sus pretensiones "rojas", con la defensa que hacen de todo lo conquista­
do. El mismo juego democrático le resulta difícil de sobrellevar y no es raro el 
"golpear la puerta de los cuarteles" para sostener su dominio. 

Como el poder del Estado burgués es total, universal, no puede permitirse 
grietas que cuestionen la situación de explotación y que no se adapten y ajusten 
perfectamente al ritmo del capital. 

[,a democracia burguesa tiene que irse adecuando a la grave crisis que le sobre­
viviene al sistema. A su decadencia y descomposición tiene que responder con la 
reacción política más dura, con el autoritarismo férreo y directo. llacer polvo las 
reivindicaciones sociales, reducir al máximo las vías respiratorias de la vida social. 

Una nueva presión se vuelve necesaria. No es que la burguesía comienza a ac-
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tuar en la ilegalidad absoluta y por sobre la "constitucionalidad". Al contrario. Lo 
que sucede es que las necesidades del capital reforman, revisan el marco jurídico y 
lo adecuan a sus intereses, a su nueva realidad. Ejemplos sobran. Reprimir una ma­
nifestación violentamente es absolutamente legal, mientras que convocarla por 
parte de dirigentes sindicales es "ilegal" ya que pone en peligro la paz social. Im­
poner el Estado de Sitio, restringir los derechos civiles, es muy legal y constitucio­
na� pero es ilegal una huelga nacional convocada para protestar por el alto costo 
de la vida. Los Códigos Penales son rápidamente revisados y puestos a punto. 
Se tipifican una serie de actos como contrarios a la sociedad y "peligrosos" pa­
ra la convivencia nacional. Se ponen en vigencia Leyes de Seguridad Nacional y 
de seguridad hemisférica. En relación a la adecuación del marco legal a las ne­
cesidades productivas, de mercado con sumo, éstas se van poniendo a tono, mu­
chas veces con retraso a las urgentes requerimientos del capital. Sería muy prove­
choso realizar un estudio de cómo las libertades públicas e individuales contem­
pladas en la Constitución son absolutamente reducidas a través de las normas se­
cundarias y como toda la legislación es interpretada y revisada según la nueva con­
cepción QUE EL CAPITAL DESEA. Por supuesto todo el pensamiento jurídico se 
pone a la moda y desata su retórica para encauzar a la opinión pública con los mo­
dernos postulados. 

Un fenómeno actual e ilustrador de los cambios que se producen en los siste­
mas políticos para adaptarse a la época imperialista y que en América Latina son 
fácilmente perceptibles, se refiere a la relación Ejecutivo-Legislativo. Creemos que 
no nos equivocamos al pensar que el robustecimiento del poder ejecutivo en des­
medro del poder legislativo, es consecuencin directa del proceso concentrador del 
capital que va requiriendo una inmensa concentración del capital que va requirien­
do una inmensa conr.entración del poder político, de la estructura jurídica, de to­
dos los campos de la vida socinl. La violencin económica requiere necesariamente 
una violencin política, una brutal ofensiva idiológica para maniatar al descontento 
de los pueblos. 

A un legislativo débil, desprestigiado, timorato para defender sus prerrogati­
vas, que sólo se sostiene y vive con una autoridad moral, se enfrenta un ejecutivo 
fuerte, poderoso, verdadero dueño y señor de todos los mecanismos del poder, de 
los aparatos de represión, de imnumerables fuerzas idiológicas. El propio pensa­
miento burgués reconoce este hecho cuando justifica esta situación en la necesidad 
de un "ejecutivo fuerte" que pueda conducir los destinos de las naciones ante la 
crisis mundinl que azota a los pueblos. 

El robustecimiento del ejecutivo significa que el legislativo va perdiendo pau­
latinamente sus poderes. El legislativo propiamente ya no legisla. Son los ministros, 
los equipos de tecnócratas altamente especializados, los comadrones de las leyes. 
Al convertir al ejecutivo en co-legislador, comandante supremo de las fuerzas ar­
madas y del ejército de "seroidores públicos", gestor básico del presupuesto y úni-



co ejecutivo del aparato productitio nacional, el poder dd "pr<'sidente se 1•11eli it• 
una 11erdadera ¡!aran tía para el capital. 

f,'n :lmfrica /,atina y"" 1111<'stro paí.� e.�pecíficamente, las oli¡!arquía.� nunca S<' 
sintieron a f!Usto con la.� libertades "<'ntreµ-adas" al pueblo (conquistadas por él). 
Cr<'_véndose todopodt•rosas, pero sin 1111 mínimo de creación histórica, .�it•mpri• vi<'­
ton en las luclia.� .wcial<'s _Y en sus pretensiones, ,,erdadera.� locuras "bolcl1e11iq1ws ". 

Cuando tuvieron que acf'ptar árbitros para solu<'ntar ,'is¡J11ta.� que st• le escapa­
ban dt• las manos, S<'ll t ían "pánicos de mllert,• ·• y 1frsplf'f{aoa11 Sil jll<'f!O para recon­
quistar el pod<'r _y reconstruirlo a Sil imaµ-en _v semejanza. 

El imperialismo ha procreado a sus hijos políticos, verdaderos ejt•mplos d<' la 
11isió11 r<'accionaria qllf' ri{{1' Sil historia. /,a socialcll'mocracia, 1111a modalidad discri•­
ta d<'l capital, <¡11<' pre/in<' et•itar los estallidos .wcial<'s con ed11caciim v moifora­
ci(m. allnqul' 110 ext•ntos d" marro dura, ('s ho_v la m•eja 11!'µ-ra d<'l µ-ra11 capital, rl'-
1'" diado y ultrajado, por ser sum 11• y bla11 do con los "re1•oltmos ". /,as fam o.rns islas 
de paz, absol11 tamentt• e11µ-a1io.rns, son la mPjor ,frscripcián de lo.� m1l1elo.� d,• lo.� 
"buenos bur!{11ese.� •·. 

/,a capital financi<•ra q1w ¡1e11s6 c11co11trar en las dictad11ras 1111a resp11t'sta a .m 
debilidad poi ítica _v al dl'.�µ-a.�11' de .w do111i11nri(111, se m odifirn poi ilira1111•11 t,• _v Ira­
ce nac,•r a or¡!anism11.� p11líticos llltrarr,•arcimrario.�. ¡.;,, l•,'/•,'.l ll l. na<'(' 1 1i¡!t1rosa 1111a 
"111le11a df'recha" que romp,• con ,,1 /ll'.Ümi.rnro d,• los a1111•ri11f'f'.� w1ber11a11t1•.� y lla­
ma a una 11uf'11a f!Uerra santa ro11lra el co1111111is1111>. Co11 ,•I pod,•r de su ec11nomía 
impo11e sin piedad alg1111a Sil "1•11l11ntad'" a todos los pais,•s d,•I 1111111'111 orcid,•ntal. 
/,as olif!arquías 11ati11a.� se ¡um,•11 bajo .w manto proterlor _v dis1•1im1 ¡,ara 11111•stros 
pueblos las Pslratl'gias '1"" .�e acom od,•11 11 In.� órdcn,•s dt'I im11crio. /,a lib,•rtad l,a 
sido abusada por lo.� pucblo.�. l roy sf' impon,• au loridad y disri¡,lina. /,a igualdad 
Ita sido mal comprendida, l,oy S(' i11111m11• ri•spt'lo _v acatami,•nlo dl'I ord,•n 1•.�la• 
blecido. /,a justicia Ira .�ido u ti/izada I"'"" fi111•.� co11 lrarios al ord,•11 y l,•¡.:alidad, I, m· 
se im¡1011P se11Pridad y paz a cual'luia prt'cio. /,a i,frología c•11mic•11:a a rr•t,war al 
capital. fn nucstro país la oligar'111ia fi11m1cir•ra Ira a.mmido f"'r.rn11al1111'11/I• ,•I f'"· 
der del f,'.�tado. Si la te11dP11ria parccín sc•r 1111 /JtHl1•r administrado por m1•1liadorr•s 
.Y capatacPs, la rPalidad 110.� ri•1•ela u11a n11P11a 1iril'<ltizaci1í11 d,•I pmlcr. /,os ¡iropio.� 
empresarios toman posesión "" .ws dominios y ,•controlan la maq11i11aria dir,•ct.a­
men te. /,a oli¡!arqu ía fi11a11cif'ra, atada II m bilical11lf'1111• al cal'ital fi11m1cil'rn irr tc•r• 
nacional, Sl' m11l'stra11 jubilosa.� c11a11do <'11 /•,'/•,'.l ll! .. �e• 110s rorr.�id,•ra f'aÍs mod,•lo. 
los reco11strucfores festejan co11 placer l'I sl'r los mimados d"I gran ra11ital, de• Hc•a­
!{ª" y su séquito. N,wstro país -�" co111 1if'rlc• 1•11 "mod,•lo" ,,ara c•l """""'""como 
ha_y que re11egociar la deuda, calladitos y sin chistar. Somos país modl'lo c•rr c•l 
combate al terrorismo: los ,•xrf'so.� y abusos .rn11 "¡!ajes del oficio". Somos 1•j1•m­

plo de cómo abrir nuestras fro11 ll'ras al "adorat,/1•" Caf'Ítal extra11j1•ro, a la br11rfi­
ca inversión, sinónimo de prop-(•so y biPIIP.�tar para los ,,w•l,lo.�. Somos la d1•1111>s• 
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tración más acabada de la diplomacia bilatera� contra la multilateral y poderosa 
posibilidad de negociar con fuerza. Somos la viva imagen de una democracia fuer­
te y ordenada, donde los ecxcesos se acabaron, reina el silencio y los derechos hu­
mano huyen a climas más acogedores. 

La SENDIP difunde un artículo de una revista norteamericana en donde se 
habla del Presidente ecuatoriano como el Ronald Reagan ecuatoriano, demostran­
do así el orgullo que sienten los reconstructores por tan importante comparación. 
Nosotros sólo sentimos un escalofrío ante tan "maravilloso" acontecimiento. 

Ronald Reagan es la expresión más acabada de los círculos derechistas que el 
capitalismo ha forjado. Es el hombre sinónimo de un pensamiento fascista, de una 
política fascista, de un desprecio fascista por los pueblos y culpable de complotar 
contra la existencia misma de la humanidad. No podemos menos que exclamar: 
¡ Vaya orgullo! 

Parecería que nos hemos extraviado de nuestro camino. No es así. Muchas ve­
ces tenemos la manía de ver los acontecimientos según la personalidad de un hom­
bre. Los problemas que atravesamos serían, fundamentalmente, para no negar el 
papel de los hombres, producto de la personalidad autoritaria del actual Presiden­
te ecuatoriano. Nosotros enfáticamente nos pronunciamos por explicar los actua­
les acontecimientos a través de la óptica de la economía política con todas sus im­
plicaciones, importantes e inobjetables, en las demás disciplinas, siendo en el Dere­
cho y su idiología jurídica donde debería revelarse de mejor manera. 

La política neoliberal no podrá ser impuesta sino a costa de violencia y repre­
sión. La historia de América Latina está llena de dolorosos ejemplos de lo expresa­
do. Poner por tanto el mundo "patas arriba" negando la existencia de una violen­
cia institucional es querer resolver los graves problemas de nuestros países con 
"mano dura", sin posibilidad histórica alguna de obtener resultados positivos. La 
falta de imaginación que hace gala la burguesía y dotada como está de una mente 
policíaca que cree ver en cada lucha popular la mano de agitadores y subversivos 
educados en Moscú, le sitúa en un callejón sin salida, teniendo sólo en el poder 
de las armas, como último recurso, la solución a sus quebraderos de cabeza. 

El "centro izquierda" súbdito menor del gran capital, realizó y realizará to­
dos los esfuersos posibles para sobrepasar la "crisis e tema" con los costos socia­
les más reducidos. Esclavo timorato del gran capital, lleno de buenas intenciones 
pero de poco valor para rebelarse a las exigencias brutales que el capitalismo le 
exige, provoca crisis políticas que molestan a la burguesía. La burguesía quiere 
una absoluta calma para sus negocios, una total confianza para su inversión. El 
centro izquierda nadador a dos aguas en la política es símbolo de inseguridad 
para el capital. Basta leer las declaraciones y postulados de la nueva derecha 



norteamericana para advertir el "salvaje" pensamiento que organiza su enfren­
tamiento a todos los "comunistas". l,a socialdemocracia es convertida en un 
virtual enemigo del capital. 

Volvemos a aclarar. Para nosotros la socialdemocracia es un pensamiento 
burgués, un buen "abogado defensor" del capital .Y carta de recambio en mo­
mentos difíciles, pero es de tal grado la fascistización del capital mo11opólico, 
es tan elevado su concentración económica, que la salida más monstruosa que 
diseña para los pueblos es el terrorismo como base de su dominación. 

Eduardo Duhalde, escritor arf!entino lo dice muy claramente: 
"Esta aplicación sistemática del terror parte rÍe la tesis de que el Estado de 
Derecho, es decir, los estados democráticos y áun las dictaduras tradicio11a­
les son incapaces de defender' "los i11 terPses dP la i\'aci{,n y de Occidente" 
(entiéndase, los privilef!ios del capital financiero internacio�al _v de las cla­
ses dominantes) frente a la lucha irregular, co11 lo que se trata de justificar 
el ataque a toda expresión o movimiento popular que contraríe sus desif!­
nios, que no son otros que la aplicación a rajatabla de planes económicos. 
de sometimie11to al imperialismo, la destrucción de las estructuras produc­
tivas del país y el mantenimiento <ÍP la tasa de {!atia11cia a costa df'i hambre 
y del sufrimie11to popular". 

Podemos concluir que las ref!las de juPf!O de la primltwa democracia b11r­
guesa son despedazadas sin piedad, toma11do su sitio toda una ideolof!Ía del po­
der que busca la parálisis de toda fuerza opositora. Del terror como sistema y 
el miedo como efecto, la nueva ideolo,:ía _\' 1111 garrote sobre la cabeza 110 son 
muy diferentes. De aquí el paso a la "!!11erra sucia", donde a la "basofia" de la 
sociedad 110 se le reconoce ninf!ÚII derecho, no hay mucha distancia. /,a diferen­
cia entre la "isla de paz" de O. llurtrulo y la disciplinada y autoritaria sociedad 
de /,eón Febres-Cordero, siendo los dos burgueses y representantes del capital, 
se vuelve decisiva para la sociedad. El "odio" mortal que expresan uno de otro 
no es un invento ni una mascarada. 

Las ironías de la historia son ejemplos descarnados de nuestra realidad. Al 
"ce11 tro izquierda" hoy se los persigue como vulgares salteadores. Quienes desea­
ron servir dignamente al capital, con la racionalidad del "gran estadista burgués", 
hoy son tratados como escoria de la sociedad, y culpables únicos de la crisis na­
cional. 

Carlos !ilarx, en su libro: El Dieciocho Brumario de l,uis Bonaparte, comen­
ta la situación de la burguesía francesa, que fácilmente la podemos comparar con 
nuestra situación: 

" . . . al grito de Propiedad, familia, religión y orden! La sociedad es salvada 
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cuantas veces se va restringiendo el círculo de sus dominadores y un interés 
más exclusivo se impone al más amplio. Toda reivindicación, aún la más ele­
mental reforma financiera burguesa, del liberalismo más vulgar, del más for­
mal republicanismo, de la más trivial democracia, es castigada como "socia­
lismo". /lasta que, por último, los pontífices de la "religión y el orden" se 
l'en arrojados ellos mismos a puntapiés de sus sillas políticas . .. " 

Debe ser triste para O. Hurtado terminar así. El estadista burgués que se preo­
cupó de "evitar el estallido social", el que en la negociación y el concenso veía la 
mejor manera de proteger al capital, el que debilitó _y derrotó muchas luchas 
populares, el que fue vi.sionario en la necesidad de fortalecer al ejecutivo, que co­
menzó a redi.sel1ar las le_yes en favor del capital, quen es un convencido "anticomu­
nista", es guillotinado por los reconstructores. Quien cumplió las órdenes del FMI 
con precaución es acusado de comuni.sta y destructor de la economía nacional • 
.Vi capacidad "moral" para hablar tiene, repiten los furiosos reconstmctores. 

La degradación del sistema capitalista convierte al discurso en una sin razón. 
Su fuerza actual es la expresión de su debilidad futura. La arrogancia con que hoy 
actúan es la sepultura del mañana. 

A estas alturas del artículo las acusaciones de dogmanismo a los hacedores de 
estas líneas deben ser mu_y acentuadas. So importa! Vivimos momentos muy gra­
ves _Y la reflexión solo hace daño a los inteligentes magos que no quieren que des­
cubramos sus "talen tos os" trucos. 



LOS CONSULTORIOS JURIDICOS GRATUITOS 
Y EL DERECHO DE LAS PERSONAS 

Por: Gonzalo E. lrigoyen V. 

Vicepresidente de la Asociación 

Escuela de Derecho. 

Todas las personas, sin distinción de razas, ideolof!ÍaS políticas, rrlif!iosas, so­
ciales .Y económicas, tienen un mínimo dr derrchos que están gara11 ti=ados e11 la 
Constitución _v otras le_ves: asimismo estamos oblif!ados a resprtar lo qur d ordr­
namiento jurídico nos ha impuesto en beneficio del birr:t?star .rncial. Hsos drrrc/ros 
básicos están previstos en Pl Art. 19 de la Constitución dt> la Rrpública si11 rmbar­
go de ello en innumerables ocasiones se han violado dichas disposicionrs, esprcial­
men te las contenidas en el numeral 4 _v r11 rl 1111meral 6 litrral r). _va sra por ra=o­
nes de tipo político o por falta de medios dr accrso a la drfrnsa dr• los drrrrlr os. 
Entre esas disposiciones existr aquella qur /!arantiw el derecho dP drfensa r if!ual­
dad ante la le_v, previstos en los numeralPs mencionados, es decir todo i11di1iiduo 
de la especie humana f!OZa de este derrc/ro inmanPntr a él. 

Empero, esto que se ha mencionado rs el drber srr, más la rralidad nos r11sríia 
que estos preceptos no se aplican de modo univrrsal. a consecuencia de lo cual 
existen en nuestras cárceles condenados sin fórmula dr juicio y rn mucho.� otros 
casos sin haber podido ejercrr aquel drrr>cho dr defensa, en otros sr sanciona a 
aquellos que no tienen ninf!Ún tipo rfo poder ecoriómico o político mie11tra.� que 
para los influyentes la justicia se hace dr> In r·ista f!Orda. 

Ahora bien, serla ideal qur todas la.� cosas sean perfecta.�, pno sabemos que 
eso no es posible, no obstante sería 1111 craso error evitar el acercamiento a tan no­
ble carácter. Por eso es necesaria la crítica acompariada de una solución. 

Estos cuestionamientos han sido ya objetivo de la Asociación Escuela de De­
recho, pues como todos sabemos, cada Asociación ha tomado a su cargo obras de 
labor social, entre éstas hay la creación de los Consultorios Jurídicos Gratuitos, los 
cuales han venido evolucionando poco a poco al mismo tiempo que se han ido in­
crementando en número. Actualmente existen cinco Consultorios }11r{dicos Gra­
tuitos a cargo de la Asociación Hscuela de Derecho de la Pontificia Universidad 
Católica del Ecuador, el primero de ellos fue creado en la década de los años sesen­
ta en el barrio de la Tola, luego vendría la creación del Consultorio de la Universi­
dad (conocido por nosotros) en el año de 1980, en 1981 uno nuevo en el Penal 
García Moreno y finalmente con el compañero Eduardo Puente nacerían los con­
sultorios de la Cárcel de Mujeres y otro en la ciudadela de la Ferroviaria, cumplién-

143 



144 

dose de esta manera en algo con ese deseo de auxiliar a los enjuiciados que se en­
cuentran sin defensa y a aquellos que corren el peligro de perder sus derechos. 

Cinco consultorios no son suficientes, especialmente si obseroamos que una 
gran mayoría de la población que necesita de una consulta de tipo legal no puede 
pagarlo, por eso es necesario que la cooperación con estos sectores se vaya incre­
mentando, por lo que la actual Asociación Escuela de Derecho busca la creación 
de un nuevo consultorio, el cual al igual que los demás necesitará de un financia­
miento. Actualmente la financiación de los Consultorios Jurídicos Gratuitos se la 
hace en base a l rubro que permiten apenas una tenue existencia de éstos; una 
asignación mensual de S/. 10.000 que recibe de la Universidad proveniente del 
aporte de S/. 100 por parte de los estudiantes de esta Facultad al momento de ma­
tricularse. Estas sumas de dinero apenas sirven para ciertos actos pues no cubren 
con todos, sin embargo para mejorar esta situación económica hemos hecho con­
tactos especialmente con la Prefectura de Pichincha con el objeto de obtener una 
asignación económica que ayude al financiamiento de los consultorios. 

Los valores que se recauda sirven para la obtención de material para los con­
sultorios, compra de máquinas de escribir, pago mensual a los coordinadores y 
ayudantes, publicaciones que se hacen etc. Estas son necesidades que hay que sa­
tisfacer de manera inmediata. pues unas u otras forman parte del funcionamiento 
de los Consultorios. Pero estos no son los únicos requerimientos inmediatos, se ha­
ce exigible además la colaboración de los estudiantes, como un deber moral de fu­

turos Profesionales del Derecho debiéndose hacer presente la conciencia de nues­
tras metas y objetivos en función social, más todavía si se trata de una carrera emi­
nentemente humanista como la nuestra. Se concibe entonces la obligación de re­
chazar y protestar las injusticias de las cuales son víctimas estas grandes mayorías, 
para cuyo fin pensamos que no podemos pasar por las aulas de clase universitarias 
sin ni siquiera conocer lo que es un Consultorio Jurídico Gratuito, ello vendría a 
ser dentro del contexto jurídico un paso para la búsqueda del equilibrio social, 
pues esa conciencia debe estar encaminada a dar un mayor seroicio en beneficio de 
los desposeídos. Por ello es conveniente que los alumnos realicemos prácticas obli­
gatorias en los Consultorios Gratuitos antes de egresar, mediante el uso comple­
mentario de éstos en las clases de Práctica Procesal, de esta manera se cumpliría 
por una parte con el propósito de adherir directamente los Consultorios Jurídicos 
con la Facultad y por otra parte se lograría la participación de los estudiantes; en 
t'>do caso creo en la necesidad de discutir este asunto a nivel de Consejo de Facul­
tad. 

Los Consultorios Jurídicos no solamente deben existir o aumentar en núme­
ro, es preciso además que sea adjetivizado en su funcionamiento mediante la 
puesta en práctica del reglamento de los Consultorios Jurídicos, la utilización de 

�uevos métodos que den orden y funcionalidad, que si bien existe ya, debe ir me­
¡orando cada vez más, para lo cual dejo sentadas las bases para esos cambios ya 



que se han dispuesto de fichas de control, tanto para les estudiantes practicantes 
como para los clientes, para estos últimos la ficha incluso nos permite hacer un es­
tudio estadístico de los casos que sean conocidos en los Consultorios. 

lle pensado también en la especialización de los Consultorios. lla_v dos: el que 
se ;-ncue�tra en la Cárc_el_de \lujeres _v el del Penal García illoreno, los que se po­
dna decir que se especializan en casos penales exclusivamente: lo idl'al sería lograr 
c?_nsultorio! jurídicos gratuitos ubicados en lugares que permitan la especializa­
cwn .Y obviamente dentro de las ramas en que SI' hU(!an indispensables tales como 
lo civil, penal, laboral, de menores. Claro qu<' la especialización si1mificaría un es­
tudio profundo .Y requeriría de una estructura m<'diata, en to<lo caso exist<' la idea 
la cual creo que es practicable, pero 110 se podría realizar ahora ya q11e existen fac­
tores económicos _v otros que lo impiden, por otra parte esto requier<' de un procl'­
so que tiene varios ciclos en tri' otros la financiación y la crl'ación de más cons11lto­
rios jurídicos. En el caso del nuevo Consultorio Jurídico Gratuito que se piensa 
crear en el edificio del Tribunal de .llenores, podría especializarse r>xclusit•aml'nte 
en asuntos de menores. 

Finalmente me gustaría exhortar a las A11torida<Íl's L'nfrersitarias _va los est11-
diantes para activar a los Consultorios y conseroar la vida de ellos en bas<' a su co­
laboración y esfuerzo, especialmente de los estudiantes di' Derl'clw, _va Sl'a me­
diante la interoención en los programas que realiza la :lsociación de Esc11ela para 
financiar los Consultorios Jurídicos Gratuitos, ya también con PI aporte de idras 
n11<'vas para favorecer el desarrollo _v mejor funcionamiento de los mismos, en ten­
diéndo que no sólo los qui' con f arman el DirPctorio di' la AED son los llamados a 
preseroarlos, sino todos los miembros di' la Facultad a la que Pila [Jl'rtPnPce. Por 
otra parte, las Autoridades de la Universidad y de la Facultad tienen que colaborar 
en este sentido, ya que como representantrs de la Universidad también tienen que 
estar pendientes del desarrollo de la socirdad que no puedr p<'rma11ecer sin cam­
bios, debiendo éstos realizarse tomando en cuenta las necPsi<lades sociales y sobre 
todo de los grupos que más necesitan. 

En nuestro caso específico se contempla rn los estatutos obras de extensión, 
esto significa qur además de realizar la actividad universitaria correspondiente, 
también debe preocuparse de otros aspectos como es el bienestar social en benefi­
cio de una sociedad nueva _v desarrollada ya que no debemos olvidar que en las 
universidades se produce el desarrollo de un país, pero si los entes que lo constitu­
yen sólo se esfuerzan para beneficiarse a sí mismos entonces el crecimiento de una 
·nación quedará truncado; tampoco se puPde hablar de desarrollo si sólo ciertos
sectores se benefician de éste, por lo tanto es preciso dirigir nuestros esfuerzos a
las capas humanas que más lo necesitan.

Los Consultorios Jurídicos Gratuitos son obras de extensión indudablemente, 
éstos buscan como es obvio al menos en algo el equilibrio social, por lo tanto es 
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necesario que todos conjuntamente nos precupemos de su mantenimiento, espe­
cialmente nosotros los estudiantes que somos responsab/.es de los cambios en bene­
ficio del desarrollo de nuestro paú. 



FRENTE AMPLIO DEMOCRATICO ESTUDIANTIL 

ANALISIS TECNICO-JURIDICO 

DE LA PUGNA EJECUTIVO-LEGISLATIVO 

SOBRE EL ALZA SALARIAL 

El presente trabajo constitu_ye un análisis sucinto de los hechos conforme se 
fueron sucediendo respecto de la problemática salarial. 

El 19 de diciembre de 1984, el Legislativo se instala en Congreso Extraordina­
rio, a propósito de elaborar, entre otros, la /,ey de Alza Salarial. En este proyecto 
del /,egislativo se contemplaba como salario mínimo vital la cantidad de Sl.10.000. 
Frente a esta, existía la posición del Ejecutivo que fijaba t.:omo salario mínimo vi­
tal SI. 8.500,oo. No se llegó a un acuerdo entre las dos funciones del Estado sobre 
esta materia. Ante este impase el Ejecutivo, buscando hacer prevalecer su posición 
por todos los medios, forzó la Constitución Política del Estado, valiéndose de los 
siguientes tecnisismos jurídicos: 

PRIMERO: El 6 de marzo de 1985 el Ejecutivo envía al Congreso Nacional 
un proyecto de ley en materia económica, calificándolo de urgen te, en el que se 
con templaba el alza salarial de SI. 8.500,oo. Este pro_vecto fue en11iado al Congre­
so Nacional, cuando éste se encontraba _va tratando el mismo <Lrnnto salarial, pero 
con la diferencia dr que el proyecto del /,rgislati110 co11Lemplaba una alza salarial 
de SI. /0.000,oo. 

In media Lamen te, el 7 de marzo, <'I Co11w<'so Nacio11al clausura d p<'ríodn l-,'x­
traordinario de S<'sionrs sin agotar el l<'mario para rl cual se ha roni•orado, ron el 
fin de conocer el pro_yrrto urg<'nle r/,,/ f,;jecutÍIJo. 

Sf;CUNDO: EstP acto /,r¡.rislnti110 es r.onsideradn por rl l•,jrruti110 romo In­
constitucional. A esto podrmos ar¡.mmP11tar lo sig11ÍP11t<': 

- La Constitución no ron templa Pn ninguna de sus normas la prohibirión dP
suspender un período extraordinario de sesionPs sin agotar la agPnda de trabajo 
para el cual f ur convocado. 

- Existen anteced!'nles en rste s<'ntido. Así <'n 1979 ruando PI actual l'r<'.Ü­
den te de la República era /,egislador, S<' susp<'n dii, un Congr<"so Fx Lranrdinario pa­
ra conocer planteamientos salariales h<"chos por los prof<".WrP.�, sin lial,<'r l<'rmina­
do la agenda de trabajo para el cual fue corwocado <'l Congre.rn Extraordinario. f•;n 
1984 se suspendió el Congreso Extraordinario q11<' dPbía nombrar a lo.� Ju11cio­
narios establecidos en el Art. 59, literal k) de la Constitución, para dialogar con el 
Ejecutivo y reemplazar a los magistrados de la Corte Suprema que había sido im-
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pugnada. En este caso tampoco vió el Presidente de la República que este acto fue­
ra inconstitucional, porque el fruto del diálogo fue una cuota de poder en la Corte 
Suprema de Justicia. 

TERCERO: El Congreso Nacional niega el proyecto urgente del Ejecutivo sin 
convocar al Presidente de la República y en un solo debate. 

- No lo convoca porque la Constitución es clarísima a este respecto, pues al
determinar este requisito se esta refiriendo al trámite de las leyes ordinarias, no así 
para los proyectos de ley en materia económica con carácter de urgente que tienen 
un procedimiento especial, según el Art. 65, último inciso de la Constitución Polí­
tica del Estado. El Legislador no dá el mismo trámite para los proyectos económi­
cos-urgentes que a los proyectos que no tienen estas dos esenciales características, 
pues es lógico que en un proyecto económico-urgente, que apenas tiene quince 
días para su aprobación o negación, no se tome en cuenta al Presidente de la Re­
pública debido a premura del tiempo. 

- Se dá en un solo debate porque el proyecto se rechaza .Y no se aprueba. La
Constitución en su Art. 67 habla de APROBAl1ON. Cabe anotar que no se puede 
confundir Derogatoria con Negación, pues la Derogatoria implica la anterior vigen­
cia de una ley, mientras que la Negación implica la existencia de un proyecto de 
ley, más no de una ley existente. Además, mal se puede discutir en dos debates un 
proyecto de ley que ha sido negado de plano en el primer debate. 

CUARTO: El Art. 78 de la Constitución, dentro de las atribuciones del Presi­
dente de la República, en su literal a), establece: ''cumplir _y hacer cumplir la Consti­
tución"; basado en este mandato Constitucional el Presidente "interpreta" la 
constitución y la hace cumplir según sus conveniencias, contradiciendo el precep­
to constitucional que establece que tan sólo el Congreso Nacional Interpreta la 
Constitución de una manera obligatoria y general. Se ha querido confundir, atribu­
yéndole al Ejecutivo la facultad de dirimirla constitucionalidad o inconstituciona­
lidad de una determinada situación, sin tenerse en cuenta que por mandato consti­
tucional, el organismo encargado de hacerlo es el Tribunal de Garantías Constitu­
cionales. 

QUINTO: Tan pronto como el Legislativo se instaló en Congreso Extraordi­
nario, el Ejecutivo a través de sus voceros oficiales calificó de inconstitucional este 
acto legislativo, estableciendo arbitrariamente que el pro_yecto económico urgente 
entraría en vigencia el 22 de marzo. 

- Se ve que se hace caso omiso de las Resoluciones que debe dar al Tribunal
de Garantías Constitucionales (TGC) por las facultades conferidas en el Art. 141, 



inci.w primero de la Constitución, al decir que es atribución del TCC "velar por el 
rumplimiPnto de la Constitución, para lo cual existirá a las autoridadPs v demás 
funcionarios de la Administración Pública". Pese a esto cuando llef!Ó el ¡;__mnto al 
TGC P.ite dictaminó que fue con.�titucional el acto legislativo por el cual se suspen­
dió rl Congreso Extraordinario sin que se haya conlu ído el análisis de la �enda de 
trabajo para el cual file convocado. 

Sf:XTO: Se presentaron tn�s peticiones ante el TGC por parte de Calo Plaza, 
León Roldós y el Dr. Barrezueta, para efectos de que el Tribunal dictamine sobre 
la constitucionalidad o incon"titucionalidad de la clausura del período extraordi­
nario de sesiones. Por su parte el Ejecutivo envió una petición al TCC, pidiendo 
que se pronuncie respecto de la inconstitucionalidad o constitucionalic!ad del tra­
tamiento del proyecto de ley urgente, y sobre la aprobación del mencionado pro­
yecto en dos debates, sif!Uiendo el trámite de la ley formal. En este estado de cosas 
se pidió por parte del Ejecutivo la acumulación de autos. El TGC consideró que no 
era procedente tal acumulación por: 

- Porque el trámite a seguirse no se asimila a los procesos judiciales, _ya que
se trata de un organismo totalmente diferente de la Función Jurisdiccional;
y,

- Aunque hipotéticamente así lo fuera, en honor a la discusión, no procede­
ría la acumulación de autos porque no hay identidad de persona.,;, de accio­
nes y de cosas.

SEPTIMO: El 21 de marzo de 1985, el Ministro Fiscal Gral. de la Nación 
comparece ante el TCC, alegando la existencia de un Reglamento, publicado en el 
R.O. número 146 de marzo 18 de 1985, según el cual era indispensable su dictá­
men para las Resoluciones a emitirse en l'l citado Tribunal. 

- Ninguna norma constitucional ni legal establece que el Ministro Fiscal emi­
ta un dictámen en el seno del TCC, a propósito de Resoluciones que debe dar so­
bre los asuntos de su competencia, establecidos en el Art. 141, numerales 2,3 inci­
so primero y 4. Por lo tanto el presente reglamento reforma la Carta Fundamental, 
quebrantando gravemente la jerarquía constitucional. Así mismo quebranta la L. 
C.M.P. Por otro lado, debemos hacer notar que, en el Art. 2 de éste Reglamento se 
establece que el Ministro Fiscal emita su dictámen dentro de los veinte días térmi­
no establecidos en el reglamento. Sobra decir que el Ejecutivo se abrogó facultades 
que no le corresponden al interpretar o alterar la constitución y la L.O.M.P., Art. 
78, literal c). 

OCTAVO: Como último recurso un miembro del TGC, representante del Eje­
cutivo, pide se difiera para el día siguiente, 22 de marzo, el conocimiento .Y Reso­
lución del reglamento dictado por el Ejecutivo, buscando así se cumple el PLAZO 
FATAL para que entre en vigencia el proyecto económico urgen te de Alza Salarial 
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sin que haya un pronunciamiento del TGC. 

NOVENO: Cabe indicar que cualquier miembro del TGC en uso de la atribu­
ción que le confiere el Art. 11 del Reglamento del TGC, puede solicitar al Presi­
den te del mencionado organismo se difiera el conocimiento y Resolución del caso 
que se esta tratando, siendo facultativo del Presidente el aceptar o denegar dicha 
petición. 

En este caso el Presidente del TGC negó la petición, sin que esto implique vio­
lación reglamentaria alguna, como así se lo dió a entender por el Ejecutivo. 

Todo este proceso regido por las normas constitucionales, fue desconocido 
abiertamente por el lc,Jecutivo al promulgar el día 22 de marzo el proyecto econó­
mico urgen te de Alza Salarial. 

¿POR QUE SE ENVIO EL PROYECTO DE LEY URGENTE? 

- Porque el Ejecutivo no iba a aprobar el proyecto del Congreso.
- Porque quizo maniatar al Congreso Nacional pensando que éste no podía

suspender el Congreso Extraordinario _Y que así pasarían los quince días de
que habla la Constitución para que el proyecto se convierta en Le_y. Se uti­
liza así la Constitución como trampa _Y se consagra al PresidenfR como Su­
premo Legislador.

Por estas razones consideramos que el Ejecutivo se ha constituído en un vir­
tual dictador, ejerciendo un gobierno despótico con fachada de constitucional, al 
mantener a los otros poderes del Estado sin acatar sus Resoluciones, violando fla­
grante mente el Ordenamiento Jurídico Constitucional. Surge entonces como nece­
sidad imperiosa que el Congreso Nacional frene esta serie de arbitrariedades, lla­
mando al Presidente de la República a juicio político para su Destitución, confor­
me lo establecen los Art. 141, numeral 3, inciso final _Y el Art. 59, litRral f) de la 
Constitución de la República. 

Germán Espinoza Cuenca. 
Doubosk_y Márquez Mantilla 

Rolando Suárez Sánchez. 

JUNTA DE COORDINACION DEL FADE 



ACTIVIDADES CUMPLIDAS POR LA ASOCIACION 

ESCUELA DE DERECHO 84-85 

SE Rf:AUZO E/, PR/.lff:R CICl,0 DE C1NE, Cumplida del 12 de diciembre al 18 
del mismo mes. Se exhibieron los sigu ientes cortos: 

- CIIACON MARAVll,/,A
- SINFONT.-1 DE NIÑOS
- p.,us VERDE }' HERIDO
- /,:1 TmRR11 PROMETIDA

17 de /Jic. R·I .�e forman los tallPres de la Asociación Escuela de Derecho: 
Talfor de /,iteratura: Tatiana Cordero 
Taller de lnvesti¡!ación Jurídica _v Académica: Diego Ordóñez 
Taller de /Irte: Martín Pallares 
Taller de llistoria: Patricio Cháves 
TallPr de Mrísica: Esteban Celi 

El 19, 20 .Y 21 de Dic. se realiza en los patios de la Facultad la I FERIA EXPOSI­
CION DE ARTE y de los trabajos de los presos del penal. 

El 20 de Dic. se da un agasajo a lo., intn,ws del Penal "García Moreno", conjunta­
merlte con el departamento de RC'habilitació11. 

El 17 de J,,'nero SP organiza una ¡\,fesa fü,rfn11rla con PI tema: 
- INDULTO t· Rf,'BAJA DE PF\ IS co11 lns exponentes:
- Dr. Walter CttPrrero V.
- Dr. J or{{e la bala BaquP.rizo
- Sr.José /,abrada (fo temo del Penal)
- Dr. ]aimP Flor V.
- Se cumplió en el Aula ''l h•mán Malo"

¡.;¡ 23 de Enero se organiza una Mesa Redonda con d tema: Mf;DfDAS ECONO­
MICAS, con la asistP.ncia de: Dr. Rodri#o Rorja Cevallo.�, Dr. Alfredo Castillo, Uc. 
Patricio Quevedo T. Dr. Eduardo Carminia�ni. 

f:n la Facultad de Jurisprudencia se realiza por primera vez un CURSO DE PRAC. 
11CAS JUfUDfCAS, Coordinado por los se,iores: Ramón Torres y Luis Tróccoli, 
en el cual se dieron las siguientes prácticas: 

- NUEVO CODIGO DE PROC. Amal (Dr. Ernesto Albán C.)
- PRACTICA TRfBUTr1RlA (Ecnn. Eduardo Acosta)
- PRACTICA /,ABORAL (Dr. Alberto Wra_v)
- RETORICA JURIDICA (Dr. Diego Castillo)
-PRACTICA PENAL (Dr. Fausto Terán Eguez)

---------·------·----·------� 
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LA ASOCIACION ESCUELA DE DERECHO INTERESADA EN LA REHABIU­
TACION DE LOS PRESOS APORTO CON UN PLAN PILOTO Y ADEMAS CO­
LABORO CON LOS INTERNOS CON MATERIAL PARA SUS TRABAJOS. 

Se lanzó la Revista I de la AED el editor responsable es Luis Tróccoli. 
El 15 de Febrero la Asociación Escuela de Derecho apoya el Paro decretado por el 
FUT, rechazando las MEDICAS ECONOMICAS TOMADAS POR EL GOBIERNO 
los Estudiantes manifestaron su rechazo a las medidas con protestas conjuntas con 
todos los sectores populares. 

Se procede al Curso para los aspirantes a la Facultad. Conjuntamente se lanza la 
cuarta edición del COMPENDIO BASICO, realizado por Luis Tróccoli. Se realizó 
prácticas de exámenes antigu os. Cumplida del 20 al 26 de febrero. 

El 5 de Marzo se cumple la I CAMPAÑA DEL LIBRO PARA LOS PRESOS. 

El 21 de Marzo se realiza: el Primer encuentro entre profesores y estudiantes con 
el tema: EL SALARIO, CONSTITUCIONALIDAD Y DEMOCRACIA. 

A finales del mes de marzo la AED organiza el I SEMINARIO DE SOCIOLOGIA 
POLITICA, con los exponentes: 

Dr. René Maugué M. 
Dr. Rodrigo Borja C. 
Dr. Luis Ponce Palacios 
Ledo. José Gabriel Terán V. 
/,cdo. lván Carvajal. 

El 12 de Abril como es costumbre en la Facultad se agasajó a los nuevos estudian­
tes de la Facultad de Jurisprudencia (PROPEDEUTICOS). 

El 17 de Abril comenzamos la campaña del KARDEX PARA EL ESTUDIANTE 
DE DERECHO, la Asociación conjuntamente con el apoyo del Dr. Ricardo V a.ca 
_v el personal de Secretaría brindaron en servicio de la COPIA DEL KARDEX DE 
ESTUDIO. 

El 22 de Abril se realiza un debate entre los grupos de la Facultad: 
Frente Amplio Democrático: Doubosky Márquez y Luis Tróccoli . 
.-1lianza Estudiantil Democrática: Jorge Almeida y Santiago Vergara. 
Fuerza Estudiantil: ]osé Meithaler y José SandovaL 

, MODERADOR: Ramón Torres.

/ El 1 ro: de 11,fayo la Asociación Escuela de Derecho visita a los compañeros que

1
- cumpl 1an una huelga de hambre reclamando sus derechos, los cuales pertenecen al
_ IEOS.
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El 13 de Mayo la A.rnciación Escuela de Derecho rechaza públicamente la ifogal 
detención del Dr. ]osé Vicentr Troya. 

Del 27 al 31 de Mayo se realiza el I SEMINARIO DE DERECHO PROCESAL 
ADMINISTRATIVO, tuvo como exponentes: 

- Dr. Edgar Rivadeneira
- Dra. Edith Novoa
- Dr. Aníbal Campaña
- Dr. Eduardo Córdova
- Dr. Rodrigo Garcés

El 18 de Junio, en el aula "Hemán i'rlalo ", se rinde homenaje a Monseñor Leonidas 
Proaño, en apoyo al Premio Nóbel de la Paz. 

El Directorio de la AED, resuelve sacar comunicados por el sensible fallecimiento 
del Dr. ]osé Ignacio Dorioso. 
En el Mes de Junio se realizan las FIESTAS DE LA FACULTAD: 

Fiesta con la orquesta los "PRINCIPES" 
Almuerzo a los estudiantes de la Facultad. 
Juegos Deportivos. 
Etc. 

El 28 de Julio se presentó el Sr. Femando Ubiergo, en el CO/,ISEO DE LA PUCE, 
los fondos se destinaron a los consultorios jurídicos gratuitos y un niño en rehabi­
litación. 
El compañero Luis Tróccoli rechaza públicamente el informe del Presidente de la 
República en materia de Rehabilitacilin f>,,nitenciaría. (1'1íblicament<') 

16 de Agosto se realiza una presr•n /ación de varios artísticas en el COUSEO DE 
LA PUCE para entregar ropa a los hijos de los presos. 

Ultimos d{as de Agosto el CURSO DE LOS ASPIRANTES A LA FACULTAD, en 
el cual se lanzó la Quinta Edición del Compendio Básico. Y se procedió a tomar 
exámenes antiguo.�, como práctica de los aspirantes. El coordinador es el compa­
ñero Doubosky Márques. 
Se realiza entrega de la ropa a los hijos de los presos (fines de septiembre) 

2 de Septiembre se empieza la publicación de la Revista "Ruptura". 

8 de Septiembre se empieza campaña a favor del libro del hijo del preso. 

16 de Septiembre se entrevista al compañero Luís Tróccoli (Presidente AED) en 
radio Visión, sobre temas de actualidad. 
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Se lanza a la JI REVISTA DE LA AED, estando como editor responsable el com­
pa1íero: Juan Carlos ConzálPz. 

Octubre primeros días publican los Códigos del Estudiante, hecho que por primera 
vez en la Facultad. 
Código Civil-Ley de Cheques-Ley de Inquilinato además el Cuaderno No. 6 de Pe­
dagogía Jurídica. 

Se procede la compra de dos máquinas de escribir eléctricas, destinadas para la cár­
cel de mujeres .Y la secretaría de la Facultad. Además se implementa el AED con 
un librero y una engrapadora industrial. 

Del 14 al 18 de Octubre se cumplirá el JI SEMINARIO DE DERECHO CONSTI­
TUCIONAL, con los exponentes: 
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- Sr. Edgnr Ponce
- Dr. Walter Guerrero
- Dr. Marco Lándázuri
- Dr. Luis Sáchica
- Dr. Alejandro />once M.
- Dr. Hernán Ponce
- Dr. Julio César Trujillo
- Dr. Efren Cocíos
- Dr. Ernesto Albán
- Sr. Arturo Donoso.

El miércoles 16 de octubre el Sr. Luis Tróccoli participa en un debate público or­
ganizado por la Democracia Popular con el Tema: Viabilidad de la Cadena Perpe­
tua. 

El lunes 21 se lanza el carnet del l,ibro. 

♦♦♦♦♦♦♦♦♦♦ 

Wagner Mantilla 
Secretario AED 








